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El Centro de Estudios para América Latina y la Coope-
ración Internacional (CeALCI) se crea, en noviembre de
2004, con la voluntad de promover la investigación y el
debate en torno a la realidad de los países en desarrollo
en general, y de América Latina en particular, y para
potenciar los estudios y propuestas sobre la mejor manera
de enfrentar los problemas que aquejan a estos países.

Bajo la denominación «Documentos de Trabajo» se publican
resultados de los proyectos de investigación realizados y
promovidos por el CeALCI. Además pueden ser incluidos
en esta serie aquellos estudios que, previa aceptación por
el Consejo Editorial, reúnan unos requisitos de calidad
establecidos y coincidan con los objetivos de la Fundación
Carolina y su Centro de Estudios. 
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El mandato principal de la Fundación
Carolina es la promoción de las relacio-
nes culturales y la cooperación en mate-
ria educativa y científica entre España y
los países de la Comunidad Iberoameri-
cana de Naciones. 

El Programa de Investigación de la
Fundación Carolina, que desarrolla a
través del Centro de Estudios para
América Latina y la Cooperación Inter-
nacional (CeALCI), desde su creación
ha incorporado a su plan de actuación
anual una línea de estudio sobre edu-
cación, como elemento clave en el de-
sarrollo y como política social estraté-
gica para lograr mayores índices de
cohesión social.

En una primera etapa se analizaron la si-
tuación y los desafíos de la educación
básica en América Latina 1, en África
Subsahariana 2, así como en la región
del Mediterráneo Sur 3. Posteriormente,
se analizó la dimensión de la equidad en
las políticas educativas y de formación,
entendiendo la equidad en sus múlti-
ples dimensiones: en el acceso a la edu-
cación, en el tratamiento educativo,
pero también en los resultados acadé-
micos y sociales de la misma 4. 

Para desarrollar esta línea de trabajo, el
CeALCI viene combinando una amplia
gama de instrumentos. Además de los
estudios, se han organizado encuentros
internacionales, debates de expertos
para intercambiar conocimientos sobre
instrumentos y políticas educativas in-
novadores, y se han abierto espacios
para dar a conocer importantes meca-
nismos de financiación tales como la
Iniciativa Internacional de Vía Rápida
para la Educación.

Como consecuencia de estos avances,
constatamos la necesidad de profundi-
zar en una pieza clave del sistema edu-
cativo: la formación profesional. Esta
rama del sistema educativo tiene una
relevancia especial, en cuanto articula la
formación y el acceso a los mercados de
trabajo y, por lo tanto, permite revertir
directamente la inversión en educación
en resultados de inserción laboral. Ade-
más, la formación profesional represen-
ta un instrumento que responde dinámi-
camente a las demandas cambiantes de
recursos humanos procedentes de la
economía. Finalmente, para la pobla-
ción menos favorecida desde el punto
de vista de las oportunidades sociales y
económicas, la formación profesional

PRÓLOGO

CeALCI – Fundación Carolina

1 Vélaz de Medrano, Consuelo (2005). Los retos de la educación básica en América Latina. Documento de
trabajo núm. 1. Fundación Carolina.
2 Oya, C. y Begué, A. (2006). Los retos de la educación básica en África Subsahariana. Documento de tra-
bajo núm. 6. Fundación Carolina.
3 Vidal, Lurdes (coord.) (2006). Los retos de la educación básica en los países del Mediterráneo Sur. Docu-
mento de trabajo núm. 8. Fundación Carolina.
4 Vélaz de Medrano, Consuelo (dir.) (2008). Equidad y políticas públicas en educación y formación bá-
sicas. Estudio de casos en América Latina, África Subsahariana y Magreb. Fundación Carolina y Si-
glo XXI.
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ofrece la posibilidad de completar un
ciclo formativo más corto que la edu-
cación terciaria, obteniendo un título
académico, lo que brinda mayores opor-
tunidades de inserción social.

Sin embargo, la formación profesional
no está exenta de retos significativos
como la calidad de la educación imparti-
da, la desvinculación y la falta de pasa-
relas con el resto del sistema educativo.
Por otra parte, la formación profesional
ha sido asumida, en particular en el con-
texto latinoamericano, por una gran di-
versidad de actores privados, que no
han contado siempre con la adecuada
supervisión de las instituciones públicas
responsables del sector, con la conse-
cuente desigualdad en la calidad de la
oferta formativa. Sin una apropiada cali-
dad en este servicio, la formación profe-
sional, corre el riesgo de convertirse en
una opción educativa de segunda clase,
para los expulsados del sistema educa-
tivo, que ofrece peores oportunidades
de trabajos a sus graduados y, por lo
tanto, eleva la probabilidad de que éstos
sean excluidos del empleo formal y de
la protección social.

A todo ello se suma que el estudio de la
situación de la formación profesional re-
viste un interés adicional al ser conside-
rado como un elemento de gran impor-
tancia dentro del sector de la educación
para la Cooperación Española. De he-
cho, el Plan Director de la Cooperación
Española 2009-2012 ha reafirmado la re-

levancia de la educación y de la forma-
ción como servicio social básico y llave
de acceso al bienestar:

Contribuir al eslabonamiento y flexibili-
dad del sistema educativo, de forma
que éste pueda proporcionar a la pobla-
ción oportunidades de aprendizaje a lo
largo de toda la vida y de acceso a acti-
vidades productivas y a un empleo dig-
no. Y propone: 

— favorecer el eslabonamiento de los
niveles del sistema educativo; con
especial referencia a la promoción
de la primaria a la secundaria, de la
alfabetización a la formación profe-
sional;

— coordinar entre sí la formación bási-
ca, la formación profesional básica y
la formación ocupacional para jóve-
nes y personas adultas 5;

Este trabajo pretende ofrecer un balan-
ce crítico de la formación profesional en
América Latina, así como en España. El
análisis de la situación en América Lati-
na, así como la coordinación general del
estudio estuvieron a cargo de una reco-
nocida experta en educación en esta re-
gión, Claudia Jacinto, investigadora del
Consejo Nacional de Investigaciones
Científicas y Técnicas (CONICET) de Ar-
gentina y coordinadora de RedEtis, del
IIPE-UNESCO (Red Educación, Trabajo,
Inserción Social América Latina). El ca-
pítulo español fue asumido por Francis-
co de Asís Blas Aritio, profesor de Psico-

Prólogo

5 MAEC (2009). Plan Director de la Cooperación Española 2009-2012. España.
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logía Social de la Universidad Complu-
tense de Madrid y coordinador del Gru-
po de Expertos en formación profesio-
nal que asesora a la Organización de
Estados Iberoamericanos (OEI), y uno
de los expertos españoles más recono-
cidos en el campo de la formación pro-
fesional.

En un primer capítulo introductorio, se
exponen las principales vertientes de la
relación entre la formación profesional
y la cohesión social. A continuación, se
presenta el análisis de la situación en
América Latina y posteriormente en Es-
paña. El trabajo propone también una
reflexión sobre el papel asumido por la

cooperación internacional, así como
algunas recomendaciones para optimi-
zar este apoyo a la formación profe-
sional.

La Fundación Carolina espera que este
documento contribuya a alimentar la re-
flexión sobre la relación entre la forma-
ción profesional y la cohesión social y
que las recomendaciones que se plas-
man aquí, permitan generar un debate
constructivo sobre cómo generar siner-
gias entre las políticas públicas de for-
mación, los actores privados y la coope-
ración internacional al desarrollo.

Madrid, marzo de 2010

Prólogo
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Este volumen examina las relaciones
entre Formación Profesional (FP) y co-
hesión social en América Latina y Espa-
ña. Examinar esas relaciones implica el
supuesto de que existe una conexión
entre la formación profesional y la cohe-
sión social y que, en cierta medida,
aquélla produce y/o al menos facilita
ésta. Entender la naturaleza y el alcance
de dicha conexión o relación requiere
comprender el concepto cohesión social
y, particularmente, identificar los meca-
nismos o políticas que la procuran y
promueven. Es por ello que esta intro-
ducción presenta brevemente, en pri-
mer lugar, la naturaleza del concepto, y
sus acepciones, para posteriormente
discutir el abordaje analítico que fue ela-
borado para establecer relaciones entre
cohesión social y formación profesional
en los casos aquí analizados. Para finali-
zar esta introducción, se presenta breve-
mente la estructura del documento.

I. SOBRE EL CONCEPTO DE COHESIÓN
SOCIAL

El concepto cohesión social ha pasado
de ser un concepto sociológico a con-
vertirse en un concepto y en un objetivo
político.

En efecto, durante décadas el concepto
sociológico cohesión social ha sido ob-
jeto de un interesante debate sostenido
entre, por una parte, las teorías de corte
estructuralista y funcionalista (anticipa-
das por Durkheim en el siglo XIX y for-

malizadas por Parsons a mediados del
siglo pasado) que han investigado los
mecanismos de integración y de armo-
nización social, concebidos como so-
portes de la cohesión social, y por otra,
las teorías del conflicto (postuladas no
sólo por el marxismo, sino también por
importantes teóricos de la sociología,
como por ejemplo, Simmel) que inter-
pretan que la verdadera cohesión social
se procura a través de las dialécticas
conflictivas que caracterizan a cualquier
sociedad.

Asimismo durante décadas, el concepto
sociológico cohesión social ha provoca-
do también un enfrentamiento teórico
entre las posiciones que consideran que
tal concepto se corresponde con un fe-
nómeno netamente objetivo y las posi-
ciones que, contrariamente, conciben la
cohesión social como un fenómeno de
percepción subjetiva y/o de construc-
ción intersubjetiva.

Sin embargo, durante las dos últimas
décadas el concepto cohesión social ha
emergido, trascendiendo el ámbito de la
sociología, como un nuevo concepto de
naturaleza política, a través del cual se
articulan objetivos y programas políti-
cos planteados y/o comprometidos por
gobiernos, instituciones y organismos
tanto nacionales, como internacionales.

Ha cobrado relevancia en los últimos
años como una idea integral y multidi-
mensional que trasciende los temas de
reducción de la pobreza como la mera
satisfacción de las necesidades básicas

INTRODUCCIÓN

Claudia Jacinto y Francisco de A. Blas Aritio
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y materiales; además, toma en cuenta
aspectos económicos, sociales, polí-
ticos, culturales y étnicos (Altmann,
2009).

La Unión Europea ha sido, probable-
mente, la primera gran entidad política
que, a partir de la experiencia sufrida en
el proceso de su propia construcción
como Unión de varios Estados, ha in-
corporado en sus textos, declaraciones
y tratados el objetivo específico de la
cohesión social, superando así la tradi-
cional concepción de la Unión como
convergencia meramente económica (o
de mercados y monedas); y asimismo,
la primera que ha promovido progra-
mas que procuren el establecimiento
de políticas y de mecanismos que re-
fuercen la cohesión social de los ciuda-
danos europeos, dentro de cada Estado
miembro y a través de los Estados
miembros entre sí. El concepto ha sido
un elemento central del modelo de desa-
rrollo de esta región, que ha considera-
do que el crecimiento económico, por sí
solo, no es garantía de desarrollo so-
cial.

Posteriormente, los países latinoameri-
canos han comenzado a utilizar este
concepto político en la definición de sus
estrategias y programas políticos, tal y
como ilustran las declaraciones de las

últimas Cumbres Iberoamericanas 1, lle-
gando a convertirse en uno de los prin-
cipales ejes sobre el que gravitan las
actuales relaciones entre la Unión Eu-
ropea y los países de América Latina y
del Caribe (Tironi, 2007).

No obstante, esta utilización del concep-
to de cohesión social no ha producido
una mayor precisión y claridad en el de-
bate conceptual sobre su significado,
sino que, como podía preverse, ha aña-
dido nuevas perspectivas y nuevos pun-
tos de vista que convierten en más com-
pleja la comprensión de su naturaleza y
de su significado. La primera compleji-
dad que parece deducirse de la signifi-
cación política de la cohesión social
reside en la constatación de que no
«existe una cohesión social, sino varias,
cada una con su propio entendimiento
de lo que significa lo social, lo comuni-
tario y hasta la propia modernidad»
(Mealla, 2008). Es decir, se dan distintas
acepciones al concepto incluyendo a
quienes sostienen que tras dicho con-
cepto subyace únicamente un discurso
retórico que apenas aporta nada nuevo
a la comprensión de la realidad social y
política 2.

Con carácter meramente ilustrativo,
más que analítico, se exponen a conti-
nuación algunas de las definiciones de

Claudia Jacinto y Francisco de A. Blas Aritio

1 Véanse, por ejemplo, las temáticas marco de las cumbres XIII, Santa Cruz de la Sierra (Inclusión social y
desarrollo. Presente y futuro de la Comunidad Iberoamericana), XVI, Montevideo (Iberoamérica: migracio-
nes, un desafío global), XVII, Santiago de Chile (Iberoamérica: desarrollo e inclusión social) y XVIII, San
Salvador (Juventud y desarrollo).
2 Véase E. Mealla (2008).
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cohesión social más citadas en la litera-
tura sobre la materia.

En una publicación de CEPAL, AECID y
SEGIB (uno de los más completos y sis-
temáticos estudios recientes sobre la
cuestión), la cohesión social se define
como «la dialéctica entre mecanismos
instituidos de inclusión y exclusión so-
ciales y las respuestas, percepciones y
disposiciones de la ciudadanía frente al
modo en que éstos operan» (CEPAL, AE-
CID y SEGIB, 2007: 19). Como puede
comprobarse, esta definición resuelve
la discusión teórica acerca del carácter
objetivo-subjetivo del fenómeno, inte-
grando ambas dimensiones en tal defi-
nición 3.

Por su parte, el Consejo Europeo (2004)
define la cohesión social como «la capa-
cidad de una sociedad para asegurar el
bienestar de todos sus miembros, al mi-
nimizar las disparidades y evitar la pola-
rización. Una sociedad cohesionada
consiste en una comunidad de indivi-
duos libres que se apoyan en la búsque-
da de estos objetivos comunes bajo me-
dios democráticos» (Consejo Europeo,
2004: 3).

El Banco Interamericano de Desarrollo
(BID), define la cohesión social como «la
suma del conjunto de externalidades
positivas que genera el capital social,
más la suma de factores que fomentan
el equilibrio en la distribución de opor-

tunidades entre los individuos» (BID,
2006: 4).

En fin, los estudiosos en la materia citan
con frecuencia la caracterización de la
cohesión social, propuesta por Woolley
(1998), como «ausencia de exclusión so-
cial, interacciones y conexiones basa-
das en el capital social y valores com-
partidos y comunidad de interpretación
basada en la identidad grupal». Importa
destacar de esta caracterización lo que
puede considerarse como el negativo
de la cohesión social: la exclusión so-
cial. Al respecto, debe señalarse que
«exclusión social se entiende como la
condición social colectiva que experi-
mentan sectores sociales concretos,
producto de marcos normativos y prác-
ticas institucionales, tanto públicas
como privadas, que impiden la realiza-
ción de sus potencialidades humanas, el
acceso a los derechos que los asisten y
las oportunidades de prosperidad eco-
nómica y material. La consecuencia de
la exclusión social es la limitada cohe-
sión o, dicho de otro modo, el enfrenta-
miento con la exclusión social, en sus
múltiples dimensiones, califica las ac-
ciones concretas de políticas de inclu-
sión social» (Sojo, 2007: 79).

Por su parte, la Unión Europea entien-
de la exclusión social como «los meca-
nismos por los cuales las personas y
los grupos son rechazados de la partici-
pación en los intercambios, las prácti-

Introducción

3 Debe aclararse, sin embargo, que este documento abordará más bien a la FP como mecanismo institui-
do que desde el punto de vista subjetivo.

3

016_10 000 introd.  5/5/10  08:52  Página 3



cas y los derechos sociales constituti-
vos de la integración sociales y, por la
tanto, de la identidad» (Comisión Eu-
ropea, 2000).

II. SOBRE LAS RELACIONES ENTRE
COHESIÓN SOCIAL Y FORMACIÓN
PROFESIONAL

A los fines de un estudio sobre forma-
ción profesional y cohesión social es
preciso clarificar cuáles son las hipóte-
sis que presupone el vínculo entre am-
bas. Las publicaciones recientes al res-
pecto contribuyen a señalar que tanto
las políticas educativas como aquellas
de fomento de la equidad, el bienestar y
la protección social forman parte de los
mecanismos que se dan en las socieda-
des para promover la cohesión social
(CEPAL, AECID y SEGIB, 2007). Dentro
de ellas, figuran las políticas y acciones
de formación profesional por varios mo-
tivos. Por un lado, contribuyen a la for-
mación de capacidades y valores de las
personas; por otro lado, se vinculan a su
mejor inserción en el mundo laboral;
pero también se cuentan entre los ins-
trumentos que se desarrollan para brin-
dar oportunidades educativas a las po-
blaciones más excluidas y vulnerables.

Esta misma consideración queda refle-
jada también en el sistema de indicado-
res de la cohesión social establecido por
la Unión Europea. En efecto, junto a los
ingresos económicos, el empleo y la sa-
lud, la educación se configura como una

de las cuatro grandes categorías en las
que se agrupan los principales indicado-
res europeos (también conocidos como
indicadores de Laeken) que pretenden
medir el grado de avance de las políti-
cas públicas en los diferentes ámbitos
constitutivos de la cohesión social, así
como comparar la situación entre los
Estados miembros.

No resulta difícil establecer la conexión
entre la educación-formación profesio-
nal y la cohesión social. Como señala el
estudio citado de CEPAL, AECID y SEGIB
(2007: 120 y ss.), la educación-forma-
ción profesional contribuyen al reforza-
miento de la cohesión social al menos a
través de tres vectores: en primer lugar,
son el principal instrumento para luchar
contra la pobreza y contribuyen a hacer
más equitativo el acceso a las oportuni-
dades de promoción y mejora del bien-
estar; en segundo lugar, proporcionan
destrezas y capacidades que permiten a
los individuos adaptarse a las condicio-
nes cambiantes de su entorno sociopro-
fesional, comunicarse y dialogar con los
otros para construir un espacio ciudada-
no común y poder utilizar los nuevos
medios de comunicación para participar
activamente en el intercambio simbóli-
co de la sociedad; y, finalmente, pro-
mueven el acceso a los valores de la ciu-
dadanía democrática, fortaleciendo de
esta forma la democracia en el tejido so-
cial.

En lo que concierne a los objetivos de
este estudio, nos interesa resaltar que
los sistemas educativos y formativos,
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en primer lugar, facilitan a sus beneficia-
rios el acceso efectivo a oportunidades
de inserción y promoción laboral o pro-
fesional. La acreditación de algún nivel
o estadio educativo o formativo se ha
convertido en la condición necesaria
para acceder a la mayoría de los em-
pleos que procuran un nivel adquisitivo
que posibilita evitar o huir de situacio-
nes de pobreza. En este sentido, debe
entenderse que la educación y la for-
mación profesional constituyen instru-
mentos principales para combatir la po-
breza.

En segundo lugar, los sistemas educati-
vos y formativos proporcionan a sus be-
neficiarios capacidades o competencias
de carácter general (la lectura y la escri-
tura, el cálculo, la utilización de las nue-
vas tecnologías de información y co-
municación, la aptitud para abordar y
solucionar problemas, el trabajo en equi-
po, etc.) que les permiten relacionarse
con su ambiente y adaptarse a las con-
diciones cambiantes del mismo, promo-
viendo de esta forma su protagonismo y
su intervención inclusiva en su entorno
socioprofesional.

Pero, además, brindan competencias
específicas que facilitan su inserción
profesional y, en su caso, su promoción
profesional y salarial en el mercado la-
boral, esto es, en el conjunto de empleos
ofertados desde los diferentes sectores
productivos. A este respecto, resulta
oportuno señalar que el empleo consti-
tuye otro de los pilares básicos que pro-
mueven la cohesión social.

Por último, resulta evidente que los sis-
temas educativos y formativos, cada vez
de forma más explícita (por ejemplo, a
través de asignaturas como Educación
para la ciudadanía), promueven el
aprendizaje y la adquisición de valores
tales como la tolerancia, el respeto a las
normas de convivencia, el respeto a la
opinión de los demás, la participación
social y política, la equidad, la defensa
del estado de derecho, etc., esto es, va-
lores que conforman, no sólo un saber o
un saber hacer, sino sobre todo un sa-
ber ser o estar conocido, en términos
ideales, como ciudadanía democrática.

No obstante, que la educación sea un
pilar indiscutible de la cohesión social
no implica necesariamente que cual-
quier actividad educativa o cualquier
sistema educativo/formativo promueva,
por definición, un reforzamiento de la
cohesión social. Sobre esta cuestión se
volverá en el apartado IV.

III. SOBRE EL ALCANCE DE ESTE
DOCUMENTO: LA FORMACIÓN
PROFESIONAL EN ESPAÑA 
Y EN AMÉRICA LATINA

Antes de explicitar las dimensiones de
análisis utilizadas en el documento, esti-
mamos conveniente establecer su al-
cance.

Las relaciones entre formación profesio-
nal y cohesión social tienen fuertes im-
bricaciones con los contextos regiona-

Introducción
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les y nacionales en los que se examinan.
Como se verá a lo largo de este trabajo,
sus significados, alcances y estrategias
difieren notoriamente entre España y la
realidad latinoamericana.

De por sí, la propia definición de lo que
se comprende como FP es distinta.
Como se menciona en el capítulo al res-
pecto en este volumen, en España, el
sistema de FP engloba al subsistema de
formación profesional inicial dirigido a
la población en edad escolar, que está
integrado en el sistema educativo y se
conoce como subsistema de Formación
Profesional Reglada (FPR). Ésta se de-
sarrolla en centros de FP dependientes
de las Comunidades Autónomas y con-
duce a una titulación oficial.

El sistema de FP español también inclu-
ye otro u otros dos, según el caso, sub-
sistemas de formación profesional: el
destinado a la población activa adulta
empleada (subsistema de Formación
Continua) y desempleada (subsistema
de Formación Ocupacional). Reciente-
mente, estos dos subsistemas han que-
dado integrados en uno solo: el Subsis-
tema de Formación para el Empleo. Este
subsistema forma parte de la educación
no formal, gestionada por las adminis-
traciones laborales, los agentes sociales
(sindicatos y empresarios), los munici-
pios, las Organizaciones de la Sociedad

Civil (OSC) y otras entidades, está cons-
tituida por cursos o programas de corta
duración y fundamentalmente dirigida a
la población activa, tanto empleada
como desempleada, orientada a actuali-
zar sus cualificaciones y/o a facilitar su
inserción laboral en el mercado de tra-
bajo.

En América Latina la FP es considerada
generalmente parte de la educación no
formal, es decir, acciones con intencio-
nalidad educativa que ocurren fuera del
ámbito de la escolaridad secuenciada,
cronológicamente graduada y jerárqui-
camente estructurada (Gallart, 2008) 4.
Dentro de ese universo, la FP en sentido
estricto se ha desarrollado desde insti-
tucionalidades y a través de estrategias
diversas: desde grandes Institutos Pú-
blicos de Formación Profesional (IFP) de
carácter tripartito o bipartito, hasta los
propios Ministerios de Trabajo y de Edu-
cación. Desde OSC hasta variadas
reparticiones públicas incluyendo muni-
cipios. Una parte de esta FP brinda certi-
ficados basados en y reconocidos por el
mercado de trabajo, pero otra buena
parte es informal. En este desarrollo ha
tenido fuerte presencia la cooperación
internacional, especialmente en algunas
etapas. La población destinataria inclu-
ye desde jóvenes con bajos niveles de
escolaridad (la mayoría suelen no haber
terminado la educación básica o la

Claudia Jacinto y Francisco de A. Blas Aritio

4 Aunque hay algunas excepciones. Por ejemplo, en Uruguay, desde hace tiempo la Universidad del Tra-
bajo (UTU) ha pasado a llamarse Consejo de Educación Técnico Profesional y realiza cursos de FP básica y
superior que se consideran como de educación formal —con las características que le asigna Gallart.
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secundaria inferior, pero también acce-
den quienes han concluido la educación
secundaria superior) hasta la población
activa ocupada y/o desempleada.

En cambio, se conoce como educación
técnica o educación técnico-profesional
a la que se desarrolla dentro del ámbito
de la escolaridad secuenciada y es con-
siderada una modalidad de la educación
secundaria o secundaria superior. Es
propedéutica, ya que confiere un título
que habilita la continuidad de estudios
universitarios (incluso de carreras no
técnicas). Al mismo tiempo, se orienta a
brindar una cualificación reconocida en
el mundo del trabajo. De hecho una alta
proporción de estudiantes universita-
rios al mismo tiempo trabajan en la re-
gión. Desde el punto de vista curricular,
incluye materias de fundamento teórico
(análisis matemático, física, química,
etc.), y áreas de aplicación tecnológica
y/o técnica. En cambio, se denomina ge-
neralmente FP a cursos más cortos, no
equivalentes a la educación secundaria,
y con las características que se señala-
ron más arriba.

Reconociendo esta diferenciación tanto
de estructuras como de instituciones a
cargo de la una y la otra, existe actual-
mente en algunos países de América La-
tina una tendencia a intentar conformar
«sistemas de educación técnico-profe-
sional» (ETP) que engloben una y otra
en distintos niveles. En algunos países,
incluso se han realizado avances en tor-
no a articulaciones institucionales o cu-
rriculares, especialmente en aquellos

que se proponen avanzar hacia un siste-
ma basado en competencias. Por el mo-
mento, podría sostenerse que están lejos
de conformar un sistema integrado.

Hechas estas distinciones, debe estable-
cerse cuáles han sido los focos de los
estudios contenidos en este volumen.
En el caso de España, se decidió centrar-
lo en la FPR. En América Latina, dada la
complejidad propia de tener que abor-
dar una enorme heterogeneidad de paí-
ses, y de formas y ofertas de FP, se deci-
dió centrarlo en la FP desde inicial hasta
continua, dejando de lado lo que se co-
noce como educación técnica o técnico
profesional. En ambos casos, lejos de
agotar el análisis de estos subsistemas,
los estudios están centrados en sus vin-
culaciones con la cohesión social.

IV. DIMENSIONES PARA EL ANÁLISIS 
DE LA FORMACIÓN PROFESIONAL 
Y SU CONTRIBUCIÓN A LA COHESIÓN
SOCIAL

Se ha mencionado que la educación
constituye la parte medular de la cohe-
sión social que descansa, en importante
medida, en el desarrollo de capacidades
y valores que habilitan para la participa-
ción ciudadana y la mejor inserción la-
boral. En este marco, la contribución
principal de la FP es brindar competen-
cias y mecanismos que faciliten este
tránsito. En términos más amplios, am-
bas deben orientarse a contribuir al
bienestar de los ciudadanos, minimizar
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las disparidades y evitar la polarización
y la exclusión.

¿Cuáles son entonces las características
o señales que debe tener la FP para rea-
lizar contribuciones en ese sentido?, es
la pregunta que orienta las discusiones
que se presentan a continuación.

En primer lugar, una importante dimen-
sión para el análisis de esas vinculacio-
nes consiste en la estructuración so-
cio-histórica de la oferta de FP y los
esfuerzos por vincularla al mismo tiem-
po al desarrollo de los ciudadanos y de
los países. Justamente, una debilidad
histórica en el desarrollo de los siste-
mas educativos con fuerte tono aca-
demicista ha sido que la FP no tuvo un
lugar central, sino vinculado a la forma-
ción de necesidades puntuales de cuali-
ficación de trabajadores y/o destinado a
aquellos que fracasaban en la educa-
ción general. El círculo virtuoso entre
una educación de fundamento y una
formación especializada que respondie-
ra a las demandas del mundo del traba-
jo y del desarrollo económico-social, es-
tuvo lejos de conformarse de un modo
articulado. Cuando la FP se desarrolla
fuera de este marco, es dudosa su cali-
dad y sus contribuciones al desarrollo y
a la cohesión social, y en cambio, puede
consolidar un sistema de reforzamiento
de las desigualdades.

Vinculado con estas cuestiones está el
interrogante sobre el grado de segmen-
tación interna de la FP o dicho en los tér-
minos propuestos por el capítulo sobre

España, la medida que la oferta educati-
va y formativa consolida circuitos de
«doble vía», uno de calidad, y otro de
bajo nivel al que accede la población
más desfavorecida o quienes tienden a
fracasar en la vía más académica. Se
constatará que aunque ha habido avan-
ces sustantivos desde el punto de vista
del ordenamiento, legislación y políti-
cas, todavía, aunque en distinto grado
en ambos contextos, se trata de un pro-
ceso en construcción en el sentido de la
igualdad de oportunidades y del aporte
a la cohesión social.

En segundo lugar, la diferencia de con-
textos entre España y América Latina
con toda su heterogeneidad, planteaban
un desafío para la conformación de un
marco analítico que incluyera dimensio-
nes de análisis pertinentes en ambos
casos. De hecho, en América Latina, la
cohesión social plantea exigencias bási-
cas ya satisfechas en Europa; de manera
que no es fácil separarla de lo que tradi-
cionalmente se conoce como lucha con-
tra la pobreza, la desigualdad y la ex-
clusión social (Cas Granje, 2009). La
cohesión social no se limita a la lucha
contra la exclusión y la pobreza, pero es
ineludible tomar medidas específicas
que ayuden a los miembros más vulne-
rables de la sociedad. Mientras la pobre-
za y la exclusión existan, toda estrategia
de cohesión social tiene que tratar am-
bos temas (BID, 2006).

Entonces otro de los criterios adoptados
para examinar la contribución de la FP a
la cohesión social especialmente res-
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pecto a América Latina, fue en qué me-
dida permite el acceso a grupos vulne-
rables, tales como mujeres pobres; po-
blación rural, y los jóvenes de bajo nivel
de cualificación. Aunque en España las
situaciones de exclusión se plantean en
mucha menor medida y de un modo
muy diferente, también cabía la pregun-
ta acerca del acceso de las minorías a
los diferentes subsistemas de FP.

En tercer lugar, fue preciso preguntarse
por la medida en que la FP facilita la sali-
da de la pobreza a aquellos que acceden
a ella, cuestión que está en estrecha re-
lación con su contribución a la inserción
laboral en el empleo o a la generación
de ingresos de los autoempleados. En
un nivel mayor de profundidad, implica
observar la calidad de esos empleos y
sus ingresos.

Al respecto, uno de los ejes de análisis
de esta publicación será mostrar algu-
nos resultados de las acciones de FP en
términos de inserción laboral de los gra-
duados. Lamentablemente, en el caso
latinoamericano, la escasez de datos
sistemáticos en torno a este tema es
grande, y solo se podrán señalar algu-
nos, vinculándolos con los modelos de
FP a los que se asocian. Por su parte, el
estudio de España permite presentar
datos sobre la cuestión respecto a FPR.

En cuarto lugar, otro conjunto de dimen-
siones se refiere a la calidad de la FP
brindada. Esto abarca el grado de insti-
tucionalización de las propuestas, sus
características curriculares, y sus titula-

ciones. Aparecen aquí cuestiones tales
como el carácter permanente o proviso-
rio de los centros de FP; la medida en
que se siguen ciertos estándares de cali-
dad, si se realizan innovaciones curricu-
lares; si se conceden o no certificados
reconocidos. Dentro de estas cuestiones
está uno de los centro de innovaciones
recientes en FP, como los sistemas ba-
sados en competencias profesionales
identificadas en los sectores producti-
vos, camino en el que España se ha
orientado claramente y en América Lati-
na ha sido sujeto de marchas y contra-
marchas, aunque con claros avances en
la presente década.

En quinto lugar, se examinan los víncu-
los entre FP y la educación secundaria,
considerados claves en la contribución
de la FP a la cohesión social. En efecto,
existe en la actualidad un alto consenso
acerca de que la formación para el tra-
bajo debe concebirse de un modo inte-
grado entre formación general y especí-
fica. La FP se asienta y se complementa
al mismo tiempo con la formación gene-
ral. Se reconoce cada vez más que la
oposición entre formación general y for-
mación especializada resulta un falso
debate tanto desde el punto de vista de
la producción de conocimiento como
desde el punto de vista pedagógico ya
que: ¿en qué medida es posible formar
en competencias generales sin pasar
por específicas y viceversa? (Acevedo,
2000). Las fronteras son cada vez más
difusas entre formación académica y
formación técnica y profesional, entre
teoría y práctica en un mundo donde la
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generación de conocimientos apela a la
integración de saberes y a la adecuación
permanente a los cambios (Jacinto,
2009a). Entonces, las articulaciones y
complementaciones entre la FP y la edu-
cación general son claves. Esta pregun-
ta también abarca los puentes con el
resto del sistema educativo. Se verá res-
pecto a estas dimensiones que, si bien
han avanzado en las concepciones, y ha
habido avances hacia modelos más in-
tegrados e integrales, hay todavía un
largo camino por delante.

En sexto lugar, se tuvo en cuenta el pa-
pel de los distintos actores implicados
en la FP. El interrogante fue en qué medi-
da las acciones de FP responden a las
demandas del mercado de trabajo y de-
sarrollan estrategias de acercamiento al
mismo; por ejemplo, a través de estrate-
gias colaborativas de desarrollo curricu-
lar o de la incorporación de prácticas la-
borales. Paralelamente, se examinaron
los esfuerzos de la FP por responder a
las demandas y necesidades de los edu-
candos, en particular de los que se ha-
llan en las situaciones más deterioradas.
Éstas en muchos sentidos exceden la
formación estrictamente técnica y abar-

can diferentes aspectos de desarrollo
personal y social. Al respecto, la presen-
cia de OSC en el desarrollo de progra-
mas de FP para el empleo o las conexio-
nes con otros servicios o instituciones,
en muchas ocasiones oficia como puen-
te entre las instituciones formadoras y
las necesidades de la población.

Asimismo, se consideró la intervención
de los actores que se encargan de la in-
termediación y/o de la orientación so-
ciolaboral, como un componente com-
plementario de la FP.

En los capítulos que siguen, se exami-
nan entonces las vinculaciones entre FP
y cohesión social en el caso de España,
para la FPR, y en el caso de América La-
tina, para la FP en sentido estricto, como
ya se ha mencionado. Dada la inciden-
cia de la cooperación internacional en el
desarrollo y los formatos que ha toma-
do la FP en América Latina, un capítulo
de este trabajo se dedica a examinarlo
especialmente. En las conclusiones, se
retoman las dimensiones analíticas para
proponer en la medida de lo posible al-
gunas comparaciones y reflexiones so-
bre los ejes de este documento.

Claudia Jacinto y Francisco de A. Blas Aritio
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Este capítulo 1 se centra en examinar las
relaciones entre formación profesional
(FP) 2 y cohesión social en América Lati-
na. Para ello, se presenta en primer lugar
una breve caracterización de la región
en términos socioeconómicos que obra
de encuadre para ubicar posteriormente
el lugar y desarrollo de la FP. A lo largo
del texto y sobre la base del modelo
analítico presentado en la introducción,
se van examinando distintos aspectos
de la FP. Estos aspectos van desde la
evolución y configuración general de la
oferta y sus diversas modalidades, has-
ta sus vínculos con las otras ofertas edu-
cativas y los enfoques y alcances de la
atención de grupos vulnerables, tales
como jóvenes y mujeres en situación de
pobreza, población que habita en el me-
dio rural y grupos étnicos y raciales
marginados.

I. BREVE PANORAMA ACERCA DEL
DESARROLLO ECONÓMICO-SOCIAL, 
LA POBREZA Y LAS DESIGUALDADES
EN AMÉRICA LATINA

América Latina es un continente hetero-
géneo, en el que conviven enclaves de
alta productividad y sectores sociales
con patrones de consumo de los países
centrales, con economías con altos ni-

veles de informalidad y grupos pobla-
cionales que viven apenas en el nivel de
subsistencia.

Desde fines de los años setenta hasta
2004, el crecimiento económico de la re-
gión fue deficiente y errático, la genera-
ción de nuevos puestos de trabajo fue
débil y concentrada en el sector infor-
mal, y los salarios reales no se recupera-
ron de las pérdidas previas. A ello se
sumaron la creciente flexibilización la-
boral, que precarizó el empleo formal y
la tercerización. Las consecuencias so-
ciales más visibles de estos fenómenos
fueron el aumento del desempleo abier-
to en varios países y el deterioro, aún
más generalizado, de la calidad del em-
pleo, que impidieron a la región captu-
rar productivamente el «bono demográ-
fico» fundamentalmente por la escasa
generación de empleo, en particular de
aquel con altos niveles de productivi-
dad. Aumentó la pobreza, continuó el
deterioro de la distribución del ingreso y
la emigración se consolidó dentro de las
estrategias de familias pobres en busca
de mejores ingresos, en especial en al-
gunos países (CEPAL, 2001; 2005).

A partir de 2004, de la mano de los
cambios de las orientaciones de los go-
biernos y del aumento del precio inter-
nacional de los commodities se produ-

1. FORMACIÓN PROFESIONAL PARA LA COHESIÓN SOCIAL:
UNA REVISIÓN DE AMÉRICA LATINA

Claudia Jacinto y Javier Lasida

1 Agradecemos la colaboración en la búsqueda y sistematización de información, así como en la edición
del documento a Jorgelina Sassera y Alejandra D’Angelo del equipo de redEtis de Argentina y a Jimena
Sandoya Salvetto en Uruguay.
2 Tal vez sea preciso recordar que, como se estableció en la introducción, el capítulo se refiere esencial-
mente a aquello que en América Latina se considera FP en sentido estricto.
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jo una mejora de las condiciones ma-
croeconómicas, la tasa de desempleo
regional bajó a 8% en 2007 y produjo
un aumento de la productividad. Cabe
señalar, sin embargo, que hubo marca-
das diferencias entre los países y sub-
regiones, dadas por las diferencias en
sus niveles de desarrollo y en las carac-
terísticas de su inserción comercial a
los mercados mundiales (CEPAL, 2007).
Una alta proporción de los empleos
son de baja calidad: los registrados en
el sistema de seguridad social alcanzan
solo al 56,7% de los ocupados. A ello se
suma una significativa proporción de
empleos asalariados sin contrato o con
contrato a corto plazo, a lo que puede
haber contribuido el aumento de la
subcontratación de personal (CEPAL,
2008).

La fuerte heterogeneidad productiva en-
tre países y al interior de los mismos si-
gue siendo el sello regional. Conviven,
por una parte, un sector informal en el
que suelen trabajar los sectores pobres
de la población (46,7% del empleo urba-
no en 2005); y por otra parte, sectores
industriales y de servicios integrados en
el mercado global, con diversos están-
dares tecnológicos y tipos de procesos.
Aunque en las últimas décadas se ha
producido cierta modernización tecno-
lógica y organizacional en los sectores
productivos más avanzados, en las pe-
queñas y microempresas, sólo una pe-
queña parte de las unidades producti-

vas pequeñas son consideradas eficien-
tes y tecnológicamente avanzadas. Esta
disociación contribuye a una concentra-
ción de los ingresos (SITEAL, 2006) y se
refleja en mercados internos de distinto
volumen y ramas de la economía dirigi-
das al consumo interno y otras a la ex-
portación, con diferentes patrones tec-
nológicos y organizativos. La actual
crisis mundial abre nuevas incertidum-
bres respecto a los procesos de creci-
miento.

Aunque la pobreza ha disminuido leve-
mente en los últimos años, alcanza a
32% de los hogares, con amplias di-
ferencias entre los países y al interior de
ellos. Por ejemplo, en países como Gua-
temala, Bolivia, Nicaragua la misma
alcanza 60% de los hogares (CEPAL,
2008).

En los últimos 25 años, además del bajo
crecimiento y su volatilidad, la profun-
da desigualdad en la distribución del in-
greso también ha impedido una mayor
disminución de la pobreza absoluta y
de la exclusión en América Latina y el
Caribe. La pobreza y las brechas en ma-
teria de pobreza se explican en gran
parte como consecuencia de la des-
igualdad distributiva, la más elevada de
todas las regiones (CEPAL/AECID/SE-
GIB, 2007).

La segmentación social alcanza niveles
muy altos 3: conviven grupos que parti-

Claudia Jacinto y Javier Lasida

3 El promedio simple de los coeficientes de Gini de 13 países en el período 2003-2005, el valor 0,523, con
grandes diferencias entre países y al interior de ellos. Los países con mayores desigualdades según este 
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cipan de los consumos y códigos de las
sociedades desarrolladas con otros que
viven en condiciones de privaciones y
necesidades insatisfechas. El acceso a
las comunicaciones y a mayores niveles
de escolaridad ha tendido a homogenei-
zar las aspiraciones de consumo, pero
existe un profundo desfase entre expec-
tativas y realidades. Las migraciones
hacia países desarrollados en busca de
mejores oportunidades se han instalado
como forma de supervivencia de mu-
chas familias pobres, sobre todo en al-
gunos países, teniendo las remesas un
importante lugar en el producto bruto
interno (PBI) de algunos países, espe-
cialmente los centroamericanos y Mé-
xico.

En el campo de la educación ha habido
una expansión significativa. Casi todos
los países ya han logrado que más del
90% de los jóvenes complete la educa-
ción primaria y cerca del 70% de ellos
pueda ingresar a la secundaria. Los jó-
venes de 20 a 24 años tienen en prome-
dio entre tres y cuatro años más de for-
mación que sus padres. Un dato crucial
ilustra este cambio: el término de la
educación primaria de la población de
50 a 64 años es 33,1% más baja que la
registrada en la población de 15 a 29
años. Sin embargo, la expansión es in-
suficiente y de baja calidad. Por ejem-
plo, si se toma como indicador de baja
cualificación la no finalización de los es-
tudios de nivel secundario, entre los jó-

venes de 20 a 29 años, sólo 34,8% de los
de 20 a 24 años y 32,6% de los de 25 a 29
años han finalizado el nivel secundario
como promedio regional (CEPAL, 2005).
Además, existen brechas de acceso de
entre 20 y 30% entre los sectores de ma-
yores y menores ingresos. Los datos
muestran además que la probabilidad
de término de la secundaria es marca-
damente menor en áreas rurales.

Ahora bien, las dificultades en los mer-
cados de empleo han limitado la inclu-
sión social a través de la mayor escolari-
zación. Se ha producido un relativo
desfase entre esa última y las oportuni-
dades de empleo. La educación se ex-
pandió rápida pero insuficientemente,
incluso sin responder a la demanda de
ciertas cualificaciones requeridas por la
dinámica económica. En el mercado la-
boral, el desfase responde a la lentitud
con que se ha expandido la oferta de
puestos de trabajo en relación con la
mayor cualificación de la población, y al
referido deterioro del empleo. Esto se
evidencia desde el punto de vista subje-
tivo en desaliento e insatisfacción de las
expectativas puestas en la educación de
una parte de la población (CEPAL/AE-
CID/SEGIB, 2007).

En un contexto social caracterizado en-
tonces por la heterogeneidad, las des-
igualdades, la exclusión social ¿Cuáles
son los alcances de la contribución que
puede hacer la FP a la cohesión social?

Formación Profesional para la cohesión social: una revisión de América Latina
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guay presenta un índice de Gini de nivel considerado bajo. (CEPAL, 2006).
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II. MODELOS DE FORMACIÓN
PROFESIONAL EN LA REGIÓN Y SU
VINCULACIÓN CON LA COHESIÓN
SOCIAL

II.1. El desarrollo de la formación
profesional en la región

En la región, la oferta de FP ha estado,
desde la década de 1950, en manos de
Institutos de Formación Profesional (IFP)
tripartitos, o de institutos dependientes
de Ministerios de Educación. Por la ma-
yor parte, se financia a través de contri-
buciones parafiscales de las empresas
calculado sobre la nómina salarial.

El nacimiento de las IFP se vincula a los
procesos de sustitución de importacio-
nes que caracterizaron la región entre
los años cincuenta y sesenta del siglo
pasado. El crecimiento del empleo in-
dustrial y la demanda de trabajadores
calificados y semicalificados permitió a
su vez la conformación de una pirámide
laboral, y la formación de trabajadores
para cubrir estos nuevos niveles inter-
medios fue el principal objetivo de las
IFP (Casanova, 2004). En este marco, las
primeras instituciones comienzan a des-
arrollarse durante la década de 1940
siendo pionero Brasil. Con el apoyo de
la Organización Internacional del Traba-
jo (OIT), este modelo de institución se
extendió no sólo a otros estados brasile-
ños sino también a otros países de la
región.

Una diferencia llamativa acerca de la
oferta de FP de Latinoamérica es la par-

ticipación del sector empresarial en la
conformación del sistema, especial-
mente en algunos países. El llamado
sistema S en Brasil —Servicio Nacional
de Aprendizaje Industrial (SENAI); Ser-
vicio Nacional de Aprendizaje Rural (SE-
NAR), Servicio Nacional de Aprendizaje
Comercial (SENAC)— cuenta con res-
ponsabilidad empresaria en su gestión
(Gallart, 2008). Además del sistema S,
los sectores empresariales más activos
en estas instituciones tripartitas se en-
cuentran en Colombia, Servicio Nacio-
nal de Aprendizaje (SENA) y en Costa
Rica en el Instituto Nacional de Aprendi-
zaje (INA).

En la década de 1970 los países de la
región modificaron su estrategia de in-
serción económica internacional y co-
menzaron a implementar experiencias
de apertura comercial e integración re-
gional, generando profundos cambios
en sus estructuras económicas y en sus
mercados laborales. La apertura co-
mercial reveló algunos problemas de
competitividad del hasta entonces pro-
tegido sector industrial. Las institucio-
nes de formación no fueron ajenas a
los cambios y se vieron obligadas a re-
adecuar su oferta, orientándola hacia
los sectores más dinámicos como el
sector terciario y el universo de las me-
dianas y pequeñas empresas, e incluso
el autoempleo. En este contexto, las
IFP comenzaron a ser observadas y
cuestionadas, debido a su carácter bu-
rocrático, y en parte a las dificultades
de inserción laboral de sus egresados.
A nivel político, en varios países las IFP
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vieron amenazada su independencia
económica al discutirse su modelo de
financiamiento y el destino de los re-
cursos (Vera, 2009).

Varias tendencias, con sentidos inver-
sos, se comenzaron a producir por esos
años.

Por una parte, las políticas de FP deja-
ron de ser materia exclusiva de las IFP
ante la aparición de nuevos actores.
La formación se convirtió en un com-
ponente central de los sistemas de re-
laciones laborales, constituyéndose
en un tema estratégico en la agenda
de productividad y competitividad de
las empresas, y en las negociaciones
del sector empresarial con los trabaja-
dores. Además, los programas de FP
comenzaron a desarrollar una fuerte
vinculación con el desarrollo tecnoló-
gico, y la innovación permanente, al
menos en algunos países (Weimberg,
2008).

Por otra parte, las IFP comenzaron a
atender al sector informal, que ocupa
alrededor de la mitad de la fuerza de
trabajo, según los países. Por ejemplo,
el SENA en Colombia, Programa de
Educación para el Trabajo (POCET) en
Honduras y Talleres Públicos de Capaci-
tación-Producción (INA) en Costa Rica.
Estas iniciativas realizan formación
ocupacional pero también asesora-
miento e incluso pequeños préstamos
para iniciar microemprendimientos
(Gallart, 2004). Asimismo, algunas insti-
tuciones ponen su propio equipamien-

to a disposición del autoempleo. De
esta manera, los cronogramas tienden
a ser más flexibles permitiendo una
mayor adaptación a las necesidades de
sus receptores. Muy a menudo, estos
centros de formación están fuertemen-
te vinculados con asociaciones comuni-
tarias y diversas Organizaciones de la
Sociedad Civil (OSC) locales, de mane-
ra que ofrecen servicios complemen-
tarios. Los beneficiarios reciben una
formación específica (en general en
ocupaciones tradicionales) para auto-
emplearse o, en algunos casos, para
iniciar emprendimientos propios. Refle-
xionaremos más adelante sobre la cali-
dad de esta oferta y cambios más re-
cientes.

Como se adelantó, desde los años
1990, se produjo una nueva diversifica-
ción de la oferta de formación para res-
ponder a las nuevas demandas del
mercado laboral y de la demanda so-
cial. El crecimiento del sector informal
y del desempleo planteó nuevos de-
safíos a las instituciones de capacita-
ción existentes que estaban orienta-
das, más allá de experiencias antes
señaladas, a la formación inicial en el
trabajo para el desarrollo de las com-
petencias necesarias en la industria
manufacturera tradicional. Las nuevas
demandas del sector productivo, así
como el crecimiento de la pobreza lle-
varon a modificar las políticas naciona-
les de formación. A través de sus Mi-
nisterios de Trabajo, los distintos
gobiernos de la región ubicaron la FP
bajo la jurisdicción de los planes y pro-

Formación Profesional para la cohesión social: una revisión de América Latina
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gramas de empleo 4. Por lo tanto, se co-
menzaron a incluir medidas tendientes
a aliviar el desempleo entre los más jó-
venes y otros grupos desfavorecidos o
de alto riesgo social. Así, los Ministe-
rios de Trabajo se posicionaron como
actores importantes de la FP.

Puede entonces considerarse que exis-
ten tres modelos institucionales y finan-
cieros predominantes, los tres involu-
crando una articulación público-privado:
a) una FP regular basada en las institu-
ciones nacionales tradicionales, admi-
nistradas por autoridades generalmente
tripartitas (sindicales, empresariales y
gubernamentales) o instituciones públi-
cas dependientes de los Ministerios de
Educación; b) programas ad hoc, mu-
chas veces dependientes de Ministerios
de Trabajo e incluso de IFP que han op-
tado por operar descentralizadamente,
que delegan la formación en diversos
agentes institucionales, desde Centros
de Formación Profesional (CFP) hasta
OSC o institutos de capacitación priva-
dos. Estos últimos tipos de oferta inclu-
yen: b.1) un modelo competitivo de
open market (mercado abierto), a través
de la licitación de cursos de formación a
diferentes centros oferentes, orientados
a formar para el empleo formal; b.2)

subsidios a organizaciones que benefi-
cian a sectores desfavorecidos, orienta-
dos a formar empleos informales, mi-
croemprendimientos, autoempleo.

Pero aún considerando la suma de los
diversos modelos e instituciones, la co-
bertura global alcanzada es escasa. Por
ejemplo en el caso de Colombia se ob-
servó que un 11% de la población en
edad de trabajar estaba realizando o ha-
bía realizado un curso en un período de
dos años (2001 y 2002), de estos 17% lo
habían realizado en el SENA (Sarmien-
to, González et al., 2007).

II.2. Tensiones de la formación
profesional entre la equidad 
y la competitividad

Como se puede evidenciar en el panora-
ma trazado, la FP tendió a diversificarse
para atender nuevas demandas y nece-
sidades pero en ese proceso hay fuertes
indicios de que también tendió a seg-
mentarse.

Muchos trabajos sobre la región (Baa-
nante Jaramillo et al., Vijil et al.; Jacinto,
2002; Gallart, 2002), coinciden en que
buena parte esta oferta se presenta en

Claudia Jacinto y Javier Lasida

4 Al mismo tiempo, han ido ganando más importancia los programas de mayor duración (un año o más)
por sobre los cursos cortos de capacitación o actualización. Con los cambios ocurridos en la organización
de la producción y la extensión de la cobertura de los sistemas educativos, la formación de técnicos y tec-
nólogos comenzó a ocupar un lugar estratégico en la oferta de formación de estas instituciones. Por ejem-
plo, en el SENA la formación titulada (correspondiente a cursos de un año o más de duración) representa
el 10% del total de la matrícula. En los casos del SENAI y SENAC, la formación tecnológica de nivel medio
y superior ocupa aproximadamente 6% de las plazas (Vera, 2009).
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paralelo, desarticulada, y con agendas y
enfoques distintos, pero además existe
mucha otra capacitación pública no ins-
titucionalizada que no cuenta con certifi-
cación, además de oferta privada poco
estudiada de la que puede decirse que
cuenta con calidad heterogénea.

Existen muchas disparidades entre los
países y al interior de ellos respecto a la
magnitud y calidad de la oferta de FP
institucionalizada. Aunque desde hace
años ofrecen capacitación destinada a
sectores pobres urbanos y rurales, se
evidencia en algunas IFP una oferta dife-
renciada entre circuitos de alta calidad y
exigencia, donde se requiere el nivel se-
cundario completo para acceder a los
cursos, y otros circuitos de menor cali-
dad y recursos en locales comunitarios,
destinados a ocupaciones informales de
baja productividad. Si bien es cierto que
este último circuito puede ser relevante
para brindar a las personas competen-
cias útiles para su vida productiva, la
baja calidad formativa (en relación a los
parámetros de mayor productividad y
competitividad) así como su desarticu-
lación con otras instancias formativas,
no contribuyen a los objetivos del
aprendizaje para toda la vida y el em-
pleo decente.

Otro problema recurrente es la falta de
evaluación sistemática que afecta a es-
tas iniciativas. De las grandes IFP, el sis-
tema S y el SENA recurren a estudios de
egresados, y algunos programas con fi-
nanciamiento externo han promovido
estudios de impacto. Solo Chile ha adop-

tado como práctica sistemática la eva-
luación de los programas gubernamen-
tales. Los estudios de inserción de capa-
citados en el mercado de trabajo no
abundan. Los resultados disponibles,
referidos al conjunto de la oferta forma-
tiva que hacen las IFP muestran efectivi-
dad, pero incluyendo importantes dife-
rencias internas. Por ejemplo, también
el SENA reporta que el 71% de sus egre-
sados que están activos se encuentra
trabajando (los activos representan el
67% de los egresados del período consi-
derado) (SENA, 2008); un estudio ante-
rior del Servicio Nacional de Adiestra-
miento en Trabajo Industrial de Perú
(SENATI) muestra un 78% de inserción
de los egresados (Von Hippel, 2001). El
SENAC realizó un seguimiento de egre-
sados focalizado en sus cursos de nivel
superior que alcanzó una tasa del 95%,
lo que muestra que el nivel terciario téc-
nico logra un amplio reconocimiento al
menos en este caso (SENAC, 2008). Es-
tos resultados se restringen a estas IFP y
no pueden extenderse las conclusiones
hacia otras.

Muchas veces, el enfoque pedagógico
adoptado por la oferta tradicional en los
programas dirigidos a poblaciones vul-
nerables se basa en la implementación
de cursos técnicos cortos. La capacita-
ción suele realizarse en centros de capa-
citación, aulas y laboratorios, cuya in-
fraestructura varía desde instituciones
organizadas —tanto públicas como pri-
vadas— hasta simples espacios en cen-
tros comunitarios con escaso equipa-
miento y programas obsoletos.

Formación Profesional para la cohesión social: una revisión de América Latina
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Cuando la selección de cursos se realiza
sobre la base de licitaciones, no necesa-
riamente eso garantiza mayor adecua-
ción a la demanda del mercado de tra-
bajo. Un estudio específico (Velilla,
2005) respecto a OSC que ejecutan pro-
gramas de formación de jóvenes, revela
debilidades en los estudios de mercado
previos a la formulación de los cursos.
El principal obstáculo reside en que
para acceder al proceso de licitación,
cada institución debe desarrollar su pro-
pio currículo y sus propios perfiles. La
calidad de la información recolectada
está directamente relacionada con las
fuentes consultadas que son escasas; la
falta de tiempo y recursos es otra de las
debilidades de estos procedimientos. El
estudio revela que la determinación de
las necesidades, se realiza poniendo el
foco en algunas actividades específicas,
en lugar de en una familia ocupacional.
No hay acumulación en materiales di-
dácticos ni aprendizaje institucional ni
consolidación de equipos docentes por-
que las licitaciones no suelen tener gran
regularidad. Algunos programas han
instalado el modelo de «pago por re-
sultados»: es decir, ajustar el monto
percibido por el centro de formación
según la tasa de inserción de sus gra-
duados: Si bien es cierto que este
incentivo funciona como estímulo a
aumentar la pertinencia de los cursos
en relación al mercado de trabajo, por
otra parte la extrema flexibilidad atenta
contra la permanencia y acumulación
institucional. La cuestión en debate es
cómo asegurar la calidad y acumula-
ción institucional promoviendo al mis-

mo tiempo la adecuación a la demanda
y la innovación.

Se encuentra una amplia variedad de
perfiles entre los docentes, que depen-
de de su extracción institucional. En al-
gunos casos, quienes imparten clases
en los centros comunitarios son artesa-
nos sin ninguna formación específica.
La falencia más frecuente entre los do-
centes radica en la falta de formación
pedagógica y/o la falta de actualización
en cuanto a técnicas de producción y
gestión en empleos concretos. Existen
incluso casos en los cuales se carece de
perfiles para el diseño y orientación de
la capacitación docente. Países como
Chile, Costa Rica y El Salvador, han re-
currido a convenios con otros sectores
productivos, educativos y sindicatos
para desarrollar iniciativas dirigidas a la
capacitación docente de los instructores
técnicos, tanto de los niveles iniciales,
como de los cursos más avanzados.

Se han identificado cuatro principales
problemas en los mercados de forma-
ción laboral latinoamericanos: (a) la cali-
dad y la pertinencia de la formación im-
partida, (b) la inequidad y exclusión de
amplios segmentos de la población, (c)
la escasez de financiamiento para la for-
mación y (d) la poca transparencia de
este mercado y de sus resultados. Se re-
conoce que el peso de cada uno de es-
tos factores varía de país en país (OIT,
2007).

En síntesis, no siempre se promovió for-
mación de calidad y generadora de co-
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hesión social. Algunos cambios más
bien reforzaron un cierto paralelismo
entre formación de alto nivel dirigida a
sectores integrados y a la competitivi-
dad 5, y otra, de baja calidad dirigida a
los sectores de pobreza. Así, esta oferta
de FP y capacitación laboral segmenta-
da podría decirse que es el reflejo de la
fragmentación de las sociedades y de
mercados de trabajo latinoamericanos.

Sin embargo, algunas tendencias auspi-
ciosas en el sentido de la contribución a
la ampliación de oportunidades y a la
superación de las tensiones entre cali-
dad y equidad en la oferta de FP se han
producido en la última década.

II.3. Nuevas tendencias en la
relación entre las instituciones
de formación profesional 
y cohesión social

En los años 2000, nuevos gobiernos y
críticas a los costos sociales de las polí-
ticas de apertura económica y privatiza-
ción imperantes en los años noventa,
implicaron nuevamente, al menos en
parte, una reformulación de la FP.

Una pregunta sustantiva para observar
su posible contribución a la cohesión
social es en qué medida estas institucio-
nes están incorporando y brindando for-
mación de alta calidad actualmente a las
poblaciones de bajo nivel de cualifica-

ción. Existen al respecto algunas ten-
dencias auspiciosas.

En primer lugar, las IFP han sido en esta
década fuertemente involucradas por
los gobiernos en programas destina-
dos a poblaciones vulnerables con un
enfoque de ampliación de las oportuni-
dades y contribución a la cohesión so-
cial. En Colombia, el SENA recobró su
lugar central como institución nacional
de FP, iniciando un proceso de inclu-
sión significativa de población vulnera-
ble y desarrollando programas especí-
ficos. En Argentina, los centros de FP
dependen orgánicamente de los Minis-
terios de Educación provinciales pero
el Ministerio de Trabajo desarrolla im-
portantes programas para el fortaleci-
miento de la calidad institucional y
financia cursos en esos centros desti-
nados a los beneficiarios de los progra-
mas de empleo (cuando en los años no-
venta promovía la oferta privada) y al
mismo tiempo el Ministerio de Educa-
ción interviene a través del financia-
miento de planes de mejora. En Uru-
guay, los programas destinados a la
población vulnerable siguen operando
a través de organizaciones privadas
con o sin fines de lucro, y se desarro-
llan también acciones para su fortaleci-
miento. También los centros públicos
de la Universidad del Trabajo de Uru-
guay (UTU) han ampliado su accionar
también en ese terreno. En Chile, el
Servicio Nacional de Capacitación y

Formación Profesional para la cohesión social: una revisión de América Latina
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Empleo (SENCE) es el organismo rector
que continua operando a través de lici-
taciones. Pero está actuando articula-
damente con el Fondo de Solidaridad e
Inversión Social (FOSIS), organismo de
Asuntos Sociales: este último identifica
a los jóvenes con problemas de emple-
abilidad dentro de los padrones del
programa Chile Solidario y el SENCE es
quien lleva adelante la instancia de for-
mación específica (Vera, 2009). En Bra-
sil, el sistema S ha sido involucrado en
la atención de poblaciones con bajo ni-
vel de cualificación: se ha establecido
como meta llegar a 66% de las matrícu-
las gratuitas. Independientemente que
la gratuidad no es la única estrategia
para la equidad, cabe destacar que es-
tos fondos recaudados prescriptiva-
mente (por lo tanto impuestos desde el
Estado), más allá que sean con el desti-
no específico del sistema S, constitu-
yen recursos públicos que ahora son
enfocados a poblaciones vulnerables.

En segundo lugar, varias IFP iniciaron
procesos de innovaciones en materia de
gestión y administración de los progra-
mas: tienen las puertas abiertas de sus
centros todos los días del año; existen
algunas cuyos horarios cubren las vein-
ticuatro horas del día. La utilización de
TIC ha ampliado la cobertura de la for-
mación y promovido la innovación pe-
dagógica. Muchas de ellas cuentan con
acreditaciones internacionales de ges-
tión de calidad del tipo ISO 9000/2000,
que se han aplicado a nivel global de la
institución, o de instancias locales; o
sectoriales, o de centros, o se han cen-

trado inicialmente en algunos procesos
(Weimberg, 2008).

En tercer lugar, varias IFP brindan datos
de matrícula que evidencian la inclu-
sión de población vulnerable. La focali-
zación de propuestas formativas en sec-
tores que experimentan distintas formas
de exclusión y las diferencias en los re-
quisitos de acceso también evidencian
la vocación institucional por servir a
sectores que tradicionalmente no logra-
ban ingresar a sus cursos. Por ejemplo,
en el caso del SENA para la formación
que denomina «titulada» se plantean re-
quisitos de ingreso académicos, en tanto
para la «complementaria» los requisitos
se vinculan a situaciones de exclusión,
por ejemplo desocupados, pertenecien-
tes a los sectores de más bajos ingresos
o incluso, en un esfuerzo por la distribu-
ción de sus oportunidades formativas,
el no haber participado de acciones de
formación de la institución en el último
semestre. El cuadro 1 permite eviden-
ciar un crecimiento de las poblaciones
vulnerables dentro de sus matrículas.

En otros, como el INA de Costa Rica, el
SENAC de Brasil y el Ministerio de Tra-
bajo, Empleo y Seguridad Social de Ar-
gentina, los datos actuales revelan la
importante presencia de población de
bajo nivel de cualificación entre sus es-
tudiantes (véanse cuadros 2, 3 y 4).

Cabe preguntarse, sin embargo, si los
cursos compensatorios o complementa-
rios son equivalentes o articulables con
la FP titulada, no se ha encontrado
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CUADRO 1. Colombia: SENA. Evolución de la matrícula en programas específicos. 2003-2008

2003 2004 2005 2006 2007 2008
Jóvenes rurales 19.101 102.500 147.106 154.188 162.150 211.680
Jóvenes en Acción 102.500 S/D 26.585 17.615 5.471 39.987
Atención a la población vulnerable 141.574 195.208 528.355 763.412 1.097.766 1.314.843

Nota: La población vulnerable incluye: desplazados por la violencia y por fenómenos naturales, discapaci-
tados, indígenas, internos de Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC), jóvenes vulnerables,
adolescentes en conflicto penal, mujer cabeza de hogar, población de raza negra, reinsertados, adolescen-
te trabajador, tercera edad, soldados campesinos y sobrevivientes de minas antipersonales.
Fuente: SENA (2009): Gestión del SEN 2002-2009 y proyección 2009, SENA y SENA (2009): Informe de ges-
tión octubre 2009, SENA.

CUADRO 2. Costa Rica: INA. Matrículas de hombres y mujeres según nivel de escolaridad.
Año 2008

Hombres Mujeres Total
Nivel de escolaridad

N % N % N %
Hasta secundario incompleto 76.490 59,36 88.016 55,93 164.506 57,48
Secundaria completa 33.475 25,98 44.229 28,10 77.704 27,15
Superior incompleta 12.293 9,54 15.716 9,99 28.009 9,79
Superior completa 6.583 5,11 9.423 5,99 16.006 5,59
Total 12.8841 100 157.384 100 286.225 100

Fuente: INA (2008): Anuario INA en cifras 2008, San José, INA.

CUADRO 3. BRASIL: SENAC. Matrículas según tipos de cursos. Año 2008

Modalidad Tipos de cursos N %
Aprendizaje 31.883 2,78

Formación inicial
Capacitación 121.111 10,56

y continuada
Perfeccionamiento 472.407 41,20
Programas compensatorios 127.517 11,12
Programas socioprofesionales 393.710 34,34

Total 1.146.628 100
Nota: Programas socioprofesionales y culturales son cursos destinados tanto al desarrollo de competen-
cias relacionadas con el perfeccionamiento personal y el ejercicio de la ciudadanía así como también a ac-
tividades generadoras de ingresos. Programas compensatorios son cursos y programas que permiten su-
plir carencias en el desarrollo de competencias en el ámbito de la educación básica y que sean requisitos
para la educación profesional.
Fuente: SENAC (2009): Relatório general 2008, Río de Janeiro, SENAC.
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evidencia al respecto. En este sentido,
es preciso marcar que las instituciones
más consolidadas de la región como el
sistema S o el SENA tienen procedi-
mientos rigurosos de selección en los
cursos que brindan titulaciones ya que
la demanda supera la oferta. Además en
el caso del sistema S, ese tipo de cursos
son pagos.

En cuarto lugar, se han desarrollado ini-
ciativas de identificación y evaluación
de competencias, varias de ellas consis-
tentes en sistemas de alcance nacional,
que institucionalizan normas y emiten
certificados de competencia. Es el caso
pionero de México y los más recientes
de Chile, Colombia y de forma más par-
cial, Argentina y Uruguay. Los institutos
de formación como el Instituto Salvado-
reño de Formación Profesional (INSA-
FORP) o el SENA colombiano han asu-
mido un papel de liderazgo en estas
innovaciones, que tienen como contra-
partes destacadas a actores de determi-
nados sectores económicos (especial-

mente empresariales y sindicales), que
se comprometen en su implementación.
En otros casos las competencias se utili-
zan como herramientas para el diseño,
la gestión y la evaluación de la forma-
ción, sin llegar a formar parte de un sis-
tema más amplio como el Instituto Téc-
nico de Capacitación y Productividad de
Guatemala (INTECAP) o el SENATI de
Perú. Lo relevante es el grado en que
estas nuevas modalidades se aplican en
la práctica formativa. En este sentido es
interesante el dato de un seguimiento
de egresados del SENA, que indica que
el 38% se titularon en cursos diseñados
en base a competencia, los que se con-
centran en ciertas zonas del país (SENA,
2008).

En quinto lugar, puede considerarse que
los procesos y enfoques de descentrali-
zación de las IFP también apuntan al
mejoramiento global de la calidad y a la
pertinencia de la formación. Se identifi-
can dos grandes enfoques de descentra-
lizadores. El primero consiste en trans-

Claudia Jacinto y Javier Lasida
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CUADRO 4. Argentina: Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. Evolución 
de la matrícula en los programas de formación y empleo. 2004-2009

Programa
Año

2004 2005 2006 2007 2008 2009
Formación Profesional 18.121 33.914 56.353 70.302 80.458 123.725
Terminalidad Educativa 29.754 59.648 98.329 120.099 144.397 214.960
Entrenamiento para el Trabajo — — — 9.751 18.290 28.642
Certificación de Competencias 18 532 1.578 5.038 12.020 14.777
Orientación Laboral para Jóvenes — — — — 7.545 63.255
Personas atendidas en Ofic. de Empleo — — 37.633 99.124 157.548 316.955

Nota: Los casilleros vacíos corresponden a años en los que el programa de referencia no se había comen-
zado a ejecutar.
Fuente: Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. Secretaría de Empleo, diciembre de 2009.
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ferir capacidades de decisión, recursos
y también responsabilidades a los cen-
tros locales, que son los que brindan la
formación. Esto se hace en la modalidad
de concurso de propuestas y de hecho
cuatro de los Institutos creados a partir
de la crisis del modelo de sustitución de
importaciones, en los años setenta, se
caracterizan por ejecutar toda su acción a
través de contratos a terceros. Ellos son
el SENCE de Colombia creado en 1976, el
INSAFORP de El Salvador, creado en
1993, el Consejo Nacional de Capacita-
ción y Formación Profesional (CNCF) de
Ecuador creado en el 2001 y el Instituto
Nacional de Empleo y Formación Profe-
sional (INEFOP) uruguayo, creado en el
año 2009. Un quinto caso lo constituye el
Instituto Nacional de Formación y Ca-
pacitación Laboral (INFOCAL) de Bolivia,
creado en 1996, con una forma de des-
centralización también muy fuerte en be-
neficio de los actores locales, pero distin-
ta, consistente en que cada uno de los
centros regionales es una institución in-
dependiente, que se asocia con las de-
más en lo que le resulta pertinente.

El segundo enfoque descentralizador le
ha asignado un rol creciente a las pro-
vincias o estados y sobre todo a los mu-
nicipios, como actores de los progra-
mas, aunque con diferentes alcances y
modalidades según el país. Asimismo,
algunos municipios, especialmente los
más grandes, desarrollan políticas pro-
pias al respecto. En este marco, algunas
iniciativas promueven el establecimien-
to de redes interinstitucionales locales
de formación y trabajo; en algunas de

ellas se han establecido vinculaciones
entre los gobiernos locales, las institu-
ciones formadoras, y los empleadores
en favor del desarrollo de programas
orientados a los jóvenes desempleados.

Ambos enfoques de descentralización
son complementarios y de hecho en va-
rios países ocurren simultáneamente,
estableciéndose sinergias entre los cen-
tros de formación y los gobiernos loca-
les. La experiencia muestra que las ini-
ciativas de descentralización no son
buenas per se, pero en conjunto expre-
san un esfuerzo de reforma y flexibiliza-
ción institucional, que procura acercar y
adecuar la oferta formativa por una parte
a las necesidades, oportunidades y nichos
que plantea el desarrollo económico y
por otra a las condiciones y puntos de
partida de los distintos grupos sociales,
especialmente de los excluidos, que re-
quieren de acciones formativas más di-
versas y más intensas, para llegar a los
mismos resultados que otros sectores.

III. VINCULACIONES DE LA FORMACIÓN
PROFESIONAL CON LA EDUCACIÓN
SECUNDARIA Y BÁSICA

Entre las tendencias más interesantes
de vinculación entre FP y cohesión so-
cial, pueden señalarse un conjunto de
iniciativas de los últimos años que han
propendido a articularla con la educa-
ción secundaria y/o con la educación bá-
sica, y/o a integrar competencias bási-
cas en los currículos de la FP.

Formación Profesional para la cohesión social: una revisión de América Latina
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III.1. La vinculación entre
educación secundaria 
y formación profesional

En términos generales, la educación se-
cundaria presenta en los países latino-
americanos una estructura bifurcada
entre educación general o académica y
educación técnica. Ambos caminos con-
ducen al título de nivel medio y habilitan
el ingreso a estudios superiores. La edu-
cación técnica (también denominada
técnico-profesional) alcanza alrededor
de 20% de la matrícula del nivel y suele
tener un modelo tecnológico, esto es,
con fuerte presencia de asignaturas
científico-tecnológicas y en las prácticas
de taller y laboratorio, además de asig-
naturas generales que comparte con la
secundaria académica. En cambio, lo
que en la región se denomina FP (en
sentido estricto) tuvo y tiene un carácter
de formación vocacional especializado y
se desarrolló generalmente en paralelo
a las vías de educación formal prope-
déutica 6.

Las imbricaciones entre la FP con la
educación secundaria general (que al-
canza generalmente hasta los 17 años)
han sido objeto de políticas en la última
década debido tanto a demandas de
una como de la otra. Para la FP, para fa-
cilitar a quienes la realizan el acceso a

itinerarios que incluyan la educación
terciaria y la universitaria, y porque la
educación secundaria se ha transforma-
do en un requisito para acceder a algu-
nas formaciones. Para la educación for-
mal, muchos argumentos sostienen la
necesidad de mayor vinculación con el
mundo del trabajo (aunque no necesa-
riamente implican acercamiento a la FP
en el sentido estricto que se le da al tér-
mino en AL). Preparar a los jóvenes para
transiciones laborales largas y comple-
jas; reconocer que la oposición entre
formación general y formación especia-
lizada resulta en la actualidad un falso
debate tanto desde el punto de vista de
la producción de conocimiento como
desde el punto de vista pedagógico
(Acevedo, 2000); diversificar formatos,
contenidos y estrategias pedagógicas,
para motivar a los alumnos, confiriendo
nuevos sentidos a la experiencia esco-
lar, lo cual incluye la implementación de
proyectos pedagógicos basados en el
mundo del trabajo.

En la última década se observan varios
esfuerzos dirigidos a responder a este
desafío a nivel de la educación media y
FP y también de la educación básica, in-
clusive de jóvenes y adultos, que es
condición para acceder a las dos prime-
ras. Las iniciativas que se comentan a
continuación tuvieron un alcance im-

Claudia Jacinto y Javier Lasida

6 El último informe de PISA (PISA, 2008) sugiere que la educación formal de los países latinoamericanos
se ubica entre las más distantes del mundo del trabajo. En el marco del estudio, se ha preguntado a los di-
rectores hasta qué punto tenía una influencia directa en el currículo de los estudiantes el mundo empresa-
rial e industrial. De los cinco países latinoamericanos participantes en PISA se ubican entre los 10 países
con menos vinculación con el mundo empresarial.
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portante y supusieron una importante
inversión de recursos económicos.
Muestran un conjunto de resultados y
aportan una serie de aprendizajes signi-
ficativos.

Las modalidades que han adoptado es-
tos programas de vinculación de la FP
con la educación secundaria son distin-
tas:

a) Articulación institucionalizada de la
FP a la educación media a partir de
cursos que se adicionan a la misma.
Es el caso de un programa de en-
vergadura que se desarrolla en Co-
lombia que involucra al SENA.

b) Acciones de apoyo a la educación
media que propenden a su articula-
ción con FP de diverso tipo, como el
caso de Brasil Profesionalizado.

c) Programas que proponen FP vincu-
lada a la terminación de estudios
formales.

a) Como ejemplo de la primera estra-
tegia, el SENA desarrolla desde 2003 un
programa dirigido a la «Integración con
la Educación Media», que consiste en
un conjunto de acciones en alianza con
el Ministerio de Educación Nacional, Se-
cretarías de Educación, Instituciones
Educativas, sector productivo, entida-
des territoriales y otros actores, para
desarrollar y fortalecer las competen-
cias laborales de los aprendices/estu-
diantes desde 9º grado. Para ello, las
instituciones educativas deberán inte-
grar a su proyecto educativo institucio-
nal los programas y las competencias a

desarrollar en los aprendices/estudian-
tes.

Se busca implementar a través de la
participación de instructores del SENA,
preferiblemente en forma virtual, en jor-
nadas alternas o sabatinas, junto con
docentes técnicos contratados por cada
institución educativa donde se imple-
menta. La aplicación puede hacerse
sólo en centros estatales. La institución
educativa debe disponer de la infraes-
tructura (aulas y talleres) adecuada, do-
centes técnicos y Proyecto Educativo
Institucional que contemple el progra-
ma de formación seleccionado. El SENA
brinda apoyo para seleccionar la forma-
ción a realizar, transfiere el programa,
incluyendo la estructura curricular y los
medios didácticos, actualiza técnica y
pedagógicamente a los docentes de la
institución educativa local y realiza eva-
luaciones periódicas de los estudiantes
para llegar a certificar a aquellos que al-
cancen los logros establecidos por el
programa.

De esta forma se aspira a que los estu-
diantes obtengan una doble certifica-
ción, la de bachiller otorgado en la insti-
tución educativa y la del área técnica
específica, emitida por el SENA. El al-
cance de este programa ha sido crecien-
te como queda reflejado en el cuadro 5
que muestra la evolución desde el año
2003 hasta 2009.

b) Ejemplo de la segunda estrategia
planteada es el Programa Brasil Profe-
sionalizado, creado en el 2008 y previs-

Formación Profesional para la cohesión social: una revisión de América Latina

25

016_10 aju 01  5/5/10  08:52  Página 25



to hasta el 2011, iniciativa del Ministerio
de Educación brasileño que se propone
construir un nuevo modelo de enseñan-
za media y combinar formación gene-
ral, científica y cultural con FP de los es-
tudiantes. La meta es atender a 800.000
alumnos, capacitar 14.000 profesores y
construir 2.500 laboratorios. Se propo-
ne apoyar el modelo integrado de ense-
ñanza media, combinando formación
general, científica, y cultural con FP. Las
acciones incluidas en este marco son:
capacitación de profesores en particu-
lar de las áreas de ciencias y tecnología
y la construcción de laboratorios. Tam-
bién incluye proyectos que se propon-
gan la articulación de escuelas secun-
darias con centros de FP. Los centros
participantes forman parte tanto de las
redes públicas como del sistema S. En-
tre sus objetivos se señala tanto articu-
lar las escuelas con los sectores pro-
ductivos locales y regionales para
insertarlas en el desarrollo económico
local, como fomentar la expansión de la

matrícula de la enseñanza media e in-
centivar el retorno a la escuela de jóve-
nes y adultos. Opera a través de la se-
lección y aprobación de propuestas que
se formalizan en convenios y que son
presentadas por distritos federales y
municipios. De este modo, este progra-
ma concibe la formación para el trabajo
como una estrategia tanto vinculada a
la pertinencia de la escuela secundaria,
como de promoción de mayor inclusión
en la escolaridad.

El programa plantea un cambio en las
concepciones y criterios para la educa-
ción media y la profesional. Considera
que preparar para el mundo del trabajo
va más allá de la mera preparación para
el mercado, implica que además de re-
cibir formación para tener acceso al
empleo, tener herramientas suficientes
para una gestión autónoma y empren-
dedora, sobre bienes económicos pero
también para su familia y su vida perso-
nal. Para atender esta concepción gene-
ral todo plan presentado por los estados
y municipios debe ofrecer cursos y pro-
gramas de FP que incluyan la elevación
de la escolaridad. También se propone
crear cadenas de oferta pertinentes a las
demandas regionales incluyendo dife-
rentes modalidades (distancia, indígena,
rural), permitiendo que los ciudadanos
tengan a su disposición ofertas para
aumentar su formación técnica y escolar
en su vida, sea verticalmente, continuan-
do los estudios en etapas superiores, u
horizontalmente, en otras formaciones
del mismo nivel.

Claudia Jacinto y Javier Lasida
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CUADRO 5. Colombia: SENA: Evolución de
la matrícula media integrada

Año Matrícula
2003 8.819
2004 39.017
2005 106.155
2006 143.284
2007 180.744
2008 263.127
Meta 2009 348.747
2009 417.710

Fuente: Estadísticas del SENA. Indicadores SENA.
Cupos alumnos en formación. 2009.
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c) Varios programas permiten ejem-
plificar la tercera estrategia. Ellos pro-
ponen articulaciones con servicios de
educación básica o secundaria, en ge-
neral semipresencial o alternativa, por
ejemplo en Argentina, Chile, Brasil, Ni-
caragua y México. Estas articulaciones
se orientan a promover que los jóvenes
(y adultos) finalicen el nivel básico y/o
secundario o bachillerato a través de
estrategias que intentan responder
más pertinentemente a sus necesida-
des e intereses que los servicios tradi-
cionales. Estos programas asumen dis-
tintas modalidades de selección de
entidades formadoras, y de llegada al
público.

Dentro de las experiencias de este tipo,
la chilena es probablemente la que ha
sido más sistematizada y evaluada. La
modalidad flexible de nivelación de es-
tudios forma parte de «Chile Califica»,
programa en el que participan los Mi-
nisterios de Educación, Trabajo y Eco-
nomía, con apoyo del Banco Mundial.
El programa es desarrollado por insti-
tuciones educativas especializadas, en
las escuelas o liceos, en los lugares de
trabajo o en sedes sociales y comuni-
tarias que participan a través de licita-
ciones. Se ha dado fuerte énfasis al de-
sarrollo del modelo pedagógico y
curricular. Un aspecto interesante es
que este programa logra tasas de apro-

bación superiores a las de la modali-
dad tradicional de adultos. Un estudio
de impacto muestra que la terminación
del nivel medio influye positivamente
en los ingresos provenientes del traba-
jo. Según los datos, el porcentaje de
variación en los ingresos laborales es
de 9,7%. El impacto se da fundamental-
mente en las mujeres y en cuanto a
edades, existe una leve diferencia a fa-
vor de la población más joven (Letelier,
2005) 7. También Argentina tiene una
iniciativa similar que propone a la ter-
minalidad educativa en los beneficia-
rios de programas de empleo y desocu-
pados y que se propone fortalecer los
servicios públicos de educación de jó-
venes y adultos. Datos del Ministerio
de Trabajo muestran que 214.960 per-
sonas participaron entre 2004 y 2008
del programa Terminalidad Educativa
que forma parte del plan de «Mejora la
Empleabilidad».

Estos programas evidencian la impor-
tancia creciente otorgada a la obten-
ción del título de nivel básico o secun-
dario en relación con la inserción
laboral de los jóvenes y las demandas
del desarrollo social y productivo. Las
iniciativas son gratuitas, promovidas y
apoyadas con materiales y servicios
flexibles a la medida de los jóvenes y
adultos pobres que tienen otras res-
ponsabilidades.

Formación Profesional para la cohesión social: una revisión de América Latina

7 Este programa también apoyó al Ministerio de Educación en la instalación del nuevo marco curricu-
lar de educación de jóvenes y adultos. También promovió planes de orientación sociolaboral de los
estudiantes en escuelas secundarias y la conformación de un sistema nacional de competencias labo-
rales.
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De este modo, dispositivos nacidos en
el marco de las políticas activas de em-
pleo se suman a otros de carácter edu-
cativo en la intencionalidad de brindar
oportunidades de terminación de la es-
colaridad formal. Se responde de este
modo a la concepción de la empleabili-
dad que valoriza la escolaridad formal y
la adquisición de competencias trans-
versales tanto para la vida ciudadana
como para la laboral.

Sin embargo, cabe preguntarse acerca
de los resultados esperables de estos
dispositivos ¿Cuál es la calidad de los
mismos?; ¿Qué aspectos institucionales
y pedagógicos deben ser tenidos en
cuenta para lograr permanencia y lo-
gros de aprendizaje adecuados? La pre-
cariedad institucional, la falta de re-
cursos, y las dificultades propias de la
articulación entre educación formal, ca-
pacitación laboral y programas sociales
instalan algunas dudas acerca de la per-
manencia de los educandos, sus moti-
vaciones, la calidad de los logros, aun-
que sean esfuerzos destinados a brindar
oportunidades más amplias que la mera
capacitación laboral.

III.2. Los programas de
alfabetización y educación
básica

En la región existen sectores a los que
no les llegan las políticas de articulación
de educación media y FP porque han
quedado excluidos de la educación bá-
sica. Por ello, son importantes una serie

de iniciativas dirigidas a este grupo de
jóvenes y adultos, que tienden a incor-
porar componentes de formación para
el trabajo junto o posteriormente a la
propia alfabetización.

Hace ya diez años Pedro Milos (2000)
planteaba que la articulación entre com-
petencias básicas y laborales constituía
uno de las dificultades críticas para los
programas de FP. En aquel momento
identificó experiencias de Argentina,
Chile y Uruguay que desarrollaban dis-
tintas estrategias de articulación entre
las competencias básicas y las labora-
les, entre las que destacaba las siguien-
tes: las relaciones con el mundo del tra-
bajo y el mundo social, la utilización de
situaciones problema virtuales, la inte-
gración en la propia capacitación técni-
ca, la vinculación a un «macroprocedi-
miento», incluir espacios explícitos de
metacognición, organizarse sobre la
base de módulos y partir de evaluacio-
nes iniciales.

Desde aquel momento, los programas
de formación han continuado desarro-
llando estrategias de formación en com-
petencias básicas, a la vez que han esta-
blecido vinculaciones con la educación
formal, que ha incrementado su cober-
tura. Algunas iniciativas relevantes en
este sentido han sido apoyadas por la
Cooperación Internacional (CI), y han lo-
grado sustentarse posteriormente, como
el Programa de Alfabetización y Educa-
ción Básica en Adultos (PAEBA) des-
arrollado en varios países de Centroa-
mérica (véase recuadro).

Claudia Jacinto y Javier Lasida
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Programa de Alfabetización y Educación Básica en Adultos (PAEBA)

El PAEBA fue una iniciativa mixta, dirigida a la población adulta analfabeta de los
países beneficiarios. Participaron tanto de la gestión, implementación y segui-
miento como de la financiación del programa: el Ministerio de Educación Cultura y
Deportes de España, la Agencia Española de Cooperación Internacional para el
Desarrollo (AECID), la Organización de Estados Iberoamericanos (OEI) y el Ministe-
rio de Educación de cada uno de los países receptores (el programa se estableció
primeramente en República Dominicana y El Salvador y posteriormente se imple-
mentó en Honduras, Nicaragua, Paraguay y Perú).

El objetivo era disminuir en un 25% el analfabetismo en los países beneficiarios.
Se propuso además apoyar la estructura de Educación de Personas Adultas dise-
ñando nuevos currículos, teniendo en cuenta que las mayores tasas de analfabe-
tismo son femeninas, pretendió constituir un factor de integración y participación
democrática y ofrecer una educación en la que se tenga presente la capacitación
laboral.

Entre todos los países beneficiarios, desde el año 1993 y hasta el año 2000 atendió
490.138 alumnos.

Los participantes adquirieron la titulación de primaria. Simultáneamente se ofre-
cieron cursos de capacitación laboral acorde con los intereses de cada país o co-
munidad.

El Programa pretendía trascender su acción temporal y ser viable con los recursos
del país beneficiario a través de un efectivo fortalecimiento de su Sistema de Edu-
cación de Adultos tratando de aprovechar las capacidades disponibles de cada sis-
tema educativo, de la sociedad civil y sus instituciones.

Cada PAEBA aportó a los alumnos, a los maestros, a los promotores todos los ma-
teriales sin coste alguno y brindó facilidades para el transporte de los mismos.
Con el paso del tiempo, la financiación externa disminuía gradualmente con el ob-
jetivo de que sea el propio país el que asuma la acción que la puesta en marcha del
programa generaba.

El caso de El Salvador se destacó como resultado de la sostenibilidad del Progra-
ma. En 1997 el Ministerio de Educación de El Salvador asumió el 50% del presu-
puesto del PAEBA, la AECID se hizo cargo del otro 50%. Durante 1998 el PAEBA fue
financiado 25% por la AECID y 75%, por el Gobierno de El Salvador. Lo cual permi-
tió la continuidad del proceso. El presupuesto del PAEBA de Honduras está inclui-
do en los presupuestos generales de educación del país y en Nicaragua se des-
arrolla el PAEBA con fondos del Banco Interamericano de Desarrollo (BID).
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IV. LA FORMACIÓN PROFESIONAL
DIRIGIDA A JÓVENES DE BAJOS
NIVELES DE CUALIFICACIÓN

IV.1. La aparición de programas
con modelos nuevos 
en los años noventa

Los jóvenes resultaron las primeras vícti-
mas de la crisis de los mercados labora-
les latinoamericanos durante los años
noventa. A los altos niveles de desem-
pleo de los jóvenes, que duplicaban y
más las tasas del conjunto de la pobla-
ción económicamente activa, se suma-

ron a los altos niveles de subempleo.
Más allá de esa caracterización general,
las desigualdades en las oportunidades
de acceso a la educación y al empleo, y
más aún, a la educación y empleo de cali-
dad, son abismales: los jóvenes pobres
suelen duplicar el desempleo de sus coe-
táneos de otros sectores sociales, ya que
ante la cesantía de sus padres debían
buscar imperativamente un empleo.

En este marco, varios argumentos sus-
tentaron la aparición de medidas de for-
mación específicamente orientadas a los
jóvenes desempleados de bajo nivel de
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Entre otros resultados se ha logrado la institucionalización y transferencia del Pro-
grama, desarrollar acciones formativas, el fortalecimiento de los recursos educati-
vos para los equipos de los PAEBA y del personal de las administraciones educati-
vas de cada país, actualización y revisión de materiales didácticos, como así
también el fortalecimiento de las instituciones a través de los equipos técnicos
dentro de cada Ministerio de Educación. El Programa se ha extendido a zonas ru-
rales y zonas urbanas marginales, la retención de alumnos es elevada y ha logrado
reconocimiento nacional e internacional.

Otros aspectos relevantes son la implantación de un modelo pedagógico adapta-
do a la realidad de las personas de cada uno de los países, con la capacitación la-
boral como uno de los ejes fundamentales, el desarrollo de una red de capacita-
ción para todo el personal del Programa y la creación de Aulas Mentor (formación
a distancia a través de internet) que ha demostrado ser un instrumento eficaz para
reducir la brecha tecnológica de estos países, ampliándose la demanda de todos
los países. Por último, en términos de legislación se desarrollaron contenidos le-
gislativos y curriculares específicos para la educación básica de jóvenes y adultos.

Fuente: información tomada de http://www.cumbre-iberoamericana.org/CumbreIberoamericana/ES/in-
formacionGeneral/antecedentes/cooperacionIberoamericana/PAEBA.htm; http://www.terra.es/perso-
nal6/red_extensa/PAEBA/; http://www.oei.es/paeba.htm.
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cualificación. En primer lugar, el mencio-
nado deterioro de las oportunidades de
empleo para los jóvenes. En segundo lu-
gar, las visiones críticas acerca de la de-
bilidad de la oferta de FP regular para ar-
ticularse con oportunidades concretas
de empleo, que afectaría particularmen-
te a los jóvenes en busca del primer em-
pleo (De Moura Castro, 1997).

Tradicionalmente, en las IFP institucio-
nalizada la oferta dirigida a jóvenes se
concentraba en los programas de
aprendizaje duales, y en los cursos de
formación inicial, a los que según los
datos disponibles de algunas IFP impor-
tantes como SENA o el sistema S, no
suelen acceder los jóvenes de perfiles
sociales más bajos.

Lo que caracterizó a los años noventa al
respecto, fue la irrupción de otros dos
modelos contrapuestos en la FP enmar-
cada en las políticas de empleo y socia-
les: el modelo de mercado y el de pro-
moción social.

Los programas destinados a jóvenes se
concentraron en gran medida en la ca-
pacitación laboral orientada al empleo
formal o a la inserción en el autoempleo
o en emprendimientos productivos. Tu-
vieron desarrollos y permanencias di-
versos, muchas veces efímeros, depen-
diendo de los gobiernos de turno y la

mayoría de las veces, de las fuentes de
financiamiento externo proveniente de
los bancos multilaterales.

El modelo «de mercado» se caracterizó
por la subcontratación de cursos a cen-
tros principalmente privados, OSC, tam-
bién centros públicos, a través de licita-
ciones. Este modelo fue propugnado
por el BID. Los programas ofrecieron ca-
pacitación laboral flexible, y orientada al
mercado de trabajo formal, incluyendo
pasantías en empresas. Las entidades
capacitadoras fueron responsables de
diseñar los cursos y encontrar lugares
de pasantías para los jóvenes 8. Se ob-
serva una fuerte heterogeneidad en
cuanto al lugar que ocuparon los IFP en
estos programas. En Chile, el programa
fue ejecutado por el ente nacional regu-
latorio (SENCE). En este caso, no se
abrieron agencias ejecutoras específi-
cas. Las experiencias de República Do-
minicana, Panamá y Perú son similares
en cuanto las unidades ejecutoras espe-
cializadas se abrieron dentro de los pro-
pios ministerios, evitando así las institu-
ciones de formación nacionales en los
primeros dos casos. En República Domi-
nicana, el Instituto Nacional de Forma-
ción Técnico Profesional (INFOTEP) ac-
tuó como evaluador de propuestas y
supervisor, esto ha tenido resultados
positivos en términos de consolidación
del proyecto y su viabilidad. Entretanto,
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8 Este mecanismo comenzó a utilizarse a partir de la implementación del programa Chile Joven, replicado
en otros países: Venezuela, Argentina, Paraguay, Perú y Uruguay a comienzos y mediados de los años no-
venta y después en Bolivia, Colombia, El Salvador, Panamá, República Dominicana y más recientemente
en Haití.
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en Colombia, en la etapa con financia-
miento internacional, se evitó a la insti-
tución de formación nacional (SENA), y
dependió de la Presidencia. Más tarde,
hacia 2003, la unidad ejecutora se trasla-
dó al SENA, porque se consideró que
era lo que más favorecía la sostenibili-
dad del programa (lo cual se ha confir-
mado) (Ibarrarán y Rosas, 2006).

La escala de estos programas tuvo fuer-
tes variaciones según el país y el mo-
mento histórico-social: la primera co-
horte fue diseñada como programas a
gran escala. Los de escala mayor han
sido Chile y Argentina (entre 100.000 y
200.000 beneficiarios). El resto de los
programas es o fue de pequeña escala
relativamente: no más de 5.000 perso-
nas por año. Esto demuestra que estos
programas no se presentan como una
solución al problema más profundo del
desempleo, sino como una herramienta
que mejora el desempeño laboral de un
grupo específico de personas (Ibarrarán
y Rosas, 2006).

Este tipo de programas han logrado en
algunos de los países un impacto mo-
destamente positivo sobre la inserción
laboral de los jóvenes capacitados. Sin
embargo, sus resultados estuvieron
fuertemente vinculados al comporta-
miento general del mercado de trabajo,
y al propio alcance y diseño del progra-
ma. Por ejemplo, en Argentina, donde el
programa tuvo gran magnitud, se de-
sarrolló durante un período de aumento
masivo del desempleo, por lo tanto el
impacto en la inserción laboral de los jó-

venes fue prácticamente nulo (Devia,
2003); en cambio, en Uruguay, donde el
programa tuvo características de mucho
menor alcance y con diversos diseños
adecuados a distintos subgrupos de jó-
venes, los resultados de inserción fue-
ron satisfactorios (Lasida, 2004). Un as-
pecto en que el impacto positivo fue
evidente en la mayoría de los casos, fue
en el de los ingresos de los jóvenes: se-
gún datos de cuatro países (Argentina,
Chile, Perú y Uruguay) éstos eran mayo-
res que en el grupo de control (Ibarrarán
y Rosas, 2006).

Sin embargo, en esa etapa, estos pro-
gramas contribuyeron poco al enrique-
cimiento de las instituciones de forma-
ción. El objetivo de desarrollar modelos
institucionales alternativos, para supe-
rar las trabas burocráticas y evitar la re-
petición en la formación o la falta de
pertinencia frente a las demandas del
mercado laboral, afectó la capacidad
institucional de realizar aprendizajes y
afectaron la sustentabilidad institucio-
nal (De Moura Castro y Verdisco, 2002).

Otro tipo de programas ad hoc se de-
sarrollaron en el marco de los Ministe-
rios de Desarrollo Social, y/o Institutos
de la Juventud, siendo también finan-
ciados en muchos casos por agencias
multilaterales. En estos casos, OSC, fun-
daciones, iglesias (especialmente la ca-
tólica), centros nacionales de capacita-
ción, gobiernos locales, etc., recibieron
subsidios del Estado para el desarrollo
de los programas dentro del terreno de
la educación no formal. La formación en
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estos casos se orientó hacia el sector in-
formal, trabajos por cuenta propia y/o la
organización de microemprendimien-
tos. Más allá de su relevancia social, los
programas de este tipo solieron regis-
trar baja preocupación por la calidad
técnica de los cursos, tanto en el medio
urbano marginal (Gallart, 2000; Jacinto,
2002) como en ámbito rural (Pieck, 2001;
2004) y escasa precisión respecto a los
resultados esperados en términos de in-
serción laboral.

Los certificados otorgados en los pro-
gramas tanto de uno como de otro tipo
en general no tuvieron ningún reconoci-
miento o equivalencia en la educación
formal ni en la FP regular, a pesar de
que los jóvenes atendidos no contaban
con el título de nivel secundario y que
incluso uno de los impactos del paso
por estos programas resultó ser que un
porcentaje cercano al 30% de los jóve-
nes reingresaba a la educación formal
(Jacinto, 2004).

En resumen, estas estrategias mostra-
ron cuando menos una simplificación
de la problemática de la inserción de los
jóvenes en el mercado de trabajo, en
particular la de los jóvenes de sectores
más pobres. Las condiciones estructura-
les más duras que mostraban tanto un
deterioro general del mercado de traba-
jo como la configuración de modelos

societales excluyentes, la debilidad de
las instituciones educativas y formati-
vas, y las condiciones subjetivas de los
propios jóvenes, sus relaciones y estra-
tegias en relación al trabajo, no ocupa-
ron lugares centrales en los diagnósti-
cos ni en las acciones.

Los programas modelo de «mercado»
sobrevivieron sólo cuando fueron incor-
porados a las políticas sostenidas de
empleo y FP, en algunos casos vincula-
dos a las IFP y en otros a los Ministerios
de Trabajo.

IV.2. Cambios en la formación
profesional para jóvenes 
en la década 2000-2010

La situación de los jóvenes en el merca-
do de empleo ha evolucionado de la
mano de las mejoras en el nivel desem-
pleo. Sin embargo, un informe reciente
de la OIT advierte que el deterioro de la
inserción de los jóvenes permanece. La
relación entre desempleo juvenil y des-
empleo adulto se mantiene intacta en
razón de uno a tres 9. Los índices de des-
empleo de los jóvenes en el año 2005
son mayores en promedio a los existen-
tes en 1990. La precariedad en los mer-
cados laborales de la región afecta a
uno de cada dos trabajadores y entre los
jóvenes a dos de cada tres. Lo que más

Formación Profesional para la cohesión social: una revisión de América Latina

9 Sin embargo, en los países caracterizados por un amplio sector informal, la desocupación resulta mu-
cho menor que en aquellos con mayores niveles históricos de formalidad en el empleo, como los del Cono
Sur. En ellos, aunque las tasas de desocupación de los jóvenes suelen ser mayores que las de los adultos,
la desocupación juvenil no resulta un problema tan significativo (SITEAL, 2006).
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distingue a los jóvenes de los adultos es
el tipo de empleo al que acceden. Dos
de cada tres jóvenes trabajan en activi-
dades informales, en las que frecuente-
mente la remuneración es menor que el
salario mínimo y sin la cobertura de la
seguridad social (OIT, 2007).

La revisión comparativa realizada de los
programas vigentes durante los años
2000 muestra que los cursos de capaci-
tación laboral siguen ocupando un lugar
central en los programas de empleo y
de promoción de microemprendimien-
tos destinados a jóvenes desemplea-
dos. En algunos casos se trata de refor-
mulaciones de programas de larga data,
pero con características nuevas. Un rasgo
que refuerza el aporte hacia la cohesión
social es que se suelen adoptar modelos
más integrales, que incluyen no sólo ca-
pacitación técnica, sino también orien-
tación y acompañamiento en el proceso
de inserción. Asimismo, algunos pro-
gramas incentivan la inserción de los
jóvenes de baja cualificación en las em-
presas productivas o en trabajos sociales,
sea como lugares donde se desarrollan
las pasantías o como primeras expe-
riencias de empleo.

Un énfasis particular en la cohesión so-
cial aparece en programas que enfatizan
la perspectiva de la «inclusión ciudada-
na». Las iniciativas en este terreno pue-
den sin embargo provenir de enfoques
conceptuales opuestos: mientras que al-
gunas se apoyan en una concepción del
joven como problema y se insertan en
iniciativas más amplias vinculadas a la

seguridad ciudadana; otras se ubican
desde la promoción de «los derechos de
los jóvenes», intentando abordajes mul-
tisectoriales y el protagonismo de los
propios jóvenes.

Algunos rasgos plantean una superación
en relación con los enfoques previos. En
primer lugar, mayor integración con el
resto de las políticas públicas de FP, pro-
poniéndose superar el carácter de progra-
ma ad hoc. En segundo lugar, articulación
entre capacitación laboral y terminalidad
educativa, cuestión que fue abordada en
el apartado III. En tercer lugar, la orienta-
ción y el apoyo en el proceso de inserción,
a través de servicios regulares de empleo.
A continuación, se reflexiona sobre el pri-
mer y tercer punto en su vinculación con
los mecanismos de integración social.

IV.3. La mayor institucionalidad de
los programas de formación
profesional

Actualmente, las iniciativas públicas
orientadas a brindar capacitación labo-
ral de jóvenes tienden a desarrollarse en
el marco o articularse con las institucio-
nes regulares de FP. Este es un salto
cualitativo que ha permitido darle per-
manencia a algunos de los casos que
mostraron eficacia.

Por ejemplo, en Colombia, en el SENA,
el programa «Jóvenes en Acción» es
coordinado desde 2003 por esta institu-
ción con la participación de otros acto-
res sociales. Ha permanecido aún des-
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pués de que terminara la financiación
externa, capacitando en 2008 a casi
40.000 jóvenes.

En Argentina, el programa implementa-
do en los años noventa, Proyecto Joven
desapareció cuando se acabaron los re-
cursos del crédito internacional y la ini-
ciativa fue cuestionada, entre otros mo-
tivos, por haber derivado en una oferta
fragmentada y en pequeñas institucio-
nes débiles (Jacinto, 1997). Actualmen-
te, se privilegia que el acceso a instan-
cias de FP se desarrolle en los centros
de FP permanentes, evitando de este
modo la creación de pseudoinstitucio-
nes efímeras, y fortaleciendo la oferta
existente. Entre esas acciones, desde las
políticas educativas se ha creado un
fondo de apoyo a la educación técnica y
a la FP que está posibilitando el reequi-
pamiento y la capacitación docente. Al
mismo tiempo, desde las políticas de
empleo, un programa destinado a de-
sarrollar un sistema de formación conti-
nua cuenta con una línea de acción des-
tinada a los jóvenes, apoyándose en la
participación de múltiples actores, desde
OSC, universidades, escuelas técnicas,
centros de FP y servicios públicos de
empleo. Al mismo tiempo, se gerencia
un programa de certificación de la cali-
dad de los centros de FP.

Por otro lado, algunos países han logra-
do a lo largo de los años consolidar una
suerte de «nueva institucionalidad» vin-
culada a la participación en programas
de formación e inserción laboral de jó-
venes desempleados. En efecto, varios

proyectos de envergadura que se inicia-
ron con financiamiento internacional,
han logrado sortear la etapa de instala-
ción con el apoyo de cooperación, para
constituirse en políticas de Estado con
financiamiento nacional desde hace va-
rios años. Por ejemplo, el Projoven de
Uruguay es financiado a través del Fon-
do Nacional de Empleo y coordinado
por un organismo tripartito, la Junta
Nacional de Empleo, recientemente
transformado en el INEFOP. Un estudio
(Jacinto, 2009b) mostró que la perma-
nencia de este dispositivo y de la red
institucional que puso en marcha a lo
largo de tres gobiernos de distinto signo
político está vinculada a varios fenóme-
nos: su financiamiento y apoyo institu-
cional proviene de un fondo tripartito de
carácter permanente; el dispositivo se
consolidó como el único en el país que
ofrecía capacitación laboral corta y con
compromiso de inserción laboral, desti-
nada a jóvenes de bajo nivel de cualifi-
cación; y las evaluaciones mostraron
que tuvo buen impacto en la inserción
laboral aún en los momentos de más
alta desocupación.

Como se ve, tanto en estos ejemplos
como en el de Projoven, una de las cla-
ves para desarrollar una institucionali-
dad «especializada» en los dispositivos
vinculados a la capacitación de jóvenes,
ha sido el establecimiento de líneas de
acción pública sostenidas en la materia.
En este sentido, al hacer referencia a la
implementación de políticas articuladas
entre las OSC y el Estado, Jaime Ramí-
rez Guerrero (2001) señala que una de
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las grandes diferencias entre los enfo-
ques de los programas para enfrentar el
desempleo juvenil ha sido entre los que
buscan combinar la acción directa inme-
diata con la construcción institucional, y
los que no toman en consideración este
último aspecto y tienden a limitarse a la
respuesta coyuntural.

IV.4. La orientación y el apoyo a la
inserción como componentes
de la formación

Algunas estrategias fuertemente enfati-
zadas apuntan a fortalecer la efectiva in-
serción laboral de los jóvenes después
de la etapa formativa. Entre ellas: la in-
clusión de pasantías en los cursos de ca-
pacitación, el apoyo integral a empren-
dimientos productivos, y la orientación
sociolaboral. Desarrollaremos breve-
mente cada una de ellas.

a) Pasantías: Se ha acumulado en la
región un reconocimiento de la pasantía
como etapa práctica de la formación.
Actualmente, muchos programas de FP
que se orientan a la inserción en el sec-
tor formal las incluyen. Se reconoce que
el pasante pone en juego sus conoci-
mientos y competencias, y experimenta
las reglas del juego del mundo del tra-
bajo, lo cual es considerado clave en
una época en que parte de las culturas
juveniles se distancian de la «ética del
trabajo». Las pasantías constituyen a la

vez «un puente con el empleo». Una
cierta proporción de jóvenes permanece
en las empresas donde desarrollan pa-
santías (ciertos programas han reporta-
do el 30% de los casos). Este es un efecto
no menor ya que permite el acercamien-
to a un buen empleo de un joven que
por su perfil social y/o formativo no
hubiera entrado a un cierto segmento
de empleos de calidad (Lasida y Rodrí-
guez, 2006).

Sin embargo, en muchas ocasiones, el
sentido formativo de la pasantía se des-
naturaliza. Sustitución de trabajadores
por pasantes, poco contenido formati-
vo, falta de supervisiones de parte de
las entidades educativas implicadas, pa-
santes «eternos» encubriendo verdade-
ros trabajadores, han llevado a un cues-
tionamiento de esa figura legal. Una
dificultad importante en la región es que
las limitaciones del mercado de trabajo
(informalidad, precariedad) no permiten
prever la masificación de las prácticas,
dada la escasez de plazas en las organi-
zaciones productivas 10 y la falta de una
«cultura de la pasantía» que asegure
claridad de objetivos y estrategias en
los actores del mundo de la educación y
del trabajo participantes (Jacinto y Teri-
gi, 2007). Otra dificultad es que en oca-
siones las empresas requieren perfiles
socioeducativos que no coinciden con
los de los jóvenes focalizados por los
programas. Así, se ha reportado varias
veces el uso limitado de la figura del pa-
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10 Algunas leyes de pasantías en la región prevén por ello que éstas pueden desarrollarse en plazas públi-
cas o en el tercer sector.
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sante por parte del empresariado (Fin-
negan, 2006).

b) Microempresas: En el marco de las
políticas de juventud y/o las políticas so-
ciales se han promovido emprendi-
mientos juveniles en los denominados
«nuevos nichos de empleo» en el sector
servicios, en ocupaciones para las que
los jóvenes suelen manifestar alta mo-
tivación, tales como actividades cultura-
les, o artísticas. Muchos de estos pro-
gramas son descentralizados, y se
articulan de diferentes modos con los
gobiernos locales. También se caracteri-
zan por incentivar el protagonismo de
los propios jóvenes. Existe escasa eva-
luación aún de este tipo de iniciativas,
en términos de su relación con la inser-
ción laboral de los jóvenes que partici-
pan de instancias de formación o de ini-
ciación de emprendimientos colectivos.
Por ejemplo, el programa Projoven de
Brasil, incluye algunas estrategias de
este tipo.

Dentro de este tipo de programas, los
que incluyen mecanismos de selección
adecuados, buena capacitación y acom-
pañamiento poscapacitación, y articula-
ción con microcréditos tienen mayores
oportunidades de contribuir a la inser-
ción. De todas maneras, estos progra-

mas más elaborados, suelen tener más
requisitos y, con frecuencia, excluyen a
los más pobres, dado que el criterio de
selección implica tener completos los
estudios secundarios y/o poseer un pe-
queño negocio (Jaramillo, 2004). Por
otro lado, las microempresas muchas
veces no logran sobrevivir si no forman
parte de un entramado más complejo
de disposiciones legales, crediticias y de
desarrollo que las promuevan 11.

c) La orientación y el acompañamien-
to en el proceso de inserción: Hoy en día
es habitual que los programas específi-
cos al empleo juvenil incluyan algún
módulo o servicio de orientación socio-
laboral durante, después o en lugar de,
la capacitación técnica propiamente di-
cha. Este tipo de orientación, que co-
menzó en los años noventa, se ha ido
consolidando de la mano de las nuevas
concepciones sobre las políticas activas
de empleo, basadas en «dar herramien-
tas para el manejo de la propia trayecto-
ria» y en la perspectiva de intervenir so-
bre las actitudes y disposiciones hacia el
trabajo. Este componente se desarrolla
dentro del mismo curso en los progra-
mas ad hoc a cargo de OSC por ejem-
plo, pero cada vez tiende a articularse
con servicios de empleo dependientes
de los Ministerios de Trabajo, que en la

Formación Profesional para la cohesión social: una revisión de América Latina
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11 Este nuevo tipo de iniciativas les exige a los institutos de formación profesional redefinir su interven-
ción, modalidades de trabajo y hasta los resultados buscados.
Por ejemplo, en una encuesta a 111 empresarios que recibieron formación y apoyo del SENA, el 43% ex-
presaron que el SENA propició encuentros que les permitieron conectarse con posibles compradores y
casi el 38% con posibles proveedores y el 40% indicó pertenecer a una asociación con la que se vinculó a
través del SENA (Sarmiento, González et al., 2007).
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región también son sujeto de procesos
de fortalecimiento. En algunos progra-
mas, se propone incluso la creación de
una ventanilla «joven» dentro de esos
servicios, como en el sistema de forma-
ción continua de Argentina.

Varios de los programas actuales ofre-
cen también intermediación laboral y
acompañamiento después del curso.
Los objetivos son facilitar los vínculos
con las empresas y fuentes de informa-
ción sobre la demanda de empleo, y
brindar orientación que les permita eva-
luar sus propios perfiles, los pasos a
seguir en la búsqueda de empleo, la
identificación de los espacios laborales
disponibles según los perfiles de los jó-
venes, etc. 12. Como en otros temas, exis-
ten pocas evaluaciones y estudios sobre
los instrumentos e impacto de la orienta-
ción. Sin embargo, algunos seguimien-
tos de egresados muestran que los jóve-
nes valoran como útiles los aprendizajes
realizados en estos módulos (Lasida y
Rodríguez, 2006; Silveira, 2005).

IV.5. Algunas evaluaciones
recientes con buenos 
datos de inserción

Existen datos de los años 2000 que
muestran buenos resultados de inser-
ción. La evaluación de impacto del Pro-

grama de Formación en Oficios para Jó-
venes de Escasos Recursos del SENCE
muestra que logró un descenso de la ce-
santía del 82,5% de quienes ingresaron
en el año 2005, al 39,4% al ser encuesta-
dos al año siguiente. Al igual que ocurre
en otras evaluaciones, los egresados
mayoritariamente expresan satisfacción
con los cursos e indican que los aprendi-
zajes más relevantes fueron los «hábitos
de trabajo y las buenas conductas» en el
desempeño de un oficio (SENCE, 2008).

El estudio de seguimiento del Programa
Projoven del año 2008 —incorporado al
recién creado INEFOP en Uruguay— indi-
có que nueve de cada diez egresados se
insertaron en un empleo formal y que
seis de cada diez quedaron efectivos en
los puestos. Revirtiendo la composición
de dos años antes, más del 60% son mu-
jeres. Es interesante que se mantienen
vinculados con las entidades de capacita-
ción en las que se formaron (Projoven,
2009). Los seguimientos de egresados de
Projoven y de otros varios proyectos en la
región muestran que los egresados ade-
más de insertarse en el mercado de traba-
jo retoman los estudios. Datos de seis
proyectos del Programa Entra 21 de la
Fundación Internacional de la Juventud y
el FOMIN-BID muestran que antes de co-
menzar los cursos el 20% asistía a la edu-
cación o a alguna instancia de formación,
en tanto más de la mitad (54%) a los seis
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12 Esto no quiere decir que la orientación garantice la inserción o se desarrolle siempre con la calidad ade-
cuada. Por ejemplo, un estado del arte chileno al respecto, señala que, más allá de sus intenciones, en tér-
minos generales existiría poca capacidad para articular acciones, enfoques e intereses con otros actores o
instituciones que intervienen en este ámbito (Duarte Quapper y Figueroa Valenzuela, 2005).
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meses de egresar se hallaba trabajando y
el 40% estaba estudiando o en alguna
otra modalidad formativa.

El Programa Projoven de Perú es uno de
los que ha aplicado más sostenidamen-
te seguimiento de egresados comparán-
dolo con una población de control, con
características similares a los partici-
pantes, pero que no recibieron los cur-
sos. Los resultados muestran que los
egresados tienen mayor y mejor inser-
ción laboral que sus pares no formados.
Un mayor porcentaje está empleado, en
empleos más formales y con mejores
remuneraciones. En este caso es desta-
cable que las diferencias son significati-
vas entre las mujeres y muy poco para
los varones, que lograron inserciones
muy similares a las de quienes no se
formaron (Projoven, Perú, 2004).

De este modo, los programas de capaci-
tación laboral de jóvenes, que han acu-
mulado saberes a lo largo de los años
sobre las operatorias más convenientes
según los contextos y los perfiles de los
jóvenes que atienden, están logrando
buenos resultados, sostenidos por el
crecimiento del empleo en el período
2003-2008.

En definitiva, podría sostenerse que en la
presente década se ha avanzado en tor-
no a la mayor institucionalidad de los
dispositivos, en el desarrollo de diseños
de la formación que incluyen componen-
tes claves como pasantías, orientación
sociolaboral, acompañamiento posterior.
Pero aún así el alcance global de las ac-

ciones con estos modelos afecta sólo a
una mínima parte de los jóvenes de bajo
nivel de cualificación. Con lo cual se está
contribuyendo a las oportunidades de in-
tegración social de un grupo, pero el desa-
fío por delante es enorme. Los puentes
que brinden oportunidades de terminar
la educación obligatoria son imprescindi-
bles. Además, la segmentación social y
del mercado de trabajo y la segregación
residencial configuran barreras estructu-
rales fuertes que actúan contra las posi-
bilidades de producir cambios sustanti-
vos en las condiciones de acceso al
empleo de los jóvenes que habitan en los
barrios pobres y se precisan al respecto
medidas estructurales mucho más am-
plias (Jacinto et al., 2007).

V. ABORDAJES EN POS DE LA EQUIDAD
DE GÉNERO

V.1. Las inequidades de género 
en el mercado de trabajo

La participación de las mujeres en el mer-
cado laboral creció significativamente du-
rante las últimas tres décadas, igual que
ocurrió en el resto del mundo. Mientras
que en 1970 la tasa de participación labo-
ral femenina en la región era del 23%,
ésta se duplicó hasta alcanzar el 52% en
2006; esto ha significado una importante
reducción de la brecha con la participa-
ción de los hombres (OEA-CIDI, 2007).

La mayor participación no se hizo en tér-
minos equitativos con los hombres. Por
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ejemplo, se ven desproporcionadamen-
te afectadas por el desempleo. En 2006,
la tasa de desempleo femenina era de
10,4% mientras que la masculina era de
7,1% (CEPAL, 2008). Se concentran prin-
cipalmente en el sector de servicios y
existen ramas de actividad donde las
mujeres se encuentran subrepresen-
tadas. Tal es el caso por ejemplo del sec-
tor industrial donde la proporción de las
mujeres es del 14,1% mientras que el
27,1% es la de los hombres (OIT, 2008).
Además, en 2006 el 51,4% de las muje-
res económicamente activas trabajaba
en el sector informal mientras que para
los varones era 10 puntos menos. Esto
supone que un porcentaje considerable
de trabajadoras no se encuentran prote-
gidas por la legislación laboral y no es-
tán cubiertas por la seguridad social. La
precariedad es mayor entre las mujeres
indígenas y afrodescendientes (OEA-
CIDI, 2007). A lo que se suma que «las
mujeres que trabajan en forma indepen-
diente o por cuenta propia tienen un in-
greso que representa 57% del que perci-
ben los hombres. Esto se explica, entre
otras razones, porque estas deben com-
patibilizar sus tiempos laborales con
otro tipo de actividades, fundamental-
mente tareas del hogar y familiares»
(Milosavljevic, 2007 en CEPAL/AECID/
SEGIB/OIJ, 2008: 184).

En términos generales, el ingreso de
las mujeres ha aumentado más que el
de los hombres, principalmente el de
las no asalariadas (el incremento de
sus ingresos ocupacionales fue un
38%). Esto ha permitido atenuar leve-
mente las grandes disparidades sala-
riales y de ingresos entre mujeres y
hombres. De todas maneras, persisten
importantes brechas de género entre
los grupos de asalariados que llegan al
21% (CEPAL, 2008) 13.

Las desigualdades laborales de las mu-
jeres se registran aún cuando las muje-
res presentan en conjunto mayores ni-
veles de instrucción que los hombres
(CEPAL, 2008). Las mujeres latinoameri-
canas están accediendo masivamente al
sistema educativo, incluso superando a
los hombres en la educación secundaria
y en el sur del continente en la terciaria.
También registran mayor asistencia a
actividades de cualificación y actualiza-
ción que los hombres. A partir de estas
constataciones pueden realizarse varias
lecturas, que no son excluyentes entre
sí. Primero que la discriminación de las
mujeres es laboral y no educativa (hace
tan sólo algunas décadas se imponía en
ambas dimensiones). Segundo, deja
más en evidencia el carácter discrimina-
torio de los beneficios hacia los hom-
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13 Las brechas de remuneración se amplían con mayor edad y mayores niveles de experiencia. Entre los y
las jóvenes, la brecha es menor para las más educadas, pero no así entre los adultos y las adultas (y tam-
poco para el conjunto), para lo cual se han planteado las siguientes hipótesis: a) los hombres de más alto
nivel educativo perciben mucho mayor premio a la experiencia que las mujeres, que frecuentemente inte-
rrumpen su carrera por la maternidad; b) las mujeres jóvenes más educadas pueden ser más exitosas en
exigir las mismas condiciones que sus pares masculinos; o ambas hipótesis (CEPAL/OIJ, 2004).
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bres, en tanto no están técnica o merito-
cráticamente fundamentados. Tercero,
también sugieren en los sectores de
más bajos ingresos, una nueva distribu-
ción de roles, en la que los varones
salen antes del sistema educativo para
ingresar antes en el mercado de trabajo.
Algunos estudios cualitativos muestran
que las familias más pobres priorizan
«invertir» en la educación de las muje-
res, en tanto les representa un mayor re-
torno en ingresos que el hacerlo en los
varones (Infamilia, 2009).

En el propio proceso de incorporación
al mercado de trabajo, se reproducen
desigualdades y se generan otras nue-
vas, tanto dentro del mundo doméstico,
como del laboral. En el ámbito domésti-
co se genera el problema de la denomi-
nada «doble jornada», consistente en
que la mujer suma las obligaciones del
trabajo fuera del hogar a las que conti-
núa ejerciendo dentro del hogar. En el
ámbito laboral se observa que a medi-
da que ocupaciones o sectores tradicio-
nalmente ocupados por hombres se
«feminizan», pasan a recibir una menor
valorización social y económica, como
es el caso del sector de la educación, de
la salud y el sector financiero (Daeren,
2000).

La exclusión más crítica continúa siendo
la de las mujeres más pobres, las perte-
necientes a sectores indígenas y rurales,
la situación que acceden menos al siste-
ma educativo y quedan relegadas en ro-
les vinculados al mundo doméstico.
Pertenecen a hogares con mayor in-

fluencia de la división tradicional de ro-
les por género. Si bien «la importancia
de estas pautas culturales está en des-
censo, todavía muchas mujeres jóvenes
no pueden insertarse en el mercado de
trabajo debido a las restricciones im-
puestas por su familia. Esto se ve refor-
zado en situaciones en que la familia ca-
rece de alternativas para hacerse cargo
de tareas de cuidado de niños peque-
ños, discapacitados o familiares mayo-
res, ya sea porque la sociedad no pro-
vee estos servicios o porque no están al
alcance de estas familias. Esta situación
afecta sobremanera a madres jóvenes,
que frecuentemente no tienen alternati-
va para el cuidado de sus niños peque-
ños, lo que a su vez traba el acceso al
mercado laboral» (CEPAL/AECID/SE-
GIB/OIJ, 2008: 191).

V.2. Las respuestas desde la
formación y sus énfasis

Las inequidades recién analizadas tie-
nen que ver con el mercado laboral y se
requiere principalmente de políticas de
igualdad de oportunidades en el trabajo
para orientarse a su superación, ya que
expresan pautas culturales arraigadas,
que difícilmente se puede pretender
modificar en el corto plazo.

La FP y el sistema educativo no son neu-
trales respecto a esas situaciones. Silvei-
ra (2007: 3) plantea que «interactúan en
el fomento de la segmentación profesio-
nal iniciada en el discurso escolar y cris-
talizada en las opciones vocacionales.
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Los preconceptos sobre la inadaptabili-
dad femenina para los trabajos técnicos
han limitado su trabajo, condicionado la
ajenidad con la máquina herramienta y la
baja autoestima». Ello ha afectado en pri-
mer término a las mujeres y en segundo
lugar, también a la competitividad de las
empresas, que muchas veces, en la me-
dida que han incorporado mujeres en
ocupaciones tradicionalmente masculi-
nas, han encontrado que lograban mejor
desempeño que los hombres. En efecto,
la equidad también es una cuestión de
competitividad para las empresas.

Examinar el comportamiento de la FP
respecto a la equidad de género requiere
básicamente dos tareas. Documentar la
segmentación de ocupaciones destina-
das a mujeres y a hombres en la oferta
de FP y observar tendencias en las inicia-
tivas que se han propuesto cuestionar y
proponer alternativas en pos de la equi-
dad de género. Lamentablemente no se
ha podido acceder a datos que permitie-
ran ilustrar lo primero pero en cambio se
podrá centrar el análisis en los tipos de
iniciativas y sus enfoques.

Tomando como referencia la clasifica-
ción de Andrea Voria (2008, a partir de
un aporte de Ana Laura Rodríguez) refe-
rida a las políticas de género en su con-
junto y aplicándola al campo más limita-
do de la FP, se identifican los siguientes
énfasis en los programas:

a) políticas y programas de acción
afirmativa, que promueven la inte-
gración laboral y social de las muje-

res, superando las discriminaciones
que enfrentan, vinculadas a su in-
serción laboral; los ejemplos más
claros son iniciativas de formación
que tienen a las mujeres como des-
tinatarias exclusivas o principales
de las intervenciones;

b) políticas y programas que apoyan a
las mujeres frente a la doble carga
en el trabajo en el ámbito público y
privado y especialmente respecto
de los cuidados de los niños; los
ejemplos son acciones que brindan
apoyos para facilitar la formación y
luego la inserción laboral de emba-
razadas y madres;

c) políticas y programas dirigidos a
transversalizar el enfoque de equi-
dad de género, modificando algu-
nos o todos los componentes de la
formación, en sus contenidos, me-
todología y evaluaciones; por ejem-
plo los que se proponen la forma-
ción e inserción laboral de mujeres
en ocupaciones tradicionalmente
masculinas.

A continuación se analizan una serie de
experiencias en la región, a su vez orga-
nizadas en dos grandes grupos. En pri-
mer término programas dirigidos prin-
cipal (aunque no exclusivamente) a la
formación para la inserción asalariada
de mujeres pobres y de bajos ingresos.
Y a continuación otros programas que
priorizan las iniciativas de emprendi-
miento femenino, que merecen un aná-
lisis en sí mismo. Como los dos grupos
a su vez pueden cruzarse con los tres ti-
pos de énfasis recién planteados.
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V.2.1. Programas de formación que
priorizan la inserción asalariada

Se analizan a continuación algunos ca-
sos, que presentan aportes relevantes
mirados desde los tres énfasis definidos
en el apartado anterior y también por su
aporte a las políticas públicas en esta
área.

a) La iniciativa más notoria en la re-
gión fue el Programa Regional para el
Fortalecimiento de la Formación Profe-
sional y Técnica de Mujeres de Bajos In-
gresos (FORMUJER), un programa de
alcance regional que se implementó del
año 1998 al 2003 en Argentina, Bolivia y
Costa Rica, agregándose después Uru-
guay. Fue llevado adelante por el Centro
Interamericano para el Desarrollo del
Conocimiento en la Formación Profesio-
nal (CINTERFOR/OIT) y el Ministerio de
Trabajo, Empleo y Seguridad Social de
Argentina, la Fundación INFOCAL de
Bolivia y el Instituto Nacional de Apren-
dizaje (INA) de Costa Rica, al que se in-
corporó el Programa de Promoción de
la Igualdad de Oportunidades para las
Mujeres en el Empleo y la Formación
Profesional (PROIMUJER) uruguayo,
contando con el financiamiento del Fon-
do Multilateral de Inversiones (FOMIN)
del BID. En términos abreviados sus
propósitos fueron mejorar la calidad,
pertinencia y equidad de género de las
políticas de formación para el trabajo,
atendiendo especialmente a las necesi-
dades de capacitación de las mujeres en
condiciones de desventaja económica y
social.

Capacitó directamente a 3.400 perso-
nas, que constituyeron 44% más de la
meta asumida. A la vez apostó al fortale-
cimiento institucional, o sea, la revisión
y actualización de los enfoques, meto-
dologías y prácticas vigentes en materia
de FP para mejorar su pertinencia con
respecto a los cambios en la naturaleza
y organización del trabajo y para incor-
porarles la perspectiva de género y
equidad social.

Algunos de los principales resultados
logrados fueron:

• Desarrollo y aplicación de metodolo-
gía de diseño curricular por compe-
tencias, con enfoque de género para
104 salidas ocupacionales y/o espe-
cialidades de capacitación revisadas
con enfoque de género y 33 especiali-
dades revisadas conjuntamente con
el sector productivo.

• Participación femenina del 85% en los
programas y del 25% (la meta pro-
puesta) en áreas no tradicionalmente
«femeninas».

• Inclusión de personas vulnerables,
73% de los/las beneficiarios/as sin ac-
tividad remunerada y 68% sin educa-
ción secundaria completa.

• Desarrollo del concepto y de diversas
modalidades operativas de estrate-
gias compensatorias y becas, alcan-
zando con ellas al 70% de los benefi-
ciarios (2.200 mujeres).

• Información y orientación laboral: sis-
temas desarrollados en Bolivia y Ar-
gentina e incorporación del enfoque
de género al sistema del INA; metodo-
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logía de Proyecto Ocupacional de-
sarrollada en Argentina y transferida
a Costa Rica.

• Pasantías para el 70% de los/las benefi-
ciarios y talleres de sensibilización con
600 empresarios/as movilizados/as.

El programa integró en su estrategia la
mejora de la calidad y la pertinencia de
la formación, con la jerarquización del
enfoque de género, con los tres énfasis
arriba señalados, discriminación positi-
va, apoyo a las responsabilidades en los
cuidados familiares y perspectiva trans-
versal a todos los componentes de la
formación.

b) Una iniciativa local ilustra bien el
esfuerzo concentrado en la transversa-
lización, con una estrategia innovado-
ra y concentrada en generar la igual-
dad de oportunidades. Se trata del
Proyecto Mentoras dentro del Progra-
ma Chile Califica (Ministerios de Edu-
cación y de Trabajo junto con el Banco
Mundial) y la Agencia de Cooperación
Técnica Alemana (GTZ), implementa-
do en el año 2005 en la región de Ata-
cama.

Se presenta como una estrategia de
orientación vocacional y laboral, que in-
corpora como elemento fundamental el
enfoque de género, y está dirigido a
mujeres estudiantes de Educación Me-
dia Técnico Profesional de la región de
Atacama. El objetivo de este proyecto
fue que las estudiantes que optaron por
especialidades «masculinas» y, por lo
tanto, con bajas expectativas laborales,

conocieran el campo laboral de su es-
pecialidad y con ello incentivarlas a
continuar estudios superiores en el
área. Para ello se identificaron mujeres
que trabajaran o estudiaran en áreas
consideradas masculinas, a las cuales
se les denominó Mentoras, las que faci-
litaron el aprendizaje de las estudiantes
in situ.

c) La estrategia de discriminación po-
sitiva y apoyos específicos para las
mujeres es reconocible en muchos
programas, algunos vinculados a IFP.
Entre ellos, el Programa Capacitación
en Oficios del SENCE de Chile cuyo
objetivo es desarrollar competencias
laborales que permitan a las mujeres
desempeñarse en un oficio, ya sea éste
de carácter dependiente o por cuenta
propia.

Los apoyos brindados por este tipo de
programas incluyen generalmente una
asignación para movilización y alimen-
tación, los materiales necesarios para el
desarrollo de las actividades de aprendi-
zaje considerada por cada curso y cuan-
do se dirigen específicamente a jefas de
hogar, apoyos como cuidado de los
hijos.

Otras instituciones públicas de educa-
ción y trabajo participan en programas
orientados a sectores pobres. Por
ejemplo, el Programa brasilero Mulhe-
res Mil (iniciado en el 2007 y previsto
hasta el 2010) a cargo de la Secretaría
de Educación Profesional y Tecnológi-
ca del Ministerio de Educación (Se-
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tec/MEC de BRASIL) 14. Con un presu-
puesto también modesto, algo menor
al millón de dólares, la meta para fina-
les de 2010 es que más de mil mujeres
se incorporen al mundo del trabajo y
promueve que todas las Instituciones
Federales de Educación, Ciencia y Tec-
nología (IFETS) del país (que son insti-
tuciones de alta excelencia y selecti-
vas) tengan sistemas sustentables de
oferta de servicios de acceso, con for-
mación general y personalizada para
este sector de la población. Se comen-
zó cubriendo los 13 Estados del norte y
nordeste, las zonas más pobres del
país, con la perspectiva de lograr luego
un alcance nacional.

V.2.2. Programas de apoyo y estímulo
al emprendimiento de las
mujeres

Los países de América Latina están en-
tre los más emprendedores del mundo
según las estimaciones internacionales
(Global Entrepreneurship Monitor, 2007):
la tasa de actividad emprendedora pro-
medio es de 17,3%. Es en Perú donde se
encuentran los niveles más altos de em-
prendimiento (25,9%), al que le siguen
Colombia (22,7%) y Venezuela (20,2%).
De una población total de 357 millones
(entre los 18 y los 64 años, en los ocho
países de la región que fueron estudia-
dos: Argentina, Brasil, Chile, Uruguay,
Colombia, Venezuela, Perú y República

Dominicana), más de 57 millones parti-
cipan en actividades emprendedoras.
Dentro de ellos, hay una alta proporción
de mujeres.

Las microempresas dirigidas por muje-
res, si bien presentan diferencias, com-
parten algunos rasgos comunes (OIT,
1999). La producción se realiza en el ho-
gar o en el mercado donde se comercia-
lizan los productos. A menudo la labor
empresarial es simultánea con el cuida-
do de los hijos y alterna con las tareas
domésticas. Esto puede incidir en una
atención discontinua del negocio y en
confundir hogar y empresa. Además, in-
fluye en el tiempo que se le dedica al
emprendimiento, en el manejo diferen-
ciado de los ingresos (para el hogar y
para la empresa) y en provocar una do-
ble carga de trabajo para la mujer. Se
advierten también dificultades en la ad-
ministración en la medida en que la pro-
pietaria concentra en ella todas las fun-
ciones: producción o servicio, gestión y
comercialización.

También se presentan problemas en
cuanto al control que pueden tener las
mujeres sobre los ingresos de la activi-
dad que realizan, que pasan a ser con-
trolados por los varones de la familia.
Esto varía según el sector sociocultural
al que pertenece la mujer emprende-
dora y también según la característica
del negocio. Las mujeres dedicadas al
comercio suelen tener mayor control
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sobre el dinero resultante de su ne-
gocio.

Como para ejemplificar el tipo de accio-
nes desarrolladas en relación a mujeres
emprendedoras, se tomará el caso de
México, donde se identificaron varios
programas dependientes de varios orga-
nismos públicos. Los objetivos generales
definidos por los programas estata-
les se sintetizan en: contribuir a mejorar
posición social de las mujeres impul-
sando la integración económico-pro-
ductiva a través de la generación de
ocupación productiva y una mejora en
su calidad de vida, de sus familiares y
de sus comunidades. Por su parte, uno
de los programas, el Fondo Semilla,
centra su acción en el fortalecimiento de
organizaciones de mujeres que promue-
ven la equidad en el marco de sus de-
rechos humanos, mediante el otorga-
miento de donativos y servicios para el
fortalecimiento institucional. La pobla-
ción objetivo de estos programas se
constituye por mujeres indígenas y ru-
rales de bajos recursos, así como gru-
pos de artesanas en el caso del Fondo
Semilla.

Entre los servicios que brindan estos
programas, se destacan: a) apoyo para
adquisición de maquinaria, equipos y
herramientas; b) acompañamiento a tra-
vés de las instancias ejecutoras: capaci-
tación y asistencia técnica, apoyo para
el diseño de nuevos productos y mate-
riales y a la comercialización ubicando
nichos de mercado; c) asistencia para
elaborar estudios de preinversión y ca-

pital solidario y d) líneas de crédito a tra-
vés de instituciones de microfinanzas.

Habitualmente, se señala que el mayor
desafío de mediano plazo es hacer sos-
tenibles y ampliar la escala de estos pro-
yectos. Entre los logros de los progra-
mas, se constata el fortalecimiento de la
autonomía: se incrementa la confianza
en ellas mismas para diseñar y ejecutar
sus proyectos, controlar sus recursos y
aliarse con otras mujeres en proyectos
económicos.

V.2.3. Los énfasis y alcances 
en los programas de equidad 
de género

Los ejemplos presentados en los aparta-
dos anteriores muestran diferencias en
la población priorizada y en el enfoque
estratégico.

La mayoría de los programas son lleva-
dos adelante por articulaciones de orga-
nizaciones, a veces dentro del Estado,
otras combinando organizaciones con y
sin fines de lucro. Se observan varias
combinaciones de los IFP, con organiza-
ciones especializadas en la equidad de
género, tanto estatales como privadas.

Los programas que promueven la equi-
dad de género en las IFP atienden a la
población que llega a ellas, que esque-
máticamente puede estimarse que abar-
ca a los sectores de ingresos medio-ba-
jos. En este caso el enfoque combina
alguna forma de equidad de género,
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aunque vinculada con la mejora de cali-
dad de la propia formación.

En contraste, las OSC y otras entidades
públicas aparecen vinculadas a la focali-
zación en las mujeres pobres, colocan-
do a la formación como parte de la es-
trategia para promover su integración
social. En general, impactan sobre la
participación social pero no siempre es
claro el impacto económico.

Los programas dirigidos a mujeres em-
prendedoras o con potencialidad para
hacerlo, incluyen a las pobres, pero la
iniciativa no es exclusiva para ellas.
Suelen imponer ciertos requisitos o
condiciones a las participantes. En el re-
levamiento realizado, casi no han apare-
cido las IFP en este tipo de programas
sino más bien fuerte presencia de insti-
tuciones públicas o privadas sin fines de
lucro específicamente comprometidas
con la equidad de género.

El apoyo al cuidado de los hijos es un
componente que refuerza intervenciones
formativas. A la vez se observa una cre-
ciente preocupación por buscar herra-

mientas que colaboren con la concilia-
ción entre trabajo y familia. En este cam-
po se ubican regulaciones laborales (por
ejemplo sobre licencias para los padres o
sobre facilidades para la lactancia) y ac-
ciones y servicios dirigidos a apoyar a los
padres en la primera infancia de los ni-
ños, entre otras acciones y medidas de
política (OIT, 2007; Batthyány, 2007). Sin
embargo, queda mucho camino para
crear en torno a una institucionalidad
adecuada para el apoyo en el cuidado de
los niños, y en la educación inicial.

El cuadro 6 procura sintetizar cómo los
programas y los grupos de programas
analizados responden a los tres énfasis
que se identificaron en las iniciativas di-
rigidas a promover la igualdad de opor-
tunidades entre mujeres y varones. Se
incluye también una cuarta dimensión
de análisis: si los programas se propo-
nen generar cambios en las institucio-
nes y en las políticas del sector o si su
alcance se limita a las intervenciones
que llevan adelante.

El cuadro 6 muestra que predomina
como énfasis la acción afirmativa orien-
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CUADRO 6. Programas de formación profesional orientados a la equidad de género, según
énfasis

Capaci-
Mulheres

Empren-
Énfasis Formujer Mentoras tación en

Mil
dedu-

Oficios rismo
Discriminación positiva Sí Sí Sí Sí
Apoyo en cuidados de los hijos Sí Sí
Transversalización Sí Sí
Impacto político institucional Sí Sí
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tada a lograr que las mujeres efectiva-
mente accedan a oportunidades prime-
ro de formación y luego de inserción la-
boral, sea asalariada o independiente.
Los otros énfasis aparecen menos, tie-
nen un alcance más experimental, sin
embargo, se los fundamenta como com-
ponentes relevantes para el logro del
primero.

Los programas que se proponen trans-
formar las políticas e instituciones más
allá de sus intervenciones directas inclu-
yen componentes de fortalecimiento or-
ganizacional, comprendiendo infraes-
tructura, equipamiento y especialmente
formación de los formadores.

Pero en general, el repertorio de accio-
nes relevadas muestra un alcance limita-
do. Están lejos de ser intervenciones con-
solidadas e incorporadas a las políticas
en el sector. Incluso se plantean dudas
respecto a la sostenibilidad de las accio-
nes, aún mostrando logros efectivos.

VI. PROGRAMAS ORIENTADOS 
A LA POBLACIÓN RURAL

VI.1. Las transformaciones rurales
desafían a la formación:
desde la interculturalidad 
hasta los cambios
productivos y sociales

Los programas formativos para la po-
blación rural en América Latina han te-
nido como propósito principal la inte-

gración social y económica de los secto-
res pobres. Hasta hace algunas décadas
la pobreza en la región era principal-
mente un problema rural, hoy la mayo-
ría de los pobres son urbanos, aunque
mantienen una importante incidencia
en el área rural y su reducción es más
lenta que en la urbana en los contextos
de crecimiento económico (CEPAL/FAO/
IICA, 2009).

El medio rural latinoamericano ha expe-
rimentado importantes transformacio-
nes en lo productivo y en lo social, que
modifican los desafíos y posibilidades
que se presentan para la formación. «La
revolución tecnológica ha llegado al
campo latinoamericano; la adopción de
políticas de promoción de las industrias
de la agroalimentación han modificado
radicalmente las formas de explotación y
de propiedad de la tierra; ello ha traído
aparejado además, la superación de la
antinomia rural/urbano, y el consiguiente
desarrollo de un continuum campo/ciu-
dad» (Weimberg, 2008: 6). Ha habido un
proceso de desruralización, que se evi-
dencia en el decrecimiento y también en
el envejecimiento de la población rural.

Las oportunidades generadas por este
proceso no se distribuyen equitativa-
mente. En muchos casos se orientan a
ocupaciones no agrícolas, entre varios
ejemplos en este sentido puede citarse
el agroturismo o el ecoturismo presen-
tes en la mayoría de los países de la re-
gión. En contraste «entre los ocupados
en la agricultura hay una preponderan-
cia de población muy joven y de adultos
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mayores, así como de personas con
poca educación, especialmente hom-
bres. En la agricultura se da el ingreso
promedio más bajo de todas las ocupa-
ciones; igual sucede con la productivi-
dad» (CEPAL/FAO/IICA, 2009: 69).

Esquemáticamente se puede afirmar
que en la región los jóvenes huyen tanto
del medio rural como del empleo rural.
«En el área rural, la producción se con-
centra en pocas actividades y de bajo ni-
vel técnico. En su mayoría, los trabajos
son temporales, físicamente exigentes,
con muy baja remuneración y práctica-
mente sin seguridad social. Un gran nú-
mero de los jóvenes empleados en el
campo (15 a 24 años) son trabajadores
familiares no remunerados (38%) o bien
trabajadores independientes (17,5%). El
90% no tienen contrato o tienen contra-
to temporal, sólo el 14% cotizan para un
seguro de salud y un 10% para pensio-
nes» (CEPAL/AECID/SEGIB/OIJ, 2008:
192). En este contexto, las migraciones
ocupan un lugar importante en las es-
trategias de supervivencia de las fami-
lias. Centros de formación y formadores
testimonian que muchas veces quedan
vacantes en los cursos vinculados a la
producción primaria.

Asimismo, la diversidad cultural y étni-
ca que caracteriza al mundo rural es
otro de los desafíos para la educación y
la FP en la región: además de la recono-
cida brecha rural-urbana se agrega otra
a nivel intrarrural entre la población in-
dígena y el resto (Atchoarena y Gasperi-
ni, 2004). Sin embargo, el reconocimien-

to de la realidad multicultural ha estado
ausente del debate de la formación para
el trabajo, como así también a nivel de
políticas educativas aunque haya apare-
cido a nivel de algunos programas inno-
vadores. En los programas aparecen
diferentes concepciones de intercultura-
lidad: desde los que rechazan a la posi-
ción integracionista y la posibilidad de
reforzar la autonomía cultural, pasando
por los que plantean el rescate de sabe-
res indígenas y el diálogo con el conoci-
miento oficial hasta los que intentan
generar un intercambio entre culturas
indígenas y la cultura dominante (Pieck
y Messina, 2009).

En el otro extremo de la problemática,
los intensos procesos de transforma-
ción productiva han incluido tecnologí-
as fuertemente automatizadas, deman-
dantes de pocos puestos de trabajo con
cualificaciones medias y altas, que su-
ponen por ejemplo el manejo de maqui-
naria sofisticada y de alto valor. Ocurre
la paradoja, como por ejemplo en el sec-
tor forestal uruguayo, que para esas
funciones las empresas deben buscar
técnicos en el exterior. En varios países
las transformaciones se han concentra-
do en empresas modernas, intensivas
en capital y en tecnología. Pero este pro-
ceso muestra diversas configuraciones
en la región, donde la pequeña y la me-
diana agricultura con activos escasos
varían desde representar el 27% del sec-
tor hasta el 67% en Nicaragua y de con-
tener desde el 57% del empleo del sec-
tor, en Chile y Colombia hasta el 77% en
Brasil (CEPAL/FAO/IICA, 2009).
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En este escenario CEPAL, FAO e IICA,
tres de las agencias intergubernamenta-
les más activas a nivel rural proponen
en cada uno de los subsectores rurales
—agrícola, ganadero, forestal, pesquero
y acuícola— una combinación de inves-
tigación y desarrollo, articulada con los
cambios y las oportunidades que se
están gestando en cada uno de ellos y
que tengan como destinatario y actor
fundamental a las pequeñas y medianas
empresas y el desarrollo sostenible.

VI.2. ¿Qué formación requieren
esos cambios en la
producción y en la sociedad
rural?

La oferta formativa dirigida a la pobla-
ción rural ha tenido una capacidad par-
cial de responder a esas transformacio-
nes en la producción y al mejoramiento
de sus condiciones de vida, la diversi-
dad étnica y el desarrollo sostenible. Se
identifican tres desafíos relativos a su
vinculación a la cohesión social:

a) Buena parte de la FP viene traba-
jando, con resultados muy dispa-
res, desde hace décadas, con la po-
blación campesina, pequeños y
medianos propietarios, tanto en el
terreno de mejoramiento de las téc-
nicas productivas como sobre la
gestión y acceso al microcrédito.
Muchos programas con enfoques
integrales de desarrollo local han
tenido buenos resultados, pero si
no son acompañados de otras me-

didas, la pobreza estructural limita
las posibilidades de influir positiva-
mente desde la formación. Por otro
lado, han sido muy escasas las ini-
ciativas que abordaron la intercul-
turalidad.

b) La formación vinculada con proce-
sos de asistencia técnica, transfe-
rencia e innovación tecnológica y a
cargo de distintos actores estatales
y privados, articulados entre sí y
con acciones de crédito y subsidio
para empresas. En este sentido, va-
rias IFP están trabajando con una
acumulación importante, como las
que se van a analizar a continua-
ción.

c) La articulación con los procesos de
investigación, innovación y desarro-
llo vinculados a las principales
transformaciones en el sector. Esta
es la principal asignatura pendien-
te, que les exige repensar sus for-
mas de gestión y articulación con
las empresas, porque difícilmente
podrán hacer por sí solas las inver-
siones que este desafío supone.

La formación en este ámbito debería
ofrecer oportunidades, existentes en
áreas urbanas tales como tecnologías
de información y comunicación (TIC),
además de incluir formación en especia-
lidades más diversas, como las vincula-
das a las nuevas «ruralidades» e incluso
otras que se adelanten a posibles migra-
ciones. El mayor desafío en este sentido
son las escalas menores y la dispersión
territorial de los participantes.
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A modo de ejemplo, se analizan a la luz
de estos desafíos, tres programas focali-
zados en los grupos rurales postergados,
que coinciden en privilegiar la formación
para llevar adelante o para mejorar ini-
ciativas empresariales. Forman parte de
un grupo de iniciativas similares, algu-
nas con varias décadas que reportan ni-
veles de cobertura importantes.

En Brasil «ProJovem Campo-Saberes
da Terra» ofrece FP y escolarización a
los jóvenes agricultores familiares de 18
a 29 años que no concluyeron la ense-
ñanza básica. El programa busca am-
pliar el acceso a educación de calidad a
este segmento de población históri-
camente excluido del proceso educa-
cional, respetando las características,
necesidades y pluralidad de género, ét-
nico-racial, cultural, generacional, políti-
co, económico, territorial y productivos.

Implementado desde 2005, en 2008 fue-
ron aprobados proyectos de 19 estados
y 19 instituciones públicas de enseñan-
za superior que están siendo ejecutados
con la meta de atender a 35.000 jóvenes
agricultores familiares.

Los agricultores participantes reciben
un fondo mensual pequeño y tienen que
cumplir con el 75% de asistencia. El cur-
so, con duración de dos años, es ofreci-
do en sistema de alternancia (aulas teó-
ricas en la escuela y prácticas agrícolas
en las comunidades). El formato del
programa es responsabilidad de cada
Estado, de acuerdo con las característi-
cas de la actividad agrícola local.

El gobierno federal descentraliza recur-
sos para las Secretarías de Educación
de los estados, municipios e institucio-
nes de Enseñanza Superior Pública que
desarrollan el programa.

El SENA colombiano desarrolla el Pro-
grama de Jóvenes Rurales Emprende-
dores combinado con acciones priorita-
rias hacia la población desplazada por
las situaciones de violencia, la que es
mayoritariamente rural (véase cuadro
1). Su propósito es cualificar jóvenes ru-
rales pertenecientes a los niveles de in-
greso más bajos, con edades compren-
didas entre 16 y 35 años y también a
población vulnerable sin límite de edad
en áreas estratégicas de alto desempe-
ño ocupacional. Los programas son
concertados con el sector productivo, la
comunidad, los entes municipales, de-
partamentales teniendo en cuenta los
siguientes aspectos: los cursos, de 200 a
450 horas de duración, involucran a los
alumnos en el desarrollo de un proyecto
productivo; los jóvenes pueden acceder
a recursos de financiación a través de:
Banca de las Oportunidades, Fondo Em-
prender, Economía Solidaria, entre otras.
Para este fin los aprendices son acom-
pañados por las Unidades de Emprendi-
miento de los CFP. Se prioriza la forma-
ción a las personas en condición de
desplazamiento por la violencia a nivel
nacional.

En México, el Instituto Nacional para el
Desarrollo de Capacidades del Sector
Rural, Asociación Civil, (INCA Rural)
desde 1973 desarrolla acciones dirigi-
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das a la población rural. Se trata de una
institución paraestatal, asociación civil,
al mismo tiempo, vinculada a la Se-
cretaría de Agricultura, Ganadería, De-
sarrollo Rural, Pesca y Alimentación. Su
objetivo es desarrollar capacidades de
profesionales e instituciones públicas,
sociales y privadas en la población ru-
ral, mediante el diseño, impulso y coor-
dinación de programas y procesos de
participación, educación no formal, ca-
pacitación, evaluación, acreditación y
certificación, que contribuyan a elevar el
nivel de desarrollo humano y el empleo,
mejorar los ingresos, abastecer el mer-
cado interno, y revertir el deterioro de
los ecosistemas en las zonas rurales y
costeras.

Promueve un modelo de desarrollo ru-
ral integral, buscando su aplicación a ni-
vel de los municipios a través de una
gestión compartida entre los actores lo-
cales públicos, privados y sociales. Se
orienta a una nueva concepción del su-
jeto de desarrollo rural: se incluye al
conjunto de los individuos que confor-
man el colectivo social del territorio, to-
mando en cuenta los diferentes seg-
mentos de población, especialmente los
tradicionalmente excluidos.

En las diversas modalidades que utiliza
ha logrado una amplia cobertura de zo-
nas y también en el número de benefi-
ciarios registrados, que superan el mi-
llón de personas. Ofrece formación en
diversas modalidades, adecuadas a la
situación y posibilidades de la pobla-
ción de la zona y de los agentes locales

con los cuales se asocia. Como resulta-
do de sus acciones los principales pro-
ductos logrados están vinculados al di-
seño y la gestión de empresas rurales,
al desarrollo rural municipal y la capaci-
tación productiva. Ha incluido entre sus
formas de intervención la televisión
educativa, produciendo programas y
periódicas transmisiones en vivo. Más
recientemente ha incorporado la forma-
ción en línea para los profesionales ru-
rales.

A su vez, los tres programas presentan
diferencias relevantes, generadas por el
marco institucional y el contexto en el
que se han desarrollado. El programa
brasileño es parte de las políticas fede-
rales brasileñas enfocadas a los secto-
res más relegados (combinando la ex-
clusión socioeconómica y la territorial) y
se apoya en las instituciones educativas
del gobierno federal. En Colombia es el
SENA el responsable del programa y
enfrenta un desafío que agrava los pro-
blemas de pobreza y exclusión terri-
torial, como es la situación de los des-
plazados por la violencia, que es un
problema mayoritariamente rural. En
tanto en México es una institución pa-
raestatal, específica para el medio rural,
que en su estructura, en su mandato y
en sus acciones tiene el cometido de ar-
ticular a diferentes organismos estata-
les y no estatales con competencia en el
área rural.

Desde la perspectiva de los cuatro de-
safíos planteados con anterioridad,
todos tienen un abordaje integral en
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relación al primero, pero es menos cla-
ro que incorporen perspectivas inter-
culturales. Están por lo menos bien
posicionados para el segundo. En la
concepción amplia e integral de la for-
mación se destaca el caso mexicano, a
cargo de una organización original,
con una rica tradición que ha logrado ir
renovando. Ninguno de los tres incur-
siona en el cuarto, pero dadas sus ca-
pacidades podrían avanzar hacia la in-
corporación de ofertas en ocupaciones
vinculadas a las nuevas «ruralidades»
en su menú de formación. El principal
desafío es el que se ubicó en tercer lu-
gar, que si bien corresponde con sus
declaraciones de propósitos, parece
encontrarse lejos de sus capacidades
efectivas. En todo caso podrían enfren-
tarlos con los arreglos institucionales
sobre los que están montados, que les
permiten generar diversas articulacio-
nes y modalidades de cooperación con
distintos actores. Pero la tensión se
produce entre los perfiles socioeduca-
tivos de base de los pobladores rurales
y las características socioproductivas
de los ámbitos donde viven. Se requie-
ren abordajes integrales en el marco
de proyectos de desarrollo local mu-
cho más amplios. En algunos casos,
las iniciativas auto-gestionadas en el
marco de la economía social, apoyadas
por los gobiernos, están planteando al-
gunas respuestas. Tal es el caso de al-
gunos emprendimientos de este tipo
en Brasil. Pero aún la tensión entre
varios desafíos persiste en la mayor
parte de las zonas rurales latinoameri-
canas.

VII. FORMACIÓN PROFESIONAL
Y COHESIÓN SOCIAL: ALGUNOS
ENFOQUES PROMETEDORES

Se han identificado a lo largo de este ca-
pítulo, diferentes enfoques que han ido
aportando a las mayores vinculaciones
entre FP y cohesión social. Entre ellos se
cuentan los siguientes:

a) Ya se ha señalado abundantemente
las fortalezas importantes de enfo-
ques recientes, entre las que se
cuentan las tendencias hacia el
cambio y el fortalecimiento de la
institucionalidad de la FP, la articu-
lación de diversos actores institu-
cionales en la atención de sectores
vulnerables incluyendo diversos or-
ganismos públicos y OSC; y las
cada vez más vastas articulaciones
entre FP y educación formal secun-
daria y básica, imprescindibles para
fortalecer el papel de la FP en la co-
hesión social.

b) Otros aspectos a resaltar son los en-
foques de aprendizaje y las innova-
ciones al respecto.

En primer lugar, la expansión del enfo-
que de diseño a partir de competencias,
que habilita el aprendizaje integrado de
competencias personales como técni-
cas, organizativas e incluso emprende-
doras (Vargas, en prensa). Varias de las
IFP optaron por modernizar sus currícu-
los a partir de las competencias (INTE-
CAP, SENATI), otras han desarrollado
mecanismos de reconocimiento de apren-
dizajes previos o certificación (SENCE,
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INA) y en otros países se han desarrolla-
do estos dos servicios, los de formación
y certificación a partir del liderazgo de
una institución nacional (SENA, SENAI).
La adopción de una formación basada
en competencias ha llevado a promover
una reingeniería total de la oferta forma-
tiva desde el punto de vista técnico-pe-
dagógico: redefinición de los conteni-
dos de los programas; desarrollo de
metodologías y tecnologías adecuadas
a los nuevos requerimientos; diseño de
materiales y recursos didácticos; forma-
ción de técnicos, instructores, admi-
nistrativos y directivos; en otros tér-
minos, una concepción que privilegia la
resolución de problemas en detrimento
de una formación basada en la mera
acumulación de conocimientos y des-
trezas.

En este sentido, desde la formación por
proyectos, en lugar de una formación
atada a programas previamente conce-
bidos, hasta la masiva adopción de las
nuevas TIC en los ambientes pedagógi-
cos, o el trabajo en equipo. El aula o el
taller ya no son los únicos ámbitos de
aprendizaje, pues se reconocen los pro-
cesos de aprendizaje de las personas en
distintos lugares y a distintos ritmos
(Vargas, en prensa; Weimberg, 2008).

En la actualidad, la casi totalidad de las
instituciones especializadas en la materia
aplican el enfoque de competencia en di-
ferentes niveles y aproximaciones. Sin
embargo, la aplicación de formación por
competencias ha permeado fundamen-
talmente a las primeras etapas del proce-

so de preparación de la FP y sólo en algu-
nas IFP, está planteado alcanzar la totali-
dad de su oferta. Las competencias apor-
tan a la integralidad de la formación y a
la vez a la adecuación a los cambios en el
mundo del trabajo. Contribuyen aún más
a la cohesión social cuando forman parte
de sistemas nacionales de normalización
y certificación, que permiten el reconoci-
miento de los aprendizajes independien-
temente de donde se hayan logrado. De
cualquier modo, es un proceso en curso
no exento de debates, ya que varios paí-
ses no han adoptado el enfoque.

En segundo lugar, se reconoce cada vez
más el papel de las competencias bási-
cas y generales en la formación para el
trabajo, y está en la agenda educativa de
la región la extensión de la escolaridad
obligatoria hasta la finalización de la edu-
cación secundaria. Para atender a este
objetivo, la FP ha sido abordada de va-
rias maneras: incluyendo programas
compensatorios dentro de su misma
oferta; o incorporando dentro de las polí-
ticas activas de empleo un componente
de «terminalidad educativa», para facili-
tar la finalización del nivel básico y/o se-
cundario de los jóvenes y adultos, y/o
articulando la FP con la educación secun-
daria general. Se ha visto que estas op-
ciones incipientes tienden a fortalecer el
aporte a la cohesión social tanto de la FP
como de la educación secundaria.

En tercer lugar, el reconocimiento de las
pasantías o prácticas laborales en las
iniciativas enfocadas en jóvenes, gene-
ralizadas a partir de los denominados
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«proyectos jóvenes» de los años noven-
ta. Se tienden a reconocer no como un
agregado posformación, sino como par-
te constitutiva del proceso formativo. La
práctica laboral se convierte en un
momento fundamental en la formación
del joven a la vez que en un canal de
comunicación constante entre las em-
presas y el programa para que éste
se mantenga en sintonía con el mercado
laboral. Incluso estas prácticas son mu-
chas veces una puerta de acceso al em-
pleo para los jóvenes, ya que permane-
cen una vez de terminada la etapa. Este
carácter de «puente con buenos em-
pleos» refuerza la contribución hacia la
equidad de estos dispositivos. Lamenta-
blemente estas prácticas no son fre-
cuentes en los programas de carácter
más social u orientados al sector infor-
mal. Incluso son pocas las IFP que las
incluyen curricularmente. Una de las ra-
zones son los propios límites de los
mercados de trabajo de la región para
proveer empleos decentes. También la
vinculación de la FP con una orientación
ocupacional, sea a través de módulos
específicos o de articulación con servi-
cios de empleo puede considerarse una
práctica que apunta a modelos más in-
tegrales de FP y en este sentido, contri-
buye a la integración laboral y social.

En cuarto lugar, más allá de lo valioso
de las iniciativas que intentan promover
la inserción en el empleo formal, la
atención del amplio sector informal es
ineludible en la región. Entre las mejo-
res prácticas de formación en este cam-
po, están las que se dirigen a la pobla-

ción que se encuentra en el sector infor-
mal, pero no con la perspectiva de que
permanezca indefinidamente en el mis-
mo. Asimismo, es una fortaleza que se
articulen con modalidades de asistencia
técnica y tutorías a las empresas, así
como con subsidios y microcréditos (a
veces con la modalidad «banca comu-
nal» o microcrédito, que ha demostrado
fuerte sostenibilidad a partir de los altos
índices de repago).

En torno a estas iniciativas se observa
una asociación entre actores privados y
estatales, de diverso tipo, a nivel local,
en las que asumen un papel proactivo
y de los gobiernos municipales, a través
de diversos organismos y herramien-
tas de promoción de la actividad econó-
mica en sus zonas.

Existen actualmente muchos ejemplos
de programas de atención a sectores
pobres que asumen enfoques holísti-
cos, buscando no sólo vincular calidad y
equidad, sino también desarrollo soste-
nible a nivel local y el mejoramiento de
la calidad de vida de las personas y co-
munidades. Combinan desarrollo edu-
cativo, productivo y de FP.

Otro aspecto auspicioso es el énfasis
dado a la participación de las comunida-
des, y de las OSC en la formulación y
ejecución de programas en los que par-
ticipa el Estado en sus distintos niveles,
en modelos de «gestión asociada». Esta
perspectiva cobró énfasis a partir del re-
conocimiento de las limitaciones de los
enfoques «desde arriba» (top-bottom).
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También se encuentra en proceso de ex-
pansión en América Latina el enfoque de
Economía Solidaria, principalmente por
los esfuerzos de la cooperación interna-
cional no gubernamental y otros actores
sociales tales como sindicatos y organi-
zaciones de base, y de las diferentes
iglesias, principalmente la Iglesia católi-
ca. Durante los últimos veinte años se
extendió el uso en la región del concepto
«Tercer Sector» que pone énfasis en la
idea de que lo económico-social se orga-
niza en torno a tres tipos de actores de la
economía: los organismos estatales, las
empresas privadas de carácter capitalis-
ta y todos las otras formas de empresa y
organizaciones, que por lo general se ca-
racterizan por no tener fines de lucro y
en la generación de bienes y servicios de
interés público, o por su modo de ges-
tión participativo. Es interesante notar
que en la actualidad este término tiene
una gran difusión en países como Brasil,
que ha creado en el contexto del Minis-
terio del Trabajo una Secretaría de Esta-
do en Economía Solidaria. También en
Colombia, Argentina, Uruguay, y Chile
experiencias de este tipo (que incluyen
cooperativas, asociaciones y fundacio-
nes, empresas recuperadas por sus tra-
bajadores, etc.) vienen siendo apoyadas
por el Estado a través del Tercer Sector
(Radrigán Rubio, 2008).

VIII. A MODO DE DESAFÍOS PENDIENTES

A pesar de las tendencias auspiciosas
que acaban de plantearse, los desafíos

para consolidar una FP que responda a
un abordaje general de políticas para la
cohesión social son muchos.

a) El énfasis actual en brindar puentes
con buenos empleos se enfrenta al
reconocimiento de que la escasez
de empleos decentes constituye un
obstáculo estructural que excede
las políticas específicas. Es preciso
afrontar y proponer a nivel macro-
económico medidas que promue-
van la generación de empleo de ca-
lidad. Esto implica no sólo mayor
cualificación de la mano de obra
sino también intervenciones en in-
fraestructura productiva, seguridad
jurídica, e impulso a la productivi-
dad. Se trata nada menos que del
desarrollo con equidad y cohesión
social de la región. La heterogenei-
dad de la economía, tanto entre paí-
ses como al interior de éstos, cues-
tiona el posible impacto de las
políticas de capacitación y empleo
diseñadas para las empresas forma-
les y el trabajo registrado. La ampli-
tud del empleo informal desafía la
FP y limita la aplicación de la legisla-
ción laboral (Gallart, 2008). El diseño
e implementación de los dispositi-
vos implica tener en cuenta el con-
texto sociopolítico, institucional y
cultural que condicionan su viabili-
dad, alcance y posible impacto.

b) El potencial aporte de la FP a la co-
hesión social sólo puede compren-
derse si está en estrecha vincula-
ción con la educación formal en una
perspectiva sistémica. A pesar de
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los avances en esta línea, en la re-
gión, es todavía un desafío estable-
cer puentes entre diferentes circui-
tos formativos (escolaridad formal,
FP, lugares de trabajo). Las distan-
cias y desarticulaciones entre el sis-
tema educativo del mundo produc-
tivo y entre la educación formal y la
FP son características persistentes a
nivel de los países y aún a nivel, de
las regiones y localidades. Ministe-
rios de Educación y Ministerios de
trabajo pueden llegar a tener políti-
cas en paralelo, incluso opuestas.
En conjunto, se observa una disper-
sión de intervenciones que incluso
a veces implican duplicaciones, y
en muchos casos, poco contacto
con el mercado de trabajo. Un siste-
ma más flexible que permita la
diversidad de estudios y opcionali-
dades (sin constituir circuitos «de
segunda categoría»), pasarelas entre
diversos campos de enseñanza o
entre una experiencia profesional y
regreso a la formación, y que con-
temple validación de saberes y
competencias adquiridos en la ex-
periencia es el horizonte de un sis-
tema articulado y equitativo.

c) Los servicios de información, orien-
tación y articulación con la deman-
da han venido desarrollándose en
la última década, pero aún enfren-
tan necesidades de mayor desarro-
llo e institucionalización. Más allá
del circuito de FP de alta calidad y
vinculado a las grandes empresas,
se suele carecer de sistemas esta-
dísticos y de información que brin-

den bases sólidas a nivel local para
fortalecer el entramado empleo-for-
mación-productividad, definir ade-
cuadamente los perfiles profesio-
nales y facilitar el acceso de los
jóvenes a los buenos empleos.

d) Otra característica crítica de mu-
chas intervenciones es que han se-
guido una lógica segmentada, como
se ha mencionado. Aunque se han
señalado aquí muchos avances en
ese sentido, todavía queda mucho
para lograr políticas sostenidas. En
términos generales, persiste un pa-
ralelismo entre FP y educación re-
gular. A esta altura, el diagnóstico
de la desarticulación y paralelismo
entre medidas es compartido y se
va creando un cierto consenso en
que se debe pasar de la aplicación y
ejecución de programas, al diseño y
puesta en práctica de políticas efec-
tivas que enfrenten los problemas
de manera estructural y, por ello,
más permanente (OIT, 2007).

e) Sin dejar de reconocer la impor-
tancia de los procesos de institu-
cionalización señalados, también
es preciso reconocer que muchos
programas innovadores son resul-
tado de diversidad de organizacio-
nes y de acuerdos entre ellas. El
relevamiento muestra la potencia-
lidad que tienen «nuevos actores»,
no tradicionales de la formación,
de carácter muy diverso (desde or-
ganizaciones especializadas en
trabajo con mujeres, o con el me-
dio rural, hasta aquellas de la edu-
cación formal). A veces actuando
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por sí mismas y otras en alianza
con organizaciones especializadas
en la FP. La diversidad resulta deci-
siva a veces para llegar a las po-
blaciones excluidas, a las que mu-
chas veces no llegan los grandes
institutos de formación. En este
sentido representan un aporte los
sistemas de normalización y cer-
tificación de competencias, que
tienen como uno de sus criterios
básicos la evaluación de las com-
petencias, independientemente de
cómo se hayan logrado; por lo tan-
to se incluye a la propia experien-
cia laboral, que tiende a conver-
tirse en un ámbito cada vez más
relevante para el aprendizaje e in-
cluso a las actividades informales
y a las domésticas.

f) Las políticas implementadas sufren
muchas discontinuidades no siem-
pre por diferencias ideológicas o de
modelos de desarrollo. La disconti-
nuidad resulta especialmente com-
plicada porque los cambios en el
campo de la educación y la forma-
ción difícilmente se completan y
menos se evalúan durante el perío-
do de cuatro o cinco años que es la
duración de un mismo gobierno.
En ocasiones la inestabilidad es ge-
nerada por el sólo reemplazo del
ministro o de las autoridades insti-
tucionales directas, sin ocurrir un
cambio general en el Gobierno. Es
un desafío institucional mayor en-
tonces construir políticas y progra-
mas que posibiliten la acumulación
y el aprendizaje, manteniendo los

logros y corrigiendo las deficien-
cias.

g) Por último, es preciso remarcar una
cuestión central de la configuración
de las sociedades latinoamericanas:
las fuertes tendencias hacia la pola-
rización social y la exclusión. Como
se ha visto, algunos grupos son par-
ticularmente vulnerables por moti-
vos étnicos, raciales, de género, de
localización geográfica. A ellos se
suman las poblaciones desplazadas
por la violencia, aquellas que se ven
impelidas a migrar o a sobrevivir
malamente en las áreas urbanas
con mayores déficits en la atención
de necesidades básicas. Como se
ha visto en este documento, la es-
trategia de focalización en grupos
vulnerables puede ser ineludible
pero sin duda es insuficiente para
superar fuertes e históricos obs-
táculos para la integración social
global de la región.

En suma, se ha visto que perspectivas y
dispositivos recientes se apoyan a una
comprensión más amplia del fenóme-
no, enfatizando la intervención sobre el
fortalecimiento de la institucionalidad,
la calidad de los empleos y experiencias
formativas que puedan restituir meca-
nismos de socialización laboral quebra-
dos ante la crisis del empleo. La emplea-
bilidad aparece desde una perspectiva
polifacética que incluye diferentes tipos
de aprendizajes significativos para la
vida social y laboral y la valorización de
la educación formal.
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Ahora bien, la complejidad de la proble-
mática reclama articular las dimen-
siones estructurales, institucionales, in-
dividuales y subjetivas vinculadas a la

cohesión social que condicionan el ac-
ceso a buenos empleos y a condiciones
de vida dignas, y plantean desafíos am-
plios a las políticas en este terreno.

Formación Profesional para la cohesión social: una revisión de América Latina

59

016_10 aju 01  5/5/10  08:52  Página 59



016_10 aju 01  5/5/10  08:52  Página 60



I. INTRODUCCIÓN

I.1. Objetivo del capítulo

La introducción a cualquier capítulo o
artículo suele iniciarse con una pregun-
ta: por qué resulta oportuno y pertinen-
te su elaboración, esto es, qué razones
justifican el análisis del que es objeto
este capítulo.

En este caso, y como soporte de tales ra-
zones, resulta necesario aproximarse,
aunque sea brevemente, al concepto co-
hesión social, describir su significado e
identificar sus conexiones con las políti-
cas educativas y de formación, en gene-
ral, y de formación profesional, en parti-
cular, para proceder finalmente a analizar
en qué medida dichas políticas están con-
tribuyendo —o, en su caso, obstaculizan-
do— al desarrollo de la cohesión social.

No obstante, aparte de constatar que,
dada su actual vigencia, el concepto co-
hesión social ha merecido recientemen-
te, y sigue mereciendo, numerosos análi-
sis acerca de sus eventuales significados,
ha de advertirse que no constituye un ob-
jetivo específico de este trabajo contri-
buir a la investigación y/o debate sobre
tal concepto. El objetivo de este capítulo
no es otro que el de analizar en concreto,
en la experiencia española, las oportuni-
dades y los obstáculos que la formación
profesional procura o promueve en or-
den a reforzar la cohesión social.

Para ello es necesario hacer un breve re-
paso de los significados básicos del

concepto de cohesión social —al me-
nos, de aquellos que dispongan de sufi-
ciente consenso y aceptación— sin que
ello pretenda constituirse, como se aca-
ba de advertir, en una contribución ex-
presa a la investigación y/o al debate so-
bre el significado de dicho concepto.

I.2. Una breve aproximación 
al concepto cohesión social

El concepto cohesión social —entiénda-
se éste como integración, y/o como
inclusión, y/o como prevención de cual-
quier forma de discriminación, des-
igualdad, marginación o exclusión, y/o
como sentido de identidad y de perte-
nencia a un proyecto o situación común,
y/o como participación en las institucio-
nes sociales y políticas, y/o como apro-
piación de valores cívico-sociales, tales
como la tolerancia, el respeto a los dere-
chos humanos, la legitimidad y el respe-
to al estado de derecho, la equidad, la
responsabilidad colectiva, etc., y/o
como acceso equitativo al empleo, la
educación, la justicia, la sanidad, la pro-
tección social y otros servicios y bienes
públicos…— ha pasado de ser un con-
cepto sociológico a convertirse en un
concepto y en un objetivo político, a tra-
vés del cual se articulan objetivos y pro-
gramas políticos planteados y/o com-
prometidos por gobiernos, instituciones
y organismos tanto nacionales, como
internacionales.

La Unión Europea ha sido la primera
gran entidad política que ha incorpora-

2. LA FORMACIÓN PROFESIONAL PARA LA COHESIÓN SOCIAL:
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do en sus textos, declaraciones y trata-
dos el objetivo específico de la cohesión
social y que ha promovido programas
que procuren el establecimiento de polí-
ticas y de mecanismos que refuercen la
cohesión social de los ciudadanos de
Europa.

Posteriormente, los países latinoameri-
canos han importado y adaptado este
concepto a su realidad y a la agenda de
las cumbres regionales.

La gran diversidad en las definiciones
del concepto de la cohesión social per-
mite descubrir las múltiples facetas y
características con las que se correspon-
de dicho fenómeno.

Sin duda, constituye un propósito enco-
miable conseguir una definición inte-
gradora e incluyente del concepto, que
permita a todos —tanto investigadores
en ciencias sociales, como gestores de
políticas públicas y ciudadanos en gene-
ral— disponer de un referente y un len-
guaje común. Remitimos el lector al ca-
pítulo de introducción de este trabajo
donde se exponen algunas de las defini-
ciones de cohesión social más citadas
en la literatura sobre la materia.

I.3. Los mecanismos de inclusión 
y de cohesión social

Pero mucho mayor interés que alcanzar
una definición consensuada sobre el
concepto cohesión social tiene la identi-
ficación de los mecanismos que pro-

mueven o procuran dicho objetivo, es
decir, la identificación de las medidas y
de los programas y políticas sociales
que intervienen en la construcción y el
desarrollo de comunidades muy cohe-
sionadas socialmente.

El estudio de la CEPAL sobre la cohesión
social publicado en 2007 (CEPAL/AECID/
SEGIB, 2007), elabora una definición
propia a partir del supuesto de que ésta
se refiere tanto a la eficacia de los meca-
nismos instituidos de inclusión social,
como a los comportamientos y valora-
ciones de los sujetos que forman parte
de la sociedad: «Los mecanismos inclu-
yen, entre otros, el empleo, los sistemas
educacionales, la titularidad de dere-
chos y las políticas de fomento de la
equidad, el bienestar y la protección so-
cial. Los comportamientos y valoracio-
nes de los sujetos abarcan ámbitos tan
diversos como la confianza en las insti-
tuciones, el capital social, el sentido de
pertenencia y solidaridad, la aceptación
de normas de convivencia y la disposi-
ción a participar en espacios de delibe-
ración y en proyectos colectivos»
(op. cit.: 17).

Los sistemas educativos y de formación
figuran, pues, como miembros de pleno
derecho, entre los principales mecanis-
mos de inclusión social que, se supone,
procuran o promueven la cohesión so-
cial.

Esta misma consideración según la cual
la educación constituye un soporte o pilar
básico de la cohesión social queda refle-
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jada también en el sistema de indicado-
res de la cohesión social establecidos
por la Unión Europea y el estudio citado
de la CEPAL.

Por lo tanto, ello reafirma la pertinencia
del análisis que se plantea en este capí-
tulo: ¿qué oportunidades y qué obstácu-
los en concreto manifiestan, respecto a
la relación educación/formación-cohe-
sión social, los sistemas educativos/for-
mativos?

I.4. La formación profesional 
y la cohesión social

Como componente específico de los sis-
temas educativos y formativos, la rela-
ción entre el sistema de formación pro-
fesional y la cohesión social requiere,
obviamente, un análisis específico que
aborde de modo concreto —en este
caso, en el sistema español de forma-
ción profesional— las oportunidades y
obstáculos que caracterizan dicha rela-
ción. Sin embargo, el sistema de forma-
ción profesional trasciende lo que tradi-
cionalmente se conoce como sistema
educativo, concebido como sistema de
formación inicial dirigido a la población
en edad escolar.

En efecto, el sistema de FP engloba,
ciertamente, al subsistema de forma-
ción profesional inicial dirigido a la po-
blación en edad escolar, que ordinaria-

mente está integrado en el sistema edu-
cativo (lo que en España se conoce
como subsistema de FPR); pero también
incluye otro u otros dos, según el caso,
subsistemas de formación profesional,
no menos importantes que la FPR: el
destinado a la población activa adulta
empleada (subsistema de Formación
Continua) y desempleada (subsistema
de Formación Ocupacional). En España,
recientemente, estos dos subsistemas
han quedado integrados en uno solo: el
Subsistema de Formación para el Em-
pleo 1.

Cada uno de estos subsistemas de for-
mación profesional desempeña una
función crucial desde la perspectiva de
la cohesión social y cada uno de ellos
requiere análisis específicos que desve-
len la relación singular que mantienen
con la cohesión social, en términos de
oportunidades y obstáculos.

No obstante, sin dejar de resaltar el inte-
rés y la importancia que tiene analizar
las aportaciones y limitaciones que ma-
nifiesta el subsistema de formación pro-
fesional destinado a la población activa
adulta, en este capítulo el análisis se fo-
calizará únicamente en las relaciones
entre la FPR y la cohesión social.

Por lo demás, el esquema del capítulo
se corresponde con los siguientes con-
tenidos: en primer lugar, se aborda una
descripción del actual sistema español

La Formación Profesional para la cohesión social: el caso de España
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de formación profesional reglada (FPR),
establecida en la Ley de Ordenación
General del Sistema Educativo o LOG-
SE (1990), así como de las diversas revi-
siones legales que ha sufrido hasta la
actualidad. Dicho análisis descriptivo
del sistema de FPR se realizará desde la
perspectiva de su función como «ins-
trumento de cohesión social», dejando
al margen todas las características del
sistema que no tengan una relación di-
recta o indirecta con dicha función.

A continuación se destacan y analizan
las principales oportunidades que, des-
de la perspectiva de la cohesión social,
procura y promueve el sistema español
de FPR. En otras palabras, se abordan
de una forma ya más específica las
aportaciones y/o innovaciones pretendi-
das por el sistema español de FPR para
mejorar la cohesión social de sus bene-
ficiarios, así como el análisis de los re-
sultados —conocidos hasta el momen-
to— producidos, en su caso, por dichas
aportaciones.

Posteriormente, como corolario del epí-
grafe anterior, se identifican y analizan
los principales problemas y/o déficit del
actual sistema español de FPR en orden
al cumplimiento eficaz de su función
como instrumento de la cohesión social.

Finalmente, a modo de conclusiones, se
realiza —al hilo de los análisis anterio-
res— una síntesis ordenada de diversas
sugerencias y/o propuestas orientadas a
reforzar las oportunidades del sistema
español de FPR y a reducir sus limitacio-

nes como instrumento de mejora de la
cohesión social.

II. EL SISTEMA ESPAÑOL 
DE FORMACIÓN PROFESIONAL
REGLADA: RASGOS PRINCIPALES

El actual sistema español de Formación
Profesional Reglada fue establecido en la
Ley Orgánica de Ordenación del Sistema
Educativo de 1990, conocida como LOG-
SE. Posteriormente, han sido aprobadas
otras dos leyes generales reguladoras
del sistema educativo —la Ley Orgánica
de Calidad de la Educación o LOCE, de
2002, y la Ley Orgánica de Educación o
LOE, de 2006— pero las modificaciones
introducidas por ellas (véase más ade-
lante) son secundarias y apenas afectan
a la arquitectura fundamental del siste-
ma de FPR regulado por la LOGSE. Los
rasgos fundamentales que caracterizan a
este sistema son los siguientes.

II.1. La formación profesional
básica

El modelo de formación establecido por
la LOGSE distingue tres dimensiones de
la formación: la formación general, la for-
mación profesional básica y la formación
profesional específica. Su novedad, pues,
reside en la diferenciación entre la forma-
ción profesional básica y la específica.

La formación «profesional básica» se de-
fine como aquella formación constituida

Francisco de A. Blas Aritio
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por conocimientos y habilidades relacio-
nados con la vida laboral, que proporcio-
nan la base científico-técnica de las ca-
pacidades y competencias profesionales
que deberán adquirirse en la posterior
formación profesional específica (sea en
los posteriores Ciclos Formativos o en
los estudios universitarios). Por su parte,
la formación «profesional específica»
está constituida por aquellos conoci-
mientos y habilidades más terminales y
profesionalizadores, inspirados por las
realizaciones profesionales con valor y
significado en el empleo.

La formación profesional básica es la
que soporta y fundamenta a la forma-
ción profesional específica, de forma
que entre ambas tiene que producirse
una adecuada secuenciación de objeti-
vos y capacidades. La formación corres-
pondiente a la adquisición de compe-
tencias profesionales que caracterizan a
una profesión está, pues, constituida
por el conjunto de la formación general
y de la formación profesional básica
(ambas impartidas en las enseñanzas
secundarias comunes: en la Educación
Secundaria Obligatoria y, en su caso, en
el Bachillerato) y de la formación profe-
sional específica (impartida en los res-
pectivos Ciclos Formativos de Grado
Medio o de Grado Superior).

Esta diferenciación hace posible, por
primera vez, convertir a la «formación
profesional básica» en una exigencia

formativa para todo el alumnado, y no
únicamente (como ocurría antes) para
quienes habían optado por la vía de la
formación profesional; y significa intro-
ducir a todo el alumnado en la cultura
de la tecnología, posibilitando al mismo
tiempo su acceso en cualquier momen-
to a itinerarios formativos conducentes
a títulos profesionales.

Las materias y contenidos de la forma-
ción profesional básica encuentran su
materialización en la Educación Secun-
daria Obligatoria a través de una nueva
área, la Tecnología, que tiene carácter
obligatorio para todos los alumnos en
los tres primeros años de la etapa y op-
cional en el cuarto, y a través de un área
de «iniciación profesional». Esta forma-
ción profesional básica se completa, por
lo demás, con un enfoque más práctico
y funcional de las materias tradiciona-
les, reforzando los procedimientos y ac-
titudes relacionados con el trabajo. Por
su lado, la formación profesional básica
se concreta en el Bachillerato a través
de nuevas materias, tales como Tecno-
logía Industrial, Economía, Organiza-
ción de Empresas, Electrotecnia, etc. 2.

II.2. La formación profesional
específica: los Ciclos
Formativos

Como consecuencia, pues, de la integra-
ción de la formación profesional básica

La Formación Profesional para la cohesión social: el caso de España
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en el tronco común de las enseñanzas
secundarias, se singulariza la formación
profesional específica, que queda confi-
gurada en los llamados Ciclos Formati-
vos. Los Ciclos Formativos (de Grado
Medio y de Grado Superior), cuya dura-
ción oscila entre uno y dos cursos aca-
démicos, conducen a titulaciones de ca-
rácter terminal, esto es, a titulaciones
que acreditan cualificaciones o compe-
tencias profesionales con valor y signifi-
cado en el empleo.

Esta opción del nuevo modelo de FPR
—que supone la supresión del anterior
tránsito sin solución de continuidad de
la Formación Profesional de Primer Gra-
do a la de Segundo Grado— se halla so-
portada por el concepto competencia
profesional (concepto que no proce-
de del mundo educativo-formativo, sino
del mundo productivo). Una competen-
cia profesional se define como la apli-
cación de conocimientos, destrezas,
habilidades y responsabilidades que
permite desempeñar situaciones de tra-
bajo a los niveles requeridos en el em-
pleo 3.

Es desde esta perspectiva desde la que
adquiere toda su significación la afir-
mación de que los bloques formativos
que constituyen los contenidos de la
oferta de enseñanzas profesionales ten-
gan como referente terminal las com-
petencias profesionales identificadas
en los sectores productivos; pues no

otra cosa que la adquisición de compe-
tencias profesionales con valor y signi-
ficado en el empleo, que facilite la in-
serción en el mercado de trabajo,
constituye el objetivo prioritario de la
formación profesional. Por tanto, una
determinada formación profesional
concluye cuando se ha adquirido o al-
canzado una determinada competen-
cia, y es en este sentido en el que debe
interpretarse el carácter terminal de las
titulaciones a las que conducen los Ci-
clos Formativos 4.

Por lo que se refiere a su contenido, la
estructura de los Ciclos Formativos se
concibe como una estructura modular,
cuyos componentes son los módulos
profesionales. Cada módulo profesional
está asociado a una determinada com-
petencia profesional (siendo más pre-
cisos, a una determinada unidad de
competencia), que podrá ser objeto de
acreditación o certificación de profesio-
nalidad, esto es, de reconocimiento de
su validez en el empleo. En otras pala-
bras, el diseño de los Ciclos Formativos
rompe con la tradicional lógica acadé-
mica (organización de cursos en asig-
naturas) y propone una estructura mo-
dular que permita, por una parte, la
adquisición singularizada de unidades
de competencia susceptibles de ser re-
conocidas en el mercado de trabajo y, por
otra, el establecimiento de un sistema
de correspondencias y convalidaciones
con la formación profesional ocupacio-
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3 Véase Real Decreto 676/1993, de 7 de mayo.
4 Véase MEC (1997): Metodología para la definición de las titulaciones profesionales, MEC, Madrid.
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nal (gestionada por las administracio-
nes laborales) y con la experiencia la-
boral.

Aquí reside una de las apuestas estraté-
gicas fundamentales del nuevo mode-
lo: la formación profesional gestionada
por las administraciones educativas se
concibe, por primera vez, como un ins-
trumento para adquirir cualificaciones
que trasciende a la propia población en
edad escolar. Como tal instrumento, se
oferta también a la población trabaja-
dora, rompiendo el mito de la existen-
cia de dos formaciones profesionales
distintas. La formación profesional
es única o, mejor dicho, sus objetivos
son únicos o los mismos, ya que éstos
—las profesiones, las cualificaciones o
las competencias profesionales— son las
que se demandan desde los sectores
productivos y las que son objeto de
oferta y demanda en el mercado de tra-
bajo.

La instrumentación organizativa de la
formación para adquirir dichas com-
petencias podrá ser diversa, teniendo
en cuenta las diferentes capacidades y
ritmos de aprendizaje asociados a la
heterogénea población destinataria de
la formación o el alcance más o me-
nos polivalente de las competencias
objeto de la formación; pero, en últi-
ma instancia, el referente de todos los
sistemas formativos —incluida la pro-
pia experiencia laboral— es el mismo:
las competencias o cualificaciones
profesionales requeridas en el sistema
productivo.

II.3. Los Programas de Garantía
Social

Un tercer rasgo del nuevo modelo o siste-
ma de formación profesional que debe
destacarse tiene que ver con los requisi-
tos académicos de acceso. A fin de evitar
el problema que sufrió el anterior sistema
de FPR (regulado por la Ley General de
Educación de 1970), que se vio obligado a
incorporar al alumnado procedente del
«fracaso escolar» (esto es, al alumnado
que no finalizaba la antigua Educación
General Básica), el nuevo sistema educa-
tivo se dota de un nuevo instrumento que
permite atender a este grave y delicado
problema, evitando con ello que el siste-
ma de FPR se vea lastrado por el mismo y
sufra el deterioro de su calidad.

Dicho instrumento no es otro que los
Programas de Garantía Social, progra-
mas formativos que permiten el mante-
nimiento de la escolarización de alum-
nos con dificultades escolares, sin que
el sistema de formación profesional
quede lastrado en su calidad por su in-
corporación; y que, al mismo tiempo,
posibilitan —en el marco de las medidas
de atención a la diversidad— la recupe-
ración de muchos de estos alumnos con
dificultades, en orden a su eventual
reincorporación a los itinerarios regla-
dos del propio sistema educativo.

Los expertos educativos coinciden en se-
ñalar que la auténtica calidad de un siste-
ma educativo reside en la prevención y el
tratamiento eficaz de los desajustes es-
colares (en otros términos, en la preven-
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ción del fracaso escolar). A lo largo de las
etapas de escolarización obligatoria, la
LOGSE promueve una serie de instru-
mentos, conocidos como «medidas de
atención a la diversidad», como apoyo a
los alumnos con dificultades para conse-
guir los objetivos de la Educación Secun-
daria Obligatoria. No obstante ello, exis-
te un colectivo de alumnos que no logran
alcanzar dichos objetivos. Para ellos, la
LOGSE prevé la organización de Progra-
mas específicos de Garantía Social, con
el fin de proporcionarles una formación
básica y profesional que les permita «in-
corporarse a la vida activa» o «proseguir
sus estudios» en la formación profesio-
nal de grado medio a través de la supera-
ción de una prueba.

En efecto, los Programas de Garantía
Social son, por un lado, programas
compensatorios de formación básica,
de uno a dos cursos de duración, que
ofrecen a sus destinatarios otra oportu-
nidad de adquirir la preparación mínima
para insertarse satisfactoriamente en la
sociedad como ciudadanos; y, por otro
lado, son también programas que poseen
un componente de formación profesio-
nal específica, que prepara a los alum-
nos para el desempeño de uno o varios
puestos de trabajo afines.

En este último sentido, constituyen de
hecho un primer nivel elemental de for-
mación profesional específica: se inspi-
ran también en perfiles profesionales
claramente determinados y vigentes en

el mundo del trabajo —oficios—, se
plantean como objetivo la preparación
que garantice la realización de activida-
des y tareas correspondientes al perfil
profesional y se desarrollan en un con-
texto de aprendizaje profesional. Por lo
demás, ha de señalarse que estos Pro-
gramas no son reglados (no conducen a
titulación alguna), sino que poseen un
marco general y una organización inter-
na muy flexibles, son de carácter indivi-
dualizado y precisan de un eficaz siste-
ma de orientación profesional.

Los destinatarios naturales de los Pro-
gramas de Garantía Social son, por una
parte, jóvenes de más de 16 años con di-
ficultades de aprendizaje, que terminan
o abandonan la etapa de la Educación
Secundaria Obligatoria sin alcanzar sus
objetivos y, sin embargo, desean seguir
escolarizados para mejorar su deficiente
formación; y, por otra, jóvenes que por
diversas circunstancias (particularmen-
te, jóvenes en situación de riesgo social
o jóvenes con dificultades socioeconó-
micas familiares) no desean seguir es-
colarizados y a partir de los 16 años
abandonan los centros sin haber alcan-
zado los objetivos de la Educación Se-
cundaria Obligatoria 5.

II.4. La planificación de la oferta
formativa

Un cuarto rasgo novedoso del sistema
español de FPR se refiere a la planifica-

Francisco de A. Blas Aritio
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ción y el desarrollo de la oferta de for-
mación profesional. La propia LOGSE
establece expresamente que dicha pla-
nificación debe llevarse a cabo con la
participación activa y efectiva de los
agentes sociales.

En efecto, otro de los criterios clave
que los expertos en formación profe-
sional utilizan para evaluar la calidad
de un sistema de formación profesio-
nal se refiere a la correspondencia que
debe producirse entre el tipo de oferta
de enseñanzas profesionales y las ne-
cesidades de cualificación de la región
en la que tiene lugar la oferta, así como
al papel efectivo que desempeña dicha
oferta como dinamizadora del desarro-
llo productivo y económico de la re-
gión.

A partir de esta premisa resulta obvio
que las necesidades de escolarización
educativa no pueden ser el único crite-
rio orientador de las decisiones relativas
a la planificación de la oferta. Necesida-
des de escolarización y necesidades de
cualificación concretas de cada región,
comarca o localidad, deben sincronizar-
se a fin de que los resultados del nuevo
sistema sirvan, simultáneamente, a las
legítimas exigencias de formación y
cualificación de los ciudadanos y a las
necesidades reales de desarrollo econó-
mico-productivo de la respectiva región,
comarca o localidad. En ningún lugar
mejor que en éste se debe producir la
concurrencia de intereses individuales
(los del ciudadano que necesita cualifi-
carse para insertarse o mantenerse en el

mercado de trabajo) y colectivos (los de
las empresas, que necesitan mejorar su
competitividad para seguir desarrollan-
do económica productivamente la re-
gión en la que están ubicadas).

II.5. La «formación concertada»:
relaciones entre la escuela 
y la empresa

Otro rasgo u objetivo significativo del
nuevo sistema de FPR tiene que ver con
su decidido propósito de aproximar y
estrechar las relaciones existentes en-
tre el sistema educativo y el sistema
productivo, entre la escuela y la empre-
sa. La expresión formación concertada
hace referencia, precisamente, a ese
necesario concierto que debe estable-
cerse en numerosos ámbitos entre los
sectores educativos y los sectores pro-
ductivos, concierto que ha de beneficiar
a ambas partes. Gracias a él, los prime-
ros podrán definir los objetivos y los
contenidos de la formación de forma
realista y funcional, y de acuerdo con
las exigencias y demandas concretas
que la deben inspirar; los segundos dis-
pondrán de recursos humanos cualifi-
cados de acuerdo con sus necesidades,
mejorando de esta forma su competiti-
vidad en un mercado cada vez más exi-
gente.

A este respecto, las medidas concretas
con las que el nuevo sistema de FPR en-
cara esa necesaria relación entre el sis-
tema educativo y el sistema productivo
son las siguientes:
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— primera, la participación efectiva de
los agentes sociales en el diseño y
actualización de las nuevas enseñan-
zas profesionales, identificando en
los diferentes sectores productivos
las competencias profesionales que
se requieren en el empleo;

— segunda, la participación efectiva de
los agentes sociales en la elabora-
ción y definición de los mapas for-
mativos de la oferta de enseñanzas
profesionales, haciendo que éstas se
correspondan con las demandas
concretas del desarrollo económico-
productivo regional, comarcal o lo-
cal;

— tercera, el diseño conjunto con los
agentes sociales de los programas
de formación continua del profeso-
rado que imparte la formación profe-
sional, y la participación de las em-
presas —ofreciendo como escenario
docente los lugares y situaciones de
trabajo reales— en su impartición;

— cuarta, la colaboración en la imparti-
ción de las enseñanzas profesionales
de expertos de los diferentes secto-
res productivos, en calidad de «pro-
fesores especialistas»;

— quinta, la participación efectiva de
los agentes sociales en el sistema de
orientación profesional, contribu-
yendo a definir los itinerarios de in-
serción profesional en las respecti-
vas familias profesionales;

— y sexta, el desarrollo de un nuevo
modelo de formación en centros de
trabajo (prácticas formativas o pa-
santías laborales) que, además de
institucionalizar las relaciones entre

la escuela y la empresa, posibilite es-
tancias del alumnado durante su pe-
ríodo de formación en centros de tra-
bajo reales.

De todas ellas, sin duda la más relevan-
te y destacada es esta última: la forma-
ción obligatoria en centros de trabajo. El
fundamento básico de este objetivo,
consolidado ya con más de un siglo de
experiencia por los sistemas de forma-
ción en alternancia, no es otro que el de
que también se aprende trabajando o,
formulado en otros términos, que deter-
minados aprendizajes sólo se adquieren
a través de situaciones de trabajo rea-
les.

El módulo profesional «Formación en
Centros de Trabajo» consiste, en con-
creto, en la realización obligatoria de un
programa formativo por parte de todos
los alumnos que aspiren a obtener un tí-
tulo profesional en el sistema educativo.
Como programa formativo, está consti-
tuido por un bloque coherente de for-
mación profesional específica, definido
por un conjunto de objetivos formativos
específicos, unos contenidos referidos a
tareas y actividades a realizar en el cen-
tro de trabajo y unos criterios de evalua-
ción, todo ello referido a las compe-
tencias cuya adquisición persigue la
formación definida en todo el Ciclo For-
mativo. Se realiza en las empresas o
centros de trabajo, una vez que el alum-
no ha cursado en el centro educativo los
restantes módulos profesionales. Suele
tener una duración media de unas 400
horas en jornada laboral completa.

Francisco de A. Blas Aritio
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Como tal programa formativo, debe ser
evaluado y calificado a los efectos de
obtener el título profesional.

Los objetivos específicos de este Módu-
lo profesional singular son:

— contribuir a complementar los cono-
cimientos, habilidades y destrezas
adquiridos en el centro educativo
mediante estancias formativas de
los alumnos en los centros de traba-
jo, alcanzándose de este modo mejo-
res y más ajustados niveles de cuali-
ficación técnica y profesional;

— facilitar la aplicación de los conoci-
mientos tecnológicos adquiridos en
el centro educativo en los procesos
productivos reales y concretos que
se desarrollan en los centros de pro-
ducción o de prestación de servicios;

— fomentar el sentido de la autonomía,
creatividad profesional y responsa-
bilidad, capacitando al alumno para
que, con la necesaria independencia,
aprenda a buscar soluciones y resol-
ver las cuestiones profesionales que
se presentan en la realidad laboral;

— favorecer el conocimiento de la
organización sociotécnica y de las
relaciones laborales de los sectores
productivos relativos a la familia
profesional, facilitando la transición
entre la escuela y la vida activa.

La formalización de la realización del
módulo profesional «Formación en Cen-
tros de Trabajo» se lleva a cabo median-
te un convenio que suscriben el respon-
sable de la empresa y el responsable del

centro educativo. En dicho convenio fi-
guran las actividades concretas que
constituyen el programa formativo pro-
piamente dicho, así como la designa-
ción de los tutores responsables del
programa para cada alumno o grupo de
alumnos (tutor de la empresa y tutor del
centro educativo) y los criterios de eva-
luación del programa. La presencia de
los alumnos en la empresa no implica
relación laboral alguna entre ésta y
aquéllos.

Entre los efectos más destacados
de este Módulo, junto al fundamental de
suponer un medio insustituible de apren-
dizaje para los alumnos, merece la pena
destacar, en primer lugar, la privilegiada
facilitación de la inserción profesional
que procura para los alumnos que reali-
zan estas estancias en las empresas; en
segundo lugar, el ser un referente coti-
diano para la evaluación del sistema,
pues nadie mejor que los propios traba-
jadores para juzgar y valorar la oportu-
nidad y la utilidad de los aprendizajes
que adquieren los alumnos en los cen-
tros educativos; por último, su contribu-
ción a la creación de esa cultura de cola-
boración entre la escuela y las empresas
a la que se ha hecho referencia hace
unos momentos.

II.6. Un sistema descentralizado:
las competencias de las
Comunidades Autónomas

Cualquier sistema de formación profe-
sional debe ser, por definición, descen-

La Formación Profesional para la cohesión social: el caso de España

71

016_10 aju 02  5/5/10  08:51  Página 71



tralizado. En efecto, la exigencia de ajus-
te y correspondencia entre la demanda
y la oferta de cualificaciones profesiona-
les, la heterogénea geografía que pre-
senta la distribución de los sectores pro-
ductivos en cualquier país, la necesaria
atención a la especificidad de los reque-
rimientos de las diversas situaciones la-
borales (incluso dentro de un mismo
sector productivo/familia profesional),
la flexibilidad requerida en los progra-
mas formativos para que se conformen
y se adapten al cada vez más rápido
desarrollo tecnológico y a sus conse-
cuencias asociadas a la cambiante con-
figuración de las competencias pro-
fesionales... obligan a que cualquier
sistema de formación profesional que
aspire a ser eficaz tenga que ser inevita-
blemente flexible y, por tanto, descen-
tralizado.

Sin embargo, y sin perjuicio de lo ante-
rior, la descentralización que caracteriza
al sistema de FPR español no obedece
únicamente a exigencias internas del
sistema, sino que también y sobre todo
responde al particular ordenamiento
constitucional del Estado español. La
descentralización no debe ser conside-
rada como un rasgo específico del siste-
ma de formación profesional, porque no
es una característica exclusiva de éste
(como sí lo son las analizadas en los
apartados anteriores), sino que afecta al
conjunto del sistema educativo.

En efecto, el Título IV de la Constitu-
ción española considera la organización
del Estado español en Comunidades

Autónomas (CC AA), que pueden ejer-
cer o, en su caso, comparten competen-
cias con el Estado. Por lo que se refiere a
las competencias educativas, la Consti-
tución reserva al Estado las conocidas
como competencias básicas, mientras
que las CC AA asumen las competen-
cias de la planificación y gestión del sis-
tema en cada uno de sus territorios.

No cabe duda de que esta singular con-
figuración política del Estado español
en Comunidades Autónomas supone
un antídoto valiosísimo para neutralizar
las fuertes tendencias históricas de cen-
tralización que han caracterizado al sis-
tema educativo español, inspirado en el
modelo napoleónico, y ello redunda en
un claro beneficio particular para el
desarrollo del sistema de formación
profesional. Aunque, efectivamente,
ello también plantee nuevos riesgos, la
descentralización autonómica favorece
la flexibilidad del sistema, posibilita un
mejor ajuste entre las ofertas y las de-
mandas de cualificaciones profesiona-
les en el ámbito regional (autonómico)
y convierte al sistema en más ágil y
más capaz de atender los cambios for-
mativos que requerirá en el futuro la
evolución de los escenarios producti-
vos.

II.7. Posteriores leyes educativas

Como se ha anticipado más arriba, tras
la ordenación general del sistema edu-
cativo establecida por la LOGSE han
sido aprobadas otras dos leyes regula-
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doras de dicho sistema, aunque ningu-
na de ellas ha introducido modificacio-
nes sustantivas en el subsistema de
FPR.

La primera de ellas, la Ley Orgánica de
Calidad de la Educación (LOCE), de
2002, modificó la denominación de los
Programas de Garantía Social, que pa-
saron a denominarse Programas de Ini-
ciación Profesional (art. 27). Las princi-
pales novedades que introdujo esta
nueva denominación legal fueron la du-
ración de los mismos (que quedó esta-
blecida en dos años), la posibilidad de
acceder a ellos a partir de los 15 años
(los Programas de Garantía Social sólo
se podían cursar a partir de los 16 años),
la obtención del título de Educación Se-
cundaria Obligatoria tras su superación
y la facilitación del acceso a los Ciclos
de Grado Medio para quienes superaran
los módulos profesionales de dichos
Programas. Asimismo, la LOCE ofrecía
en algunos supuestos la posibilidad del
acceso directo de la FP de Grado Medio
a la FP de Grado Superior. Sin embargo,
la aplicación de la LOCE fue suspendida
en el año 2004, apenas iniciado su de-
sarrollo.

La segunda, la Ley Orgánica de Educa-
ción (LOE), de 2006, actualmente en vi-
gor, vuelve a modificar la denomina-
ción de los originales Programas de
Garantía Social, que pasan a denomi-
narse Programas de Cualificación Pro-
fesional Inicial (art. 30), abriendo la par-
ticipación en su organización e
impartición a diversas entidades (loca-

les, profesionales, empresariales, sin-
dicales, organizaciones no guberna-
mentales…); y mantiene la posibilidad
—apuntada en la LOCE— de organizar
un curso «puente» que facilite el acceso
de la FP de Grado Medio a la de Grado
Superior.

Por lo demás, apenas existen otras
modificaciones de relevancia respecto
al sistema de FPR establecido por la
LOGSE.

III. OPORTUNIDADES DEL SISTEMA
ESPAÑOL DE FPR PARA PROMOVER
LA COHESIÓN SOCIAL

Anteriormente se ha señalado que,
aunque en principio la educación y la
formación se consideran instrumentos
fundamentales para procurar y promo-
ver la inclusión y la cohesión social, no
siempre una actividad educativa o
formativa, o algunos de los componen-
tes de un sistema educativo/formativo,
cumplen esta función instrumental. El
sistema español de FPR no es una ex-
cepción a esta consideración: contiene
elementos y componentes que procu-
ran oportunidades reales para reforzar
la cohesión social, pero también da
lugar a procesos que pueden obstaculi-
zarla.

Por lo que se refiere a las oportunidades
para promover la cohesión social cons-
titutivas del sistema español de FPR, de-
ben destacarse las siguientes.

La Formación Profesional para la cohesión social: el caso de España
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III.1. Supresión de la «doble vía»

Aunque los años de desarrollo del sub-
sistema español de FPR establecido por
la LOGSE la han relegado prácticamente
al olvido, debe destacarse que la prime-
ra y fundamental aportación de dicho
subsistema a la cohesión social consis-
tió, en términos de evitación de la exclu-
sión, en suprimir lo que se conocía
como doble vía del anterior sistema
educativo.

En efecto, el sistema educativo regulado
por la LGE (de 1970) establecía una or-
ganización de las enseñanzas que dife-
renciaba claramente —tras un período
de enseñanza común y obligatoria de
ocho años (desde los seis hasta los ca-
torce, la EGB)— dos vías de progreso
educativo: la vía «ordinaria» (constitui-
da por el Bachillerato y, en su caso, los
posteriores estudios universitarios) y la
«segunda vía» o vía de la formación
profesional (constituida por un primer
ciclo de dos años o Formación Profesio-
nal de Primer Grado, cuya superación
permitía el acceso a un segundo ciclo de
tres años o Formación Profesional de
Segundo Grado).

Esta configuración estructural de los iti-
nerarios formativos del sistema educati-
vo produjo los siguientes efectos no de-
seados:

— de hecho, la segunda vía o vía de la
formación profesional se convirtió
en la receptora de aquellos alumnos
que manifestaban mayores dificulta-

des académicas y/o, sobre todo, de
menores niveles socioeconómicos o
pertenecientes a los colectivos más
desfavorecidos (cuyas familias no
siempre podían soportar la continui-
dad de su escolarización en las ense-
ñanzas postobligatorias y precisa-
ban su pronto ingreso en el mercado
laboral con una mínima cualificación
profesional); además, una interpre-
tación flexible de la propia LGE per-
mitió incorporar al sistema de for-
mación profesional al alumnado que
ni siquiera había obtenido el título de
Graduado Escolar (que acreditaba la
superación positiva de la etapa de
ocho cursos de enseñanza obligato-
ria), convirtiendo a la FPR en una vál-
vula de escape provisional para evi-
tar el fenómeno del fracaso escolar;

— pero, al mismo tiempo, y aunque
pueda resultar paradójico, el currícu-
lo de la segunda vía o vía de la
formación profesional (reservada,
como se acaba de indicar, para los
alumnos con mayores dificultades)
se configuró con un grado de com-
plejidad formal superior al currículo
del Bachillerato o vía ordinaria de las
enseñanzas generales; en efecto, el
alumno que ingresaba en la vía de la
formación profesional tenía que su-
perar unos planes de estudio que,
además de enseñanzas «generales»
(Matemáticas, Física, Literatura, His-
toria, etc.), incluían enseñanzas pro-
fesionales «básicas» y enseñanzas
profesionales «específicas»;

— como consecuencia de esta singular
articulación del sistema formativo,

Francisco de A. Blas Aritio
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los alumnos que manifestaban una
progresión académica ordinaria y
que, por tanto, se incorporaban a la
primera vía, o vía del Bachillerato, no
tenían la oportunidad de recibir for-
mación profesional «básica», ya que
ésta quedaba reservada para quie-
nes habían realizado su opción —vo-
luntaria u obligadamente— por la
alternativa de la formación profesio-
nal;

— asimismo, y como otro efecto no de-
seado, la formación general propia-
mente dicha quedó configurada y
ofertada a través de un doble rasero,
esto es, oferta de primera y de se-
gunda categoría; la calificación —sin
duda, peyorativa— de «segunda vía»
atribuida a la formación profesional
no se predica de las propias ense-
ñanzas profesionales (las cuales, al
ser distintas, siempre se han de con-
figurar como vías alternativas a las
enseñanzas generales), sino que se
predica de las enseñanzas generales;
tratándose de las mismas enseñan-
zas generales, su articulación en dos
vías sólo podía obedecer —como, de
hecho, así ocurrió— a que existían
dos ofertas diferentes en contenidos
de formación, niveles de exigencia y
cualificación formativa;

— por supuesto, esta doble configura-
ción de la oferta, además de en la or-
denación académica (diferentes con-
tenidos y niveles de exigencia), tuvo
también su traducción en los niveles

organizativos: diferentes centros, di-
ferentes equipamientos didácticos y
diferente profesorado para cada una
de las dos vías;

— y cuando existen dos vías o procedi-
mientos para impartir, en principio,
una misma formación, acaba suce-
diendo que la formación adquirida
no es la misma y que los dos proce-
dimientos no conducen a los mis-
mos resultados; de hecho, esto es lo
que se produjo y así lo apreció la co-
munidad educativa y la sociedad en
general: existía la vía «ordinaria», la
de los alumnos que accedían al Ba-
chillerato; y la vía «alternativa», la
reservada a los alumnos menos ca-
paces y los colectivos más desfavo-
recidos y de menores recursos eco-
nómicos, la formación profesional;
así, pues, la doble vía contribuyó al
desprestigio, falta de nivel de exi-
gencia y pobre consideración de la
FPR.

El nuevo sistema de FPR regulado por la
LOGSE —además de retrasar dos años,
hasta los dieciséis, el momento de deci-
sión de los jóvenes para acceder a una
formación de carácter más profesiona-
lizador 6— eliminó el fenómeno de la
doble vía, incluyendo una formación co-
mún para todos los alumnos, respecti-
vamente, en la Educación Secundaria
Obligatoria (cuya superación permite
acceder al Bachillerato o a la FPR de
Grado Medio) y en el Bachillerato (cuya

La Formación Profesional para la cohesión social: el caso de España
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superación permite acceder a la Univer-
sidad o a la FPR de Grado Superior) y
suprimiendo los dos procedimientos de
su impartición: ahora todo el alumnado
recibe esa formación con el mismo nivel
de exigencia en los mismos centros, con
el mismo profesorado y con el mismo
contenido curricular. La nueva FPR ya
no recibe alumnos próximos al fracaso
escolar, como ocurría antes, sino a alum-
nos a los que se les supone, al menos, el
mismo nivel de formación que se exige
a quienes eligen, respectivamente, con-
tinuar sus estudios en el Bachillerato o
en la Universidad.

III.2. Prevención del fracaso
escolar: los Programas de CPI

Con independencia de su denominación
(Programas de Garantía Social, Progra-
mas de Iniciación Profesional o Progra-
mas de Cualificación Profesional Inicial),
este tipo de programas constituye uno
de los instrumentos más valiosos de la
lucha contra el fracaso escolar, fenóme-
no que las estadísticas más optimistas
atribuyen a una cuarta parte de la pobla-
ción escolar 7.

Resulta innecesario señalar que el fraca-
so escolar constituye una de las causas
fundamentales de la exclusión social
—en términos de pérdida de autoestima

y, por tanto, de identidad social y, sobre
todo, por el hándicap que supone para
la inserción laboral y profesional— y
que es un fenómeno que sufren de for-
ma abrumadoramente mayoritaria los
sectores de menores recursos económi-
cos y los sectores más débiles y desfa-
vorecidos (inmigrantes, minorías étni-
cas, minusválidos…). Por ello, cualquier
medida que tenga por objeto prevenirlo
y/o eliminarlo es, por definición, una
medida que contribuye a la cohesión so-
cial.

Los objetivos de los Programas de Cua-
lificación Profesional Inicial 8 son, bási-
camente, los siguientes:

— proporcionar competencias profe-
sionales propias de una cualificación
de nivel 1 de la estructura actual del
Catálogo Nacional de Cualificacio-
nes Profesionales;

— proporcionar «formación en centros
de trabajos» o prácticas laborales
(reguladas, evaluables y tuteladas);

— facilitar el desarrollo de las competen-
cias básicas de la Educación Secunda-
ria Obligatoria (ESO) y la oportunidad
de proseguir estudios en las diferen-
tes etapas del sistema educativo;

— prestar apoyo tutorial y orientación
sociolaboral personalizados;

— facilitar experiencias positivas de
aprendizaje, convivencia y trabajo;

Francisco de A. Blas Aritio

7 Según la revista especializada Magisterio, en 1992 la media de abandono escolar en España era del 41%
y fue descendiendo año tras año hasta situarse en el año 2000 en el 28,9%; sin embargo, a partir de ese
año se ha producido un nuevo incremento del fracaso escolar hasta alcanzar el 31,2% en el año 2008.
8 Véase página web del Ministerio de Educación: http://www.educacion.es.
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— desarrollar la capacidad de seguir
aprendiendo;

— conectar las necesidades y finalida-
des del sistema educativo y del siste-
ma productivo.

Los Programas de CPI se organizan en
perfiles profesionales (asociados a los
diferentes sectores productivos) y se
estructuran en módulos de tres tipos:
módulos específicos referidos a las uni-
dades de competencia de las cualifica-
ciones profesionales oficiales, módulos
generales cuyo objetivo es ampliar las
competencias básicas y módulos de ca-
rácter voluntario cuya finalidad es la
obtención del título de Graduado en
ESO.

Están dirigidos a alumnos y alumnas
mayores de dieciséis años que no ha-
yan obtenido el título de Graduado en
Educación Secundaria Obligatoria. Por
lo demás, y aquí es donde mejor se vi-
sualiza la función preventiva de la ex-
clusión social o fracaso escolar que
desempeñan este tipo de programas,
los principales destinatarios de los mis-
mos son:

— alumnado escolarizado en grave
riesgo de abandono escolar y/o con
historial de absentismo acreditado;

— alumnado desescolarizado debido al
rechazo escolar, o debido a un aban-
dono temprano de la escuela, pero
que desea reincorporarse a la ense-
ñanza reglada;

— alumnado de incorporación tardía al
sistema educativo (en edades de es-
colarización postobligatoria) y con
necesidad de acceder rápidamente
al mercado de trabajo (generalmen-
te, inmigrantes);

— jóvenes con necesidades educativas
especiales asociadas a discapacidad
o a trastornos graves de conducta,
con posibilidades de inserción labo-
ral.

Cuando el alumno o la alumna haya su-
perado los módulos de carácter obliga-
torio (módulos específicos y módulos
de carácter general) de un programa de
cualificación profesional inicial, recibirá
una certificación académica que dará
derecho, a quienes lo soliciten, a un cer-
tificado de profesionalidad emitido por
la administración laboral. Quienes ha-
yan superado los módulos de carácter
voluntario, recibirán el titulo de Gradua-
do en Educación Secundaria.

Existen ya numerosas investigaciones 9

que, en su práctica totalidad, constatan
—tanto desde el punto de vista de los
docentes, como del propio alumnado—
el indiscutible acierto y oportunidad de
los Programas de Garantía Social (lla-
mados hoy Programas de Cualificación
Profesional Inicial), sin perjuicio de que,
como cualquier otro programa, sean
susceptibles de mejora, particularmente
en lo relativo a los recursos disponibles
y al tipo de cualificaciones asociadas a
su oferta.

La Formación Profesional para la cohesión social: el caso de España

9 Véanse León (2000), Moliner y otros (2004), Martínez (1998), etc.
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III.3. Otros instrumentos 
de prevención del fracaso
escolar

Aunque no específicas del sistema de
formación profesional propiamente di-
cho, sino que atraviesan a todas las eta-
pas del sistema educativo, en particular
a las iniciales, la LOGSE estableció la
necesidad de implementar una serie de
medidas —conocidas como medidas de
atención a la diversidad— que incluyen,
entre otras, la atención tutorial, activida-
des del departamento de orientación, la
adaptación curricular, la diversificación
curricular, el refuerzo de recursos huma-
nos, etc., como apoyo al alumnado con
dificultades para su consecución de los
objetivos educativos.

El alumnado destinatario de estas medi-
das de apoyo incluye a las personas que
tienen necesidades educativas especia-
les, entendiendo por tales a las perso-
nas con discapacidades o minusvalías
físicas y/o trastornos de conducta. Así,
pues, por definición, las medidas de
atención a la diversidad constituyen un
instrumento incuestionable para evitar
la exclusión educativa y, por tanto, so-
cial del alumnado y para promover su
cohesión social.

Y, si bien es lógicamente en las etapas
de la Educación Primaria y de la Educa-
ción Secundaria Obligatoria donde más
énfasis se presta a este tipo de medidas,
la Administración educativa ha promo-

vido criterios específicos para su aplica-
ción en la Formación Profesional Regla-
da 10, entre los que merece la pena des-
tacar los siguientes:

— los centros de formación profesional
desarrollarán los currículos estableci-
dos por la Administración educativa
correspondiente de acuerdo con las ca-
racterísticas y expectativas del alum-
nado, con especial atención a las nece-
sidades de aquellas personas que
presenten una discapacidad, y las posi-
bilidades formativas del entorno, espe-
cialmente en el módulo profesional de
formación en centros de trabajo;

— los procesos de evaluación se ade-
cuarán a las adaptaciones metodoló-
gicas de las que haya podido ser ob-
jeto el alumnado con discapacidad y
se garantizará su accesibilidad a las
pruebas de evaluación;

— asimismo, estos centros se dotarán
con medidas e instrumentos de apo-
yo y refuerzo para facilitar informa-
ción, orientación y asesoramiento al
alumnado.

En todo caso, el artículo 75 de la LOE
cuyo título es Integración social y labo-
ral, reza en su apartado 2 que «las admi-
nistraciones educativas establecerán
una reserva de plazas en las enseñanzas
de formación profesional para el alum-
nado con discapacidad».

Además de las medidas de atención a la
diversidad para el alumnado con necesi-

Francisco de A. Blas Aritio

10 Véase «Alumnado con necesidad específica de apoyo educativo» en la página web del MEC: www.mec.es
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dades educativas especiales, el sistema
educativo español promueve asimismo
programas orientados a apoyar a las
personas y/o colectivos que por razones
étnico-culturales, lingüísticas y/o socio-
económicas tienen también dificultades
para conseguir los objetivos educativos.
Son programas de «compensación de
las desigualdades en educación» (como
el Programa de Aulas Itinerantes en Cir-
cos, el Programa MUS-E para la educa-
ción en valores a través de las artes, el
Programa de Lengua y Cultura Portu-
guesa, el Programa de Lengua y Cultura
Marroquí o el Programa Pueblo Gitano),
que procuran la equidad en igualdad de
oportunidades, la inclusión educativa y
la no discriminación; si bien debe seña-
larse que estos programas no tienen
como destinatario únicamente al alum-
nado de formación profesional, sino a
todo el alumnado de cualquier etapa del
sistema educativo que responda a estas
características.

III.4. Preparación para la inserción
profesional

En términos positivos propiamente di-
chos, esto es, no tanto como preven-
ción y lucha frente al fracaso escolar y
frente a la exclusión y la discriminación,
sino como instrumento que facilite la
integración y la cohesión social, debe
destacarse —como fundamental meca-
nismo del sistema de FPR— la prepa-
ración que éste proporciona a sus be-
neficiarios para su inserción laboral o
profesional.

Dicho con otras palabras, la fundamen-
tal evaluación de la que puede ser obje-
to un sistema de formación profesional
(en este caso, el sistema español de
FPR) reside en el grado de eficacia que
consigue en la inserción profesional de
sus beneficiarios.

En efecto, el mecanismo que mayor co-
hesión social procura a los ciudadanos
es, sin duda alguna, el empleo. Alcanzar
un empleo que tenga una relativa co-
rrespondencia con las cualificaciones o
competencias profesionales adquiridas
dota al individuo de una identidad so-
cioprofesional, le incluye en el tejido
socioproductivo y, como consecuencia
de ello, en las reglas del juego que lo ca-
racterizan (contribuye con su fuerza pro-
fesional al desarrollo de dicho tejido,
mientras que a cambio recibe una retri-
bución que le asegura la independencia
y la autonomía), le motiva para el de-
sarrollo de una carrera profesional y,
por tanto, para la mejora de su producti-
vidad y de su competitividad (y las del
sistema productivo como conjunto), en
fin, le convierte en miembro de un co-
lectivo que le necesita y al que necesita
y con el que inevitablemente establece
lazos de cohesión social.

Y en su relación con el empleo reside el
principal giro que ha dado el sistema es-
pañol de FPR establecido en la LOGSE:
ha dejado de mirarse a sí mismo —y de
estar subordinado a la dinámica exclusi-
vamente escolar y académica que le ha-
bía caracterizado hasta entonces— para
volverse hacia el sistema productivo, a

La Formación Profesional para la cohesión social: el caso de España
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fin de configurar sus enseñanzas en fun-
ción de las demandas de competencias
y cualificaciones requeridas por los dife-
rentes sectores productivos, esto es, en
función de las demandas reales existen-
tes en el mercado laboral.

En efecto, al ser ya una formación de ca-
rácter postobligatorio, cuyo acceso está
reservado únicamente para el alumna-
do que ha superado las enseñanzas
generales y básicas de carácter obliga-
torio, la FPR tiene como propósito prio-
ritario preparar a sus beneficiarios para
su efectiva inserción laboral o profesio-
nal. Sin duda, también coexisten en el
sistema algunos objetivos específica-
mente relacionados con propósitos ge-
nerales de la política educativa (por
ejemplo, la formación relativa a los idio-
mas, a las tecnologías de la información
y comunicación, o al desarrollo de las
competencias básicas establecidas en
las recomendaciones de la Comisión
Europea); pero los propósitos indiscuti-
blemente nucleares son los relaciona-
dos con la preparación e inserción pro-
fesional de los jóvenes que cursan la
FPR.

Esa mirada al sistema productivo queda
ilustrada, en el diseño y concepción del
nuevo sistema de FPR, por el estableci-
miento de nuevas enseñanzas inspira-
das por —que tienen como referente—
las cualificaciones profesionales (el Ca-
tálogo Nacional de Cualificaciones Pro-
fesionales); por la implicación de los
agentes sociales en la definición y el es-
tablecimiento de la nueva oferta forma-

tiva; por la participación de estos últi-
mos en la planificación de la oferta for-
mativa, de modo que ésta no dependa
únicamente de la lógica escolar (las ne-
cesidades de escolarización y/o el coste
de los equipamientos didácticos), sino
de las demandas reales de los sectores
productivos; y por la concertación entre
escuela y empresa, que se articula prin-
cipalmente a través de las prácticas for-
mativas en las empresas o «formación
en centros de trabajo», de carácter obli-
gatorio en la FPR, así como a través de
otro tipo de acuerdos que benefician
mutuamente a los centros formativos y
a las empresas.

Todas estas nuevas señas de identidad
del sistema español de FPR han sido de-
cisivas para convertirlo —a través de la
preparación profesional que proporcio-
na y la inserción laboral que procura—
en un eficaz mecanismo de cohesión so-
cial.

En efecto, junto a las características de
su diseño y concepción, que apuntan
claramente al objetivo prioritario de
procurar una satisfactoria preparación
profesional de sus beneficiarios, los
resultados efectivos del nuevo sistema
español de FPR —en términos de inser-
ción laboral— corroboran el cumpli-
miento eficaz de esta función.

Los estudios realizados en el ámbito de
las respectivas Comunidades Autóno-
mas (responsables de la gestión de la
FPR) y en el ámbito de todo el país de-
muestran las altas tasas de inserción la-
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boral del alumnado procedente de la
FPR. Por ejemplo, con motivo de la inau-
guración del presente curso escolar
2009-2010, los responsables educativos
de numerosas Comunidades Autóno-
mas han informado a través de los me-
dios de comunicación sobre las tasas de
inserción profesional del alumnado que
ha finalizado estudios de FPR: en todos
los casos dichas tasas se sitúan —como
media— en una horquilla que va del
70% al 90%, según que el alumnado
haya cursado el Grado Medio o el Grado
Superior y según el tipo de titulación (o
familia profesional) a la que correspon-
den los estudios, alcanzándose en algu-
nas titulaciones tasas de prácticamente
el 100% de inserción profesional.

Pero, sin duda alguna, el estudio más
completo y más fiable que se ha realiza-
do en España sobre la inserción profe-
sional de los egresados de la FPR ha
sido el llevado a cabo por el Instituto
Nacional de Estadística y los Ministerios
de Educación y de Trabajo: la Encuesta
de Transición Educativo-Formativa e In-
serción Laboral (ETEFIL, 2005).

De acuerdo con los resultados de dicha
encuesta (véase cuadro 1), el porcentaje
de inserción laboral del alumnado que
ha realizado FPR de Grado Medio y de
Grado Superior, entre los que buscan
empleo (esto es, excluidos los que no lo
buscan o siguen estudiando en el siste-
ma educativo), es el siguiente:
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CUADRO 1. Situación desde la perspectiva de la actividad laboral del alumnado que finalizó
Ciclos Formativos en el curso 2000-2001

Graduados en C. F. Graduados en C. F. 
de Grado Medio de Grado Superior

Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres
SEIS MESES DESPUÉS DE INICIAR EL

PERÍODO 2001-2005
Total personas 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0
Trabaja 67,4 72,1 62,3 58,7 63,5 54,6
Busca empleo 13,6 10,0 17,6 13,0 10,4 15,2
No trabaja, no busca empleo y no estudia

dentro del sistema educativo 7,4 7,0 7,9 5 4,4 5,5
Estudia sistema educativo (solamente) 11,5 11,0 12,2 23,3 21,7 24,6
AL FINALIZAR EL PERÍODO 2001-2005
Total personas 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0
Trabaja 82,3 84,8 79,6 75,8 76,5 75,1
Busca empleo 9,1 6,5 12,0 8,7 7,2 10,0
No trabaja, no busca empleo y no estudia

dentro del sistema educativo 3,1 3 3,2 3,1 2,5 3,5
Estudia sistema educativo (solamente) 5,4 5,7 5,2 12,4 13,8 11,3

Fuente: Encuesta de Transición Educativo-Formativa e Inserción Laboral (ETEFIL), INE/MEC/MTAS.
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— seis meses después de la finalización
de los estudios:
• Grado Medio: 83,2%
• Grado Superior: 81,8%

— cinco años después de la finalización
de los estudios:
• Grado Medio: 90%
• Grado Superior: 89,7%

No obstante estos datos, teniendo en
cuenta que los porcentajes de alumnos
que siguen estudiando en el sistema
educativo —y que, por tanto, eventual-
mente tendrán más probabilidades de
conseguir un empleo posteriormente,
debido a la mejora de su cualificación—
es más del doble en el caso de la FPR de
grado superior que en el de la FPR de
grado medio, la tasa real de inserción la-
boral es algo mayor en la FPR de grado
superior.

En definitiva, estos datos permiten con-
cluir que, en términos de inserción labo-
ral o profesional, el sistema actual de
FPR es un potente instrumento para la
cohesión social.

III.5. Establecimiento de
conexiones entre la FPR 
y otras etapas del sistema
educativo

Por lo demás, la exclusión social suele
ser característica de sistemas (sean és-
tos sociales, culturales, educativos…)
endogámicos y cerrados en sí mismos,
que no facilitan la apertura y la interac-

ción con el exterior, con lo que es distin-
to o diverso. Por el contrario, las relacio-
nes con los otros, con los distintos y
diversos, con el exterior al propio con-
texto sociocultural, favorece y refuerza
los vínculos de cohesión social. Esto,
que resulta obvio en los sistemas socio-
culturales, también puede predicarse de
los sistemas educativos.

En efecto, el sistema español de FPR an-
terior a la LOGSE era un sistema relati-
vamente cerrado respecto del resto de
etapas y/o itinerarios educativos: única-
mente, para aquellos que superaran al-
gunas titulaciones de la Formación Pro-
fesional de Segundo Grado (la conocida
como FPII) se abría la posibilidad de ac-
ceder a determinados estudios universi-
tarios del nivel de Diplomatura o Inge-
niería Técnica.

En cambio, el actual sistema de FPR
mantiene suficientes conexiones o pa-
sarelas con el resto de las etapas o pro-
gramas del sistema educativo:

— ordinariamente, se accede a la FPR
desde la ESO (en el caso de la de
Grado Medio) o desde el Bachillerato
(en el caso de la de Grado Superior);

— por supuesto, desde la FPR de Grado
Medio se puede acceder al Bachille-
rato y desde este último, aunque no
se haya finalizado, se puede acceder
a la FPR de Grado Medio;

— desde los Programas de Cualifica-
ción Profesional Inicial se puede ac-
ceder a la FPR de Grado Medio y/o se
puede obtener el título de ESO;

Francisco de A. Blas Aritio
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— desde la FPR de Grado Medio tam-
bién se puede acceder, excepcional-
mente, mediante una prueba y si se
han cumplido diecinueve años, a la
FPR de Grado Superior, aun sin el tí-
tulo de Bachillerato;

— en fin, se puede acceder desde la
FPR de Grado Superior a estudios
universitarios que mantengan una
cierta correspondencia con la titula-
ción cursada; e, incluso, se empieza
a observar un fenómeno insólito:
alumnado con estudios universita-
rios (finalizados o no) que acceden a
la FPR de Grado Superior.

En definitiva, el actual sistema de FPR
dispone de suficiente permeabilidad
con el resto de etapas y/o programas del
sistema educativo, de forma que permi-
te reinserciones dentro y fuera de él
mismo, evitando con ello convertirse
para el alumno en la última oportunidad
o callejón sin salida al que se ve conde-
nado. En cuanto tal, dicho sistema sor-
tea las consecuencias excluyentes que
caracterizan a los sistemas cerrados, ha-
ciendo posible, por el contrario, la recti-
ficación de elecciones erróneas, lo cual
favorece el ajuste incluyente entre los
intereses del individuo y las alternativas
ofertadas por el sistema.

III.6. Prestigio de la FPR de Grado
Superior

Finalmente, resulta obligado aludir 
—como componente que contribuye a
reforzar la función del sistema de FPR

como mecanismo de inclusión y cohe-
sión social— al significado de lo que tam-
bién se denomina enseñanza superior no
universitaria, la FPR de Grado Superior.

La fuerza de la FPR como mecanismo de
cohesión social es directamente propor-
cional al prestigio social y educativo que
posea. La supresión de la «doble vía» ha
contribuido mucho a mejorar dicho pres-
tigio o, mejor, a eliminar las condiciones
que motivaban su desprestigio. El esta-
blecimiento de una nueva modalidad (la
FPR de Grado Superior), que ha ocupado
el espacio hasta entonces vacío de la en-
señanza superior no universitaria, está
también contribuyendo decisivamente al
desarrollo de ese necesario prestigio so-
cial y educativo que requiere la FPR.

Concebida con la misma estructura que la
FPR de Grado Medio (esto es, formación
basada en competencias profesionales
requeridas por los sectores productivos y
en el mercado laboral, con una duración
que oscila entre los 15 y los 24 meses y
con un período obligatorio de formación
en centros de trabajo), planteada como
alternativa a la tradicional enseñanza su-
perior (es decir, la formación universita-
ria), aunque mucho más ágil y de menor
duración que ésta, y acreditada en estos
momentos como la oferta formativa que
mayores tasas de inserción laboral consi-
gue, la nueva FPR de Grado Superior
constituye realmente el buque insignia
del nuevo sistema español de FPR.

Dos indicadores corroboran el prestigio
de esta nueva modalidad de FPR: por un

La Formación Profesional para la cohesión social: el caso de España
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lado, y como se ha señalado hace un
momento, empieza a no ser infrecuente
el hecho de que alumnos universitarios,
tras finalizar sus estudios o decidiendo
abandonarlos, se matriculan en ciclos
formativos de Grado Superior; por otro
lado, como ocurre en el caso de las ense-
ñanzas universitarias más demandadas
o solicitadas, en algunas titulaciones de
FPR de Grado Superior la demanda de
plazas es muy superior a la oferta.

Este prestigio y reconocimiento social
de la FPR está contribuyendo de modo
decisivo a eliminar la tradicional percep-
ción de estas enseñanzas como alterna-
tiva educativa de segunda categoría y,
como consecuencia de ello, a reforzar la
identidad y la cohesión social de quie-
nes las cursan.

IV. LIMITACIONES DEL SISTEMA
ESPAÑOL DE FPR QUE
OBSTACULIZAN LA COHESIÓN
SOCIAL

IV.1. Insuficiente reconocimiento
social de la FPR

A pesar de la supresión de la doble vía
(la FPR como alternativa a la vía ordina-
ria de progresión educativa) y a pesar

del creciente prestigio de la FPR de Gra-
do Superior, todavía subsiste, en térmi-
nos de percepción social y de cultura
educativa, una falta de reconocimiento
social acerca de la validez, dignidad y
eficacia de la formación profesional 11.

Ciertamente, existe un aparente recono-
cimiento formal acerca de su importan-
cia estratégica (es difícil encontrar voces
que no reconozcan la importancia de la
formación profesional para el país), pero
el reconocimiento efectivo por parte de
las familias para que induzcan y orienten
a sus hijos a cursar la FPR está todavía
muy lejos de haberse alcanzado (tras de-
clarar enfáticamente que la FP tiene un
interés y una importancia decisivos, la
gran mayoría de las familias aspira a que
su hijos no cursen estudios de FP, sino
que realicen estudios universitarios).

Aunque ciertamente se puede ya apre-
ciar una cierta tendencia hacia su retro-
ceso y definitiva eliminación, subsiste
todavía, en gran parte de la población,
la creencia de que los estudiantes de
FPR no son estudiantes de primera cate-
goría. Ello, sin duda, puede afectar a la
autoestima de los individuos que cursan
estas enseñanzas y a la confianza en su
propia identidad y, también, puede afec-
tar a la equidad en las oportunidades de
su inserción profesional.

Francisco de A. Blas Aritio

11 «La Formación Profesional es el centro, el corazón de lo que sería un debate sobre educación. Hay que
hacer una FP más vinculada al sistema, que no se entienda como un lugar para quienes no tienen otras ca-
pacidades o carecen de recursos económicos. Esto no es así en ningún país serio. En España va mucha
menos gente a la FP de lo que sería razonable», Declaraciones de Ángel Gabilondo, Ministro de Educación
de España, al diario ABC, octubre de 2009.
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Probablemente, éste sigue siendo el
principal obstáculo que arrastra la FPR
para el desempeño de su función como
mecanismo de cohesión social.

En el caso español existen al menos dos
factores históricos de peso que dan
cuenta de este todavía insuficiente reco-
nocimiento efectivo de las enseñanzas
profesionales. En primer lugar, como se
ha argumentado más arriba, durante
muchos años el sistema español de FPR
respondía a un modelo y a un diseño se-
gún el cual estas enseñanzas constituían
objetivamente la «segunda vía» o la vía
destinada para el alumnado con mayo-
res dificultades de aprendizaje, con ries-
go de fracaso escolar o procedente del
mismo. Dichas inercias históricas sólo
podrán superarse con más historia, es
decir, cuando exista un conjunto crítico
de hechos o evidencias históricas que
demuestren efectivamente que la FPR
ya no constituye una segunda vía; y ello
requiere tiempo.

En segundo lugar, la percepción mitifica-
da con la que en este país se han venido
considerando —y todavía se conside-
ran— los estudios superiores universita-
rios. Esta percepción tuvo, sin duda, un
fundamento objetivo en el pasado, gra-
cias a lo que se conoce en la jerga educa-
tivo-laboral como la «titulitis» (el título
educativo como requisito prioritario
para acceder a determinados empleos
y/o profesiones), cuando disponer de un
título universitario constituía en la prác-
tica una garantía para poder encontrar
sin grandes problemas un trabajo.

Hoy día, sin embargo, las nuevas rela-
ciones entre la oferta y la demanda en el
mercado laboral, configuradas a partir
de la conjugación de numerosos facto-
res (globalización, crisis económicas,
nuevos yacimientos de empleo, mayo-
res y más generalizados niveles de
formación, distintos requerimientos en
los empleos, etc.) están modificando
sustantivamente las tradicionales rela-
ciones entre formación y empleo. Cier-
tamente, determinadas titulaciones uni-
versitarias siguen estando asociadas a
menores tasas de desempleo y a pues-
tos de trabajo de mayores niveles ad-
quisitivos. Sin embargo, ello ya ha deja-
do de constituir un denominador común
en todas las titulaciones universitarias;
mientras que, por su parte, determina-
das titulaciones de FPR están empezan-
do a acreditar también tasas muy bajas
de desempleo y, particularmente en el
caso de titulaciones de FPR de grado
superior, empiezan también a ser com-
petitivas, en términos de ingresos que
procuran, con las titulaciones universi-
tarias. Por tanto, nuevamente es tam-
bién aquí la historia —las nuevas evi-
dencias históricas— quien permitirá
matizar con el tiempo la actualmente
distorsionada percepción de los estu-
dios universitarios.

IV.2. Desajustes entre la demanda
de cualificaciones y la oferta
formativa

La planificación de la oferta formativa
constituye, por definición, una oportuni-

La Formación Profesional para la cohesión social: el caso de España
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dad o un obstáculo estratégico para la
cohesión social. En efecto, como más
arriba se ha señalado, el grado de ajuste
y adecuación entre la demanda de cuali-
ficaciones del entorno territorial y la
oferta de formación asociada a ellas for-
ma parte de los indicadores indiscuti-
bles de la calidad de cualquier sistema
de FP.

A este respecto, la LOGSE requirió le-
galmente que en la configuración de di-
cho ajuste participaran los agentes so-
ciales, creándose órganos específicos
para hacer efectiva tal adecuación entre
demanda de cualificaciones y oferta for-
mativa. Los resultados del rediseño del
mapa de oferta realizado en aplicación
de la LOGSE fueron heterogéneos, aun-
que con carácter general puede afirmar-
se que no fueron todo lo satisfactorios
que se esperaba de ellos.

En efecto, no obstante el propósito legal
de redefinir dinámicamente el mapa de
la oferta formativa para que se conju-
guen en su diseño las necesidades de
escolarización de la población juvenil
que quiere cursar formación profesional
y las demandas de cualificaciones (que
sufren variaciones a lo largo del tiempo)
en cada territorio específico, la planifi-
cación de la oferta de FPR sigue reali-
zándose, por lo general, atendiendo de
modo preferente a la lógica escolar.

Ciertamente, los aparatos de los siste-
mas educativos suelen ser lentos y pe-
sados, de forma que las inercias que ge-
neran resultan difíciles de modificar en

el corto plazo; y cuando, como es el
caso, la configuración de cualquier
mapa concreto de oferta formativa im-
plica dotaciones de recursos humanos y
materiales muy costosos, que no siem-
pre son fácilmente reconvertibles hacia
nuevas o distintas ofertas formativas,
pueden entenderse las dificultades y re-
sistencias que tiene el sistema de FPR
para actualizar su mapa de oferta de
acuerdo con las necesidades de cualifi-
cación de su entorno.

Y, sin embargo, que este objetivo sea di-
fícil de conseguir no debería suponer su
abandono. Atender únicamente a la
lógica escolar —que subordina la plani-
ficación de la oferta formativa a las
necesidades de escolarización y a los re-
cursos humanos y materiales disponi-
bles— produce, como efecto no desea-
do, una saturación de la oferta en el
caso de determinadas titulaciones y un
déficit en el caso de otras. Esto último
constituye un hándicap para el desarro-
llo económico-productivo del territorio,
mientras que lo primero constituye un
obstáculo para la inserción en el empleo
y, por tanto, para la cohesión social de
los individuos que sufren el desajuste
entre la oferta y la demanda de las cuali-
ficaciones profesionales que han adqui-
rido a través de la FPR.

La falta de adaptación entre la demanda
y la oferta de la FPR se pone de mani-
fiesto especialmente en determinadas
profesiones para las que, siendo reque-
ridas en el mercado laboral, no existe
suficiente oferta formativa; o bien, cuan-
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do existe, tiene escasa demanda de
alumnado. Estas profesiones, conocidas
como no vocacionales (como, por ejem-
plo, edificación y obra civil, fabricación
mecánica, construcciones metálicas...),
se corresponden con empleos cuyo
ejercicio profesional se realiza con fre-
cuencia en condiciones más duras que
en el resto de las profesiones y, en me-
nor medida, con profesiones (de «mono
azul») cuya imagen social no suele ser,
por lo general, atractiva. Ello pone de re-
lieve la enorme paradoja de la existen-
cia de «empleos no ocupados» por falta
de recursos humanos cualificados, jun-
to a la existencia del «desempleo» por
saturación de recursos humanos cualifi-
cados.

Los datos que figuran en el cuadro 2 de
la página siguiente 12 ponen de relieve
que hay una pequeña diferencia, a favor
del género masculino, de estudiantes
que cursan la FPR de Grado Medio,
mientras que en el caso de la FPR de
Grado Superior dicha diferencia, aun
más leve, se produce a favor del género
femenino.

Sin embargo, las diferencias son muy
notables en algunas familias profesio-
nales. Por ejemplo, destacan a favor de
la matrícula femenina las familias profe-
sionales de Administración, Imagen
Personal, Sanidad, Servicios Sociocul-
turales a la Comunidad y Textil, Confec-

ción y Piel. Por su parte, destacan a fa-
vor de la matrícula masculina las fami-
lias profesionales Electricidad y Electró-
nica, Fabricación Mecánica, Informática,
Mantenimiento y Servicios a la Produc-
ción y Mantenimiento de Vehículos
(aparte de otras familias menos signifi-
cativas por número de matrícula, como
Edificación y Obra Civil, Madera y Mue-
ble, Actividades Agrarias o Actividades
Marítimo-Pesqueras).

IV.3. Insuficiente cobertura 
de los Programas de CPI

A lo largo de todo este capítulo se ha ve-
nido manteniendo la tesis de que la me-
jor contribución del sistema de FPR a la
cohesión social de sus beneficiarios
consiste en que dicho sistema se consti-
tuya en una alternativa educativa o for-
mativa de prestigio, sólida, solvente,
con señas de identidad propias y que
prepare o facilite eficazmente la inser-
ción profesional de quienes la cursan.
De esta forma, el alumnado de FPR
podrá acceder a su propia identidad so-
cioprofesional, no se considerará un
ciudadano con formación de segunda
categoría y podrá incorporarse al tejido
social y productivo desarrollando su
propia carrera profesional.

También más arriba se señaló que una
de las condiciones imprescindibles para

La Formación Profesional para la cohesión social: el caso de España

12 Aunque se ha producido un incremento del 5% entre el alumnado del curso académico al que corres-
ponde el cuadro 2 (2006-2007) y el alumnado del pasado curso (2008-2009), la distribución del alumnado
por género apenas se ha visto afectada.
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lograr este objetivo consistía en elimi-
nar la «doble vía» (o dos alternativas
formativas), evitando, entre otras me-
didas, que el sistema de FPR se viera
lastrado por la obligación de incorpo-
rar a su oferta formativa al alumnado
en riesgo de fracaso escolar, es decir, al
alumnado que no acredita los requisi-
tos formativos básicos para cursar con
eficacia y rendimiento las enseñanzas
de la FPR.

Los llamados originalmente Programas
de Garantía Social, hoy día Programas
de Cualificación Profesional Inicial
(PCPI), son un instrumento adecuado
para atender a ambas funciones: en pri-
mer lugar, para prevenir el fracaso esco-
lar y ofrecer una salida formativa al
alumnado que sufre dicho riesgo; y, en
segundo lugar, para evitar que las ense-
ñanzas de FPR se vean contaminadas
por un alumnado que no es capaz de se-

Francisco de A. Blas Aritio
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CUADRO 2. Alumnos matriculados en 2006-2007

Grado Medio Grado Superior

Total
% % 

Total
% % 

Hombres Mujeres Hombres Mujeres
TOTAL 232.653 53,5 46,5 212.802 49,3 50,7
Actividades Agrarias 4.351 83,6 16,4 3.527 76,8 23,2
Actividades Físicas y Deportivas 3.819 66,7 33,3 7.570 68,3 31,7
Actividades Marítimo-Pesqueras 1.157 92,0 8,0 1.127 86,0 14,0
Administración 46.894 24,3 75,7 38.584 27,0 73,0
Artes Gráficas 2.529 61,8 38,2 1.591 54,3 45,7
Comercio y Marketing 11.181 29,4 70,6 11.078 44,2 55,8
Comunicación, Imagen y Sonido 2.450 50,4 49,6 8.767 62,9 37,1
Edificación y Obra Civil 750 93,9 8,1 10386 68,5 31,5
Electricidad y Electrónica 29.929 97,7 2,3 19.408 93,7 6,3
Fabricación Mecánica 10.303 97,2 2,8 5.638 90,6 9,4
Hostelería y Turismo 12.011 55,6 44,4 10.689 31,4 68,6
Imagen Personal 16.618 2,9 97,1 4201 3,1 96,9
Industrias Alimentarías 1.151 53,3 46,7 801 47,2 52,8
Informática 15.772 85,6 14,4 23.085 81,0 19,0
Madera y Mueble 2.814 94,5 5,5 461 88,9 11,1
Mantenim. y Servicios a la Producción 10.030 98,1 1,9 7.819 79,7 20,3
Mantenim. de Vehículos Autopropulsados 21.916 98,5 1,5 5.794 97,9 2,1
Química 2.437 37,0 63,0 4.802 43,6 56,4
Sanidad 31.345 9,8 90,2 24.129 20,5 79,5
Servicios Socioculturales y a la Comunidad 4.784 8,5 91,5 22.774 8,6 91,4
Textil, Confección y Piel 324 5,2 94,8 507 16,6 83,4
Vidrio y Cerámica 88 47,7 52,3 64 62,5 37,5

Fuente: Ministerio de Educación (www.mec.es). 
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guir los procesos de enseñanza y apren-
dizaje previstos para dichas enseñanzas
y cuya atención resta calidad a las mis-
mas. Ambas funciones contribuyen, res-
pectivamente, a procurar y reforzar la
cohesión social de sus beneficiarios,
sean éstos alumnos de PCPI, sean éstos
alumnos de FPR.

Sin perjuicio de que, como cualquier
otro tipo de programas, los PCPI son
perfectibles y mejorables, su aceptación
generalizada por parte del propio alum-
nado, de los docentes, de las familias
y de los agentes sociales confirma la
oportunidad de su implantación y gene-
ralización. Y, en tanto en cuanto no se
ataje y reduzca el grave problema del
fracaso escolar, parece lógico que exista
una oferta suficiente de plazas para el
colectivo que padece este problema.

El alumnado matriculado durante los úl-
timos cinco años en Programas de Cuali-
ficación Profesional Inicial (o Programas
de Garantía Social) 13 ha sido el siguiente:

Curso 2004-2005 46.051 alumnos
Curso 2005-2006 44.927 alumnos
Curso 2006-2007 45.924 alumnos
Curso 2007-2008 46.973 alumnos
Curso 2008-2009 53.729 alumnos

Sin embargo, resulta evidente que esta
oferta es todavía muy insuficiente. Te-
niendo en cuenta que las estimaciones
sobre porcentaje de alumnos que sufren
fracaso escolar se sitúa entre el 25% y

algo más del 30% y que las cohortes
anuales de alumnado son algo inferio-
res al medio millón de alumnos, habría
que disponer de una oferta de plazas en
este tipo de programas algo superior a
las 100.000, cifra que supone práctica-
mente el doble de la actual oferta.

IV.4. Riesgo del restablecimiento
de la doble vía

Aunque todavía no se haya producido ni
tenga por qué producirse, resulta nece-
sario aludir a un potencial riesgo grave
que se cierne sobre la FPR: el restableci-
miento de la doble vía, esto es, el volver
a reordenar la FPR como vía de progre-
sión educativa alternativa a la vía general
(constituida esta última por la ESO, el Ba-
chillerato y los estudios universitarios).

En efecto, la LOGSE procuró evitar el es-
tablecimiento de la doble vía eliminando
las condiciones que la hicieron posible;
concretamente, requiriendo que el acce-
so a la nueva FPR se realizara acreditan-
do el nivel de exigencia formativa y de
preparación básica suficientes para
cursarla (esto es, acreditando, respecti-
vamente, el título de ESO o el título de
Bachillerato). La LOGSE, pues, no con-
templó atajos, pasarelas o puentes para
sortear la exigencia de la formación re-
querida; únicamente, en el caso de la po-
blación adulta, se consideraba la posibi-
lidad de acceder directamente al título
de ESO mediante una prueba específica.

La Formación Profesional para la cohesión social: el caso de España

13 Fuente: estadísticas del Ministerio de Educación (www.mec.es).
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Sin embargo, tanto en la Ley Orgánica
de Calidad de la Educación (2002), ya
derogada, como en la vigente Ley Orgá-
nica de Educación (2006), se apuntan
medidas que, con el sano propósito de
recuperar para el sistema educativo al
alumnado con riesgo de fracaso escolar,
facilitando su acceso al título de ESO,
pueden acabar debilitando el nivel de
exigencia formativa requerido para cur-
sar la FPR y convirtiendo nuevamente a
esta última en la segunda vía o vía alter-
nativa a la vía general. Si a ello se añade
el establecimiento de puentes o pasare-
las para acceder directamente desde la
FPR de grado medio a la FPR de grado
superior, entonces quedará definitiva-
mente consolidada la recuperación de la
doble vía que la LOGSE consiguió elimi-
nar.

Estas hipotéticas previsiones se convir-
tieron, en el caso de la LOCE, en normas
reales, aunque afortunadamente nunca
llegaron a entrar en vigor. En efecto, el
artículo 27.5 de la LOCE establecía, cla-
ramente, que «la superación de un pro-
grama de iniciación profesional dará de-
recho a la obtención del título de
Graduado en Educación Secundaria
Obligatoria». Posteriormente, el artículo
38.3.a) abría la puerta de la FPR de Gra-
do Medio al alumnado que hubiera
aprobado únicamente los módulos pro-
fesionales de un programa de iniciación
profesional. Por lo demás, el artículo
38.4 autorizaba expresamente el tránsi-
to directo de la FPR de Grado Medio a la
de Grado Superior, con la sola ambigua
exigencia de «acreditar únicamente la

madurez en relación con los objetivos
del Bachillerato». Finalmente, debe tam-
bién señalarse que el artículo 26 de la
LOCE introdujo los itinerarios, que de-
bían elegirse a partir del tercer curso de
la ESO, es decir, a partir de los 14 años.
Uno de esos itinerarios —junto al cientí-
fico y el humanístico— era, obviamente,
el itinerario tecnológico, esto es, el pre-
visto para el alumnado que fuera a cur-
sar la Formación Profesional.

La consideración conjunta de todas es-
tas modificaciones de la LOCE, respecto
del modelo establecido por la LOGSE,
permite visualizar la previsible nueva ar-
quitectura del sistema educativo, según
la cual a partir de los 14 años las ense-
ñanzas profesionales se configuran
como una vía independiente, alternativa
y devaluada respecto de la vía general.

Si esta norma legal hubiera entrado en
vigor, posiblemente se hubiera produci-
do algo no muy diferente a lo que suce-
día con el acceso de alumnado sin el tí-
tulo de Graduado Escolar a la antigua
FPI; en otras palabras, que la FPR hubie-
ra vuelto a ser receptora del fracaso es-
colar y de sus graves consecuencias en
el nivel de exigencia formativa y de pre-
paración básica de los alumnos que la
cursan. Al otorgar el mismo título de
Graduado Escolar al alumnado que cur-
sa Programas de Iniciación Profesional,
es decir, a un alumnado que recibe una
formación distinta —obviamente, de
menor nivel— a la establecida en la ESO
y que en número no despreciable des-
embarcaría en la FP de Grado Medio, la
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LOCE estaba restableciendo las condi-
ciones que dieron lugar a la doble vía.

La vuelta a la doble vía supondría volver
a apuntalar una de las causas funda-
mentales del desprestigio de la antigua
FP: la concepción de la FPR como vía
alternativa, a la que se le encomienda
—junto a su función profesionalizado-
ra— la misión de recuperar el déficit
educativo de los alumnos que acceden a
ella. Como se evidenció con la FPI, esta
doble función de la FP conduce a su des-
prestigio social, a la pérdida de agilidad
del subsistema de FPR y a una menor
cualificación de los profesionales egre-
sados.

Asimismo, conviene señalar también
que la gravedad de estas modificacio-
nes en la ordenación del sistema de FPR
se manifiesta también en el cuestiona-
miento —que suponen— de uno de los
principios básicos de la nueva formación
profesional promovida por la LOGSE,
según el cual para cursar la formación
profesional específica es necesario ha-
ber adquirido previamente la formación
básica y la formación profesional de
base requeridas (como exige una profe-
sionalidad que de forma creciente se
basa en la aplicación directa del conoci-
miento científico-tecnológico a la pro-
ducción).

Todo ello acabaría repercutiendo, tam-
bién de modo negativo, en los Ciclos de
Grado Superior, que, al estar situados al
final de la doble vía, sufrirían el efecto
acumulativo de los efectos producidos

por estas modificaciones legales, per-
diendo —como formación superior no
universitaria— el prestigio que están
consiguiendo entre las empresas y la
sociedad.

La actual ley en vigor, la Ley Orgánica
de Educación (LOE), suaviza un tanto la
contrarreforma prevista en la LOCE,
pero sigue manteniendo previsiones
normativas que podrían también condu-
cir al restablecimiento de la doble vía, si
bien ello depende del modo en el que se
produzca el desarrollo de las mismas.

En efecto, por una parte, ciertamente, la
LOE suprime los itinerarios, volviendo a
situar al final de la ESO, a los 16 años, el
momento en el que los jóvenes han de
decidir sobre si continuar la vía acadé-
mica del Bachillerato o procurar la
adquisición —a través de la FPR— de
cualificaciones profesionales que les
permitan acceder al mercado laboral.
Asimismo, la LOE enmienda la equiva-
lencia —establecida en la LOCE— entre
superación de un programa de inicia-
ción profesional y obtención del título
de ESO.

Sin embargo, por otra parte, la LOE si-
gue dejando abierta la posibilidad de
obtener el título de ESO desde un Pro-
grama de Cualificación Profesional Ini-
cial, tras haber cursado unos «módulos
de carácter voluntario»; y sigue mante-
niendo numerosos puentes y/o pasare-
las para acceder directamente a la FPR
de Grado Medio y/o de grado superior,
concretamente a través una «prueba»,
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cuyos contenidos vuelven a ser defini-
dos de forma ambigua (deberán acredi-
tarse los conocimientos, las habilidades
y la madurez suficiente en relación con
las enseñanzas de que se trate) 14.

Habrá, por tanto, que esperar al de-
sarrollo de todas estas previsiones lega-
les antes de emitir una valoración defi-
nitiva sobre las mismas y, sobre todo,
sobre sus efectos colaterales en el sub-
sistema de FPR.

IV.5. Insuficiente integración de los
subsistemas de formación
profesional: escaso desarrollo
de la cultura del aprendizaje
permanente

Aunque la integración de los subsiste-
mas de FP no constituye —en sí mis-
ma— ni un objetivo ni un fin, sí es un
proceso que favorece y refuerza al con-
junto del sistema de FP como mecanis-
mo de cohesión social.

En efecto, la integración de los subsiste-
mas de FP (el de FPR y el de Formación
para el Empleo) se refiere fundamental-
mente a la integración funcional de la
oferta formativa de los subsistemas,
aunque también alude a la integración
—en la definición o establecimiento—
de las cualificaciones profesionales, a la
integración de los procedimientos de
acreditación de la competencia profe-
sional y a la integración de los sistemas

y procedimientos de información y
orientación profesional, pudiendo tam-
bién beneficiarse de este proceso la for-
mación integrada del profesorado de
ambos subsistemas, el desarrollo con-
junto de proyectos de investigación so-
bre la didáctica de la formación profe-
sional, el intercambio de experiencias
formativas, etcétera.

Su principal acepción es la de coordinar
y articular los planes de los subsistemas
formativos, con el propósito de optimi-
zar los recursos existentes, esto es, de
mejorar la eficacia y aprovechar al máxi-
mo el rendimiento de los subsistemas
formativos.

En definitiva, su objetivo básico es me-
jorar la calidad del conjunto del sistema
de cualificaciones y formación profesio-
nal y, en particular, de los subsistemas
formativos que lo componen. Como re-
sultado de la integración, el principal
enriquecimiento del subsistema de For-
mación para el Empleo resultará de las
posibilidades de ampliar su cobertura,
gracias a la adicional aportación de re-
cursos humanos y materiales proceden-
tes del subsistema de FPR, así como de
su contacto con la experiencia y buenas
prácticas —características de los siste-
mas educativos— en procesos de ense-
ñanza y aprendizaje. Por su parte, el
principal enriquecimiento del subsiste-
ma de FPR resultará de su mayor cone-
xión y relación —característica de los
sistemas de formación de la población
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activa— con el mundo empresarial y
productivo.

La mejora de la calidad del conjunto del
sistema de FP reforzará, por definición,
su función como mecanismo de cohe-
sión social: permitirá a sus beneficiarios
(tanto la población escolar, como la po-
blación activa) disponer de un sólido
marco de referencia a través del cual po-
drán construir su identidad socioprofe-
sional, mejorar sus capacidades profe-
sionales en orden al desarrollo de su
carrera profesional y, en último término,
incorporarse a la cultura del aprendizaje
permanente.

Y, sin embargo, aun siendo un proceso
cuyos beneficios nadie se atreve a dis-
cutir y que con frecuencia figura como
propósito en numerosos documentos
oficiales, su desarrollo se encuentra re-
lativamente bloqueado.

Ciertamente, se han producido algunos
avances: existe ya un Catálogo de Cuali-
ficaciones Profesionales que funciona
como marco de referencia común para la
elaboración de las ofertas formativas de
ambos subsistemas de FP y, de acuerdo
con lo establecido en el Real Decreto
1558/2005, se han creado algunos Cen-
tros Integrados de formación profesional
(centros que imparten ofertas formativas
que conducen a Títulos de Formación
Profesional y a Certificados de Profesio-
nalidad, cuya gestión corresponde, res-
pectivamente, a las administraciones
educativas y a las administraciones labo-
rales). Recientemente, mediante el Real

Decreto 1224/2009, de 17 de julio, han
sido establecidos el procedimiento y los
requisitos para la evaluación y acredita-
ción de las competencias profesionales
adquiridas a través de la experiencia la-
boral y/o a través de vías no formales de
formación, aunque está por ver si su apli-
cación y desarrollo se realizarán desde
una perspectiva integrada.

No obstante dichos avances, el recorri-
do realizado por el proceso de integra-
ción de los subsistemas de FP sigue
siendo claramente insuficiente. Todavía
no ha sido elaborada ni/o desarrollada
una oferta formativa asociada a las uni-
dades de competencia, que se adapte
realmente a las disponibilidades reales
de formación de la población activa;
apenas se utiliza el potencial formativo
procedente de los recursos del subsiste-
ma de FPR para atender las necesidades
formativas de la población activa; los
sistemas de información y orientación
profesional de ambos subsistemas si-
guen funcionando de forma autónoma y
paralela; apenas existen programas in-
tegrados de formación del profesorado
o proyectos de I+D+i en didáctica de la
formación profesional; y, en fin, como
acaba de señalarse, no queda muy claro
si el procedimiento regulado para la
evaluación y la acreditación de la com-
petencia profesional adquirida median-
te la experiencia laboral y/o vías no for-
males de formación se aplicará como un
instrumento de integración o dará lugar
a dos procedimientos paralelos gestio-
nados por ambas administraciones (la
educativa y la laboral).
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Obviamente, la responsabilidad en este
insuficiente desarrollo de la integración
de los subsistemas de FP no es imputa-
ble exclusivamente al subsistema de
FPR, ya que al subsistema de Formación
para el Empleo le corresponde también
su parte alícuota de responsabilidad.
Sin embargo, debe señalarse que, histó-
ricamente, ha sido el subsistema de FPR
quien ha protagonizado y liderado las
fundamentales reformas que ha sufrido
recientemente el sistema español de FP,
que, en lo que le atañe, han sido asumi-
das e incorporadas por el subsistema de
Formación para el Empleo. Por ello, pa-
rece oportuno exigirle a aquél que pro-
mueva y complete este proceso de
reformas. Y, en todo caso, resulta obli-
gado identificar esta insuficiencia en la
integración de los subsistemas de FP
como una limitación más que obstaculi-
za el desarrollo de la cohesión social.

Hace un momento se ha aludido al
aprendizaje permanente. En la Estrate-
gia del Empleo la Comisión Europea y
los estados miembros definieron el
aprendizaje permanente como toda acti-
vidad de aprendizaje útil realizada de
manera continua con objeto de mejorar
las cualificaciones, los conocimientos y
las aptitudes. Promover la ciudadanía
activa y mejorar la empleabilidad son
dos de los objetivos nucleares del
aprendizaje permanente. Tanto la em-
pleabilidad como la ciudadanía activa
dependen de la posesión de conoci-
mientos y capacidades adecuados y ac-

tualizados para poder participar en la
vida económica y social y aportar la
contribución de cada uno 15.

Basten estas breves consideraciones de
la Comisión Europea para ilustrar acer-
ca de la estrecha relación que mantie-
nen la cohesión social y el aprendizaje
permanente.

Es cierto que el desarrollo del aprendiza-
je permanente y de su cultura no es una
tarea que compete únicamente al sub-
sistema de FPR, ni siquiera al conjunto
del sistema educativo; corresponde ser
implementada también por quienes tra-
bajan en cualquier tipo de actividades de
educación y formación, por los interlo-
cutores sociales y el mundo empresarial,
por las autoridades políticas nacionales,
regionales y locales, por las organizacio-
nes y asociaciones de la sociedad civil y
por los propios ciudadanos.

Sin embargo, el sistema educativo asu-
me un particular protagonismo en el
desarrollo de este objetivo (el artículo 5º
de la LOE, la última regulación del siste-
ma educativo español, se consagra ínte-
gramente al aprendizaje a lo largo de la
vida); y, dentro del sistema educativo,
aunque no de forma exclusiva, es el
subsistema de FPR quien puede y debe
promover mejor que nadie dicho de-
sarrollo.

Algunas de las limitaciones del subsiste-
ma de FPR analizadas en este capítulo,
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como obstáculos al desarrollo de la cohe-
sión social, afectan también al desarrollo
de la cultura del aprendizaje permanente.
Pero, de todas ellas, probablemente es la
considerada en este apartado —la insufi-
ciente integración de los subsistemas de
FP— la que más influye en su escaso de-
sarrollo.

V. A MODO DE CONCLUSIÓN:
PROPUESTAS DE MEJORA DEL
SISTEMA ESPAÑOL DE FPR COMO
INSTRUMENTO DE COHESIÓN SOCIAL

Con carácter general, puede y debe
afirmarse que, dentro del conjunto del
sistema español de formación profe-
sional, el subsistema de FPR funciona
razonablemente. Afirmación que no
puede aplicarse ni extenderse al otro
subsistema, el subsistema de Forma-
ción para el Empleo, que en términos
de cobertura (véase cuadro 3) atiende a
poco más del 5% de la población des-
empleada y a poco más del 10% de la
población ocupada, y cuya oferta for-
mativa, en términos de calidad, deja
mucho que desear.

Y si el subsistema de FPR es un instru-
mento o mecanismo importantísimo
para promover y procurar la cohesión
social de sus beneficiarios, todavía es
mucho más importante —y, con mayor
razón, en la época de profunda crisis
económico-laboral que se atraviesa en
estos momentos— el subsistema de
Formación para el Empleo (aunque sea
sólo desde el punto de vista de sus res-
pectivos potenciales beneficiarios: en el
caso del subsistema de FPR, aproxima-
damente medio millón de jóvenes; en el
caso del subsistema de Formación para
el Empleo, más de veinte millones de
trabajadores). Sin embargo, como se
advirtió en la Introducción, el análisis de
la cohesión social que procura este últi-
mo subsistema de FP no es objeto de
tratamiento en este capítulo (si bien al-
gunas de las propuestas que se formu-
lan en este último apartado le son tam-
bién aplicables).

No obstante, que el subsistema de FPR
«funcione razonablemente» no significa
que no sea manifiestamente mejorable.
Y que mejore el subsistema supondrá
que también mejorará su función como
mecanismo de cohesión social. A la luz
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CUADRO 3. Formación profesional para el empleo

Datos 2007 Nº de beneficiarios
Formación de trabajadores desempleados 266.900 
Formación de trabajadores ocupados 2.191.336 
Formación en escuelas taller, casa de oficio y talleres de empleo 61.581 
TOTALES 2.519.817 

Fuente: Ministerio de Educación y Ciencia (www.mec.es).
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de los análisis desarrollados a lo largo
del capítulo, se enumeran a continua-
ción algunas de las principales propues-
tas de mejora del subsistema de FPR
desde la perspectiva de su contribución
a la cohesión social.

Primera: ganar la batalla 
de la credibilidad

Debe reconocerse hoy día que la forma-
ción profesional no es un sistema que en
España goce de prestigio y de credibili-
dad, que concite crecientes voluntades
de apoyo y/o que suscite compromisos
reales de los agentes sociales en su de-
sarrollo. Y, aunque es cierto que en los úl-
timos tres o cuatro lustros ha comenzado
a emerger una cierta valoración social
acerca del valor estratégico de la FP, en
España todavía se está lejos de recono-
cer de forma generalizada el interés y la
funcionalidad que debe desempeñar un
buen sistema de formación profesional.

Y esta ausencia de reconocimiento de la
FP forma parte del imaginario de la ma-
yoría de la sociedad: por desgracia, toda-
vía sigue estando presente en muchos
ciudadanos, particularmente padres de
familia, la creencia de que la formación
profesional es el último recurso formati-
vo al que hay que acudir, ya que es un
itinerario formativo pensado para los tor-
pes, para aquellos que no pueden acce-
der al Bachillerato o a la Universidad.

El escasísimo porcentaje del presupues-
to que el conjunto de las empresas en

España dedican a la formación profesio-
nal; la generalizada opinión de que se
trata de un asunto «público», que debe
ser gestionado por los poderes públi-
cos, sobre los que recae en último tér-
mino la responsabilidad (por lo que par-
ticipar o comprometerse con ello debe
hacerse a cambio de alguna contraparti-
da); la creencia también generalizada de
que los programas de formación profe-
sional son básicamente ofertas del sis-
tema educativo, que apenas tienen que
ver con el mundo productivo; o, en el
mejor de los casos, su consideración de
programas que cumplen el papel de te-
ner entretenidos durante unos meses a
los desempleados que ya no pueden
reinsertarse en el sistema educativo...;
todos éstos no son sino síntomas evi-
dentes de la escasa credibilidad que to-
davía manifiesta el sistema de forma-
ción profesional en España.

Y, como se decía del César, «no basta
con serlo, hay que parecerlo». En efecto,
no basta con disponer de un sistema de
FP más o menos actualizado, sino que,
como tal, la formación profesional debe
ganar la batalla de su imagen social,
debe convertirse en algo creíble, respe-
tado y reconocido por todos.

Y ganar la batalla de la credibilidad su-
pone, al menos, dos premisas: en pri-
mer lugar, «hacer bien» las cosas, esto
es, acreditar que el sistema es eficaz y
que alcanza los objetivos para los que
ha sido diseñado. Y, en segundo lugar,
pero simultáneamente, hay que conven-
cer a los agentes sociales, en particular,
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y a la sociedad, en general, del interés
estratégico de un buen sistema de FP.

Por utilizar un término de la propia jerga
de la FP, hay que desarrollar planes y
campañas de orientación profesional
que vayan modificando actitudes socia-
les sobre el significado de la FP y que
vayan comprometiendo a los agentes
sociales en su impulso y desarrollo, del
que son necesariamente coprotagonis-
tas, ya que el protagonismo de la FP no
puede residir exclusivamente en los po-
deres públicos.

Segunda: desarrollar la cultura del
aprendizaje permanente mediante la
integración de los subsistemas de FP

Probablemente, uno de los retos más
importantes que tiene planteado en es-
tos momentos el sistema de formación
profesional español consiste en conver-
tirse en un Sistema Integrado. Si bien
resultan difícilmente rebatibles las con-
sideraciones teóricas que apoyan este
objetivo (coordinación de las múltiples
acciones formativas que se emprenden
desde el conjunto del sistema, optimiza-
ción de los recursos materiales y huma-
nos empleados, mayor compromiso en-
tre las instituciones formativas y los
centros productivos, etc.), la realidad
con frecuencia es tozuda y resistente y
no siempre se desarrolla acorde con los
argumentos de la lógica teórica.

Por lo demás, a la resistencia natural a
la integración que manifiestan los apa-

ratos administrativos que han venido
gestionando los subsistemas de FP (las
administraciones educativa y laboral),
debe añadirse la reserva no inconfesada
que manifiestan los responsables de la
gestión de la formación profesional en
las Comunidades Autónomas, que te-
men que el avance hacia la integración
esté ocultando una vuelta a la centrali-
zación.

Que nadie se oponga formal y explícita-
mente al proceso de integración de los
subsistemas de FP no significa necesa-
riamente que se esté avanzando en el
mismo. Si no se produce un impulso ins-
titucional decisivo, que comprometa si-
multáneamente a los poderes políticos y
a los agentes sociales, resultará difícil al-
canzar este objetivo (cuyos principales
contenidos fueron ya identificados en el
anterior apartado IV.5).

Tercera: incrementar significativamente
los Programas de Cualificación
Profesional Inicial

En las páginas anteriores ha quedado
suficientemente analizada la función de-
cisiva que desempeñan este tipo de Pro-
gramas (cuya calidad y oportunidad re-
frendan docentes, alumnado y familias)
como preventivos del fracaso escolar y
como filtros del acceso a la FPR, que ayu-
dan a preservar las exigencias de calidad
en los requisitos de acceso al sistema.

También más arriba se constató la clara
insuficiencia de la actual oferta de este
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tipo de PCPI, particularmente si se tiene
en cuenta, como criterio de referencia,
la estimación de la población juvenil
que padece fracaso escolar (aproxima-
damente, entre el 25% y el 30%). A este
respecto, debe señalarse que la actual
oferta tiene una cobertura equivalente a
poco más del 40% de las plazas que se
precisarían para atender al colectivo en
riesgo de fracaso escolar.

Por ello, debe producirse un incremento
significativo en la oferta de plazas de
este tipo de Programas de Cualificación
Profesional Inicial.

Cuarta: mejorar el ajuste entre oferta y
demanda de formación en la
planificación de la oferta

Sin duda, ésta es una propuesta fácil de
formular, pero difícil de llevar a la prácti-
ca, ya que la demanda de la oferta suele
ser, por definición, mucho más dinámi-
ca que la respuesta de la oferta formati-
va, máxime cuando se trata de sistemas
formativos cuyos recursos humanos
son, en su gran mayoría, funcionarios
estables.

No obstante, el subsistema de FPR
debe hacer un esfuerzo para adquirir
una mayor flexibilidad, dotando de una
cierta polivalencia a su profesorado
mediante programas de formación y
actualización continua de sus conoci-
mientos, implicando de forma efectiva
a los agentes sociales en la toma de de-
cisiones de la planificación de la oferta

y utilizando como instrumentos de esta
última estudios actualizados de pros-
pectiva sobre el previsible desarrollo
económico productivo del entorno te-
rritorial, que proporcionen criterios so-
bre la futura demanda (creciente, es-
table y/o en declive) de cualificaciones
profesionales.

Quinta: mejorar el sistema de
información y orientación profesional

Además de contribuir a ganar la bata-
lla de la credibilidad, informando a la
sociedad de modo permanente acerca
de la importancia y el interés estratégi-
co de la Formación Profesional (ver
anterior propuesta primera), la infor-
mación y orientación profesional cons-
tituye un mecanismo de todo sistema
de FP particularmente útil para aque-
llos individuos y colectivos desfavore-
cidos que están en riesgo de exclusión
social.

Como prolongación de la orientación
educativa general, debe apoyar y ayu-
dar al individuo a identificar los itine-
rarios formativos más adecuados a
sus aptitudes, así como proporcionar-
le información y formación sobre los
itinerarios de inserción profesional y
sobre la cultura y las normas que ca-
racterizan al mundo productivo-labo-
ral.

Dicha información y orientación resulta-
rá realmente eficaz cuando se realice
desde una perspectiva integrada.

Francisco de A. Blas Aritio
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Sexta: mantener un apoyo
presupuestario sostenido

Por último, aunque obviamente no la
menos importante, esta propuesta alu-
de a lo que constituye el oxígeno o com-
bustible de cualquier programa social,
en este caso, del sistema de FPR: el
mantenimiento constante de un fuerte
apoyo presupuestario.

El sistema de Formación Profesional no
es sólo un modelo o unas ideas articula-
das coherentemente; es también un
conjunto de recursos que haga posible y
efectivo su desarrollo. Las tareas funda-
mentales que le corresponde desarro-
llar a este sistema, algunas de las cuales
han sido identificadas a lo largo de este
capítulo, requieren no sólo un apoyo

presupuestario sostenido y no coyuntu-
ral, sino derivadamente creciente.

Y dicho apoyo debe ser equitativo, esto
es, debe preservar la equidad en térmi-
nos de dotación a los establecimientos
formativos de recursos humanos y ma-
teriales equivalentes, de forma que no
se produzcan discriminaciones en la ca-
lidad de las enseñanzas impartidas por
unos y otros centros, que den lugar a
desigualdades en la formación adquiri-
da y, por tanto, en las condiciones y/u
oportunidades de acceso al empleo.
Una adecuada política presupuestaria
debe corregir el más que frecuente he-
cho de que los centros formativos que
acreditan menor calidad y peores condi-
ciones sigan estando en las zonas so-
cioeconómicamente más pobres.

La Formación Profesional para la cohesión social: el caso de España
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I. PANORAMA DE LA COOPERACIÓN
INTERNACIONAL EN AMÉRICA LATINA

La cooperación internacional (CI) ha te-
nido fuerte impronta en el desarrollo de
la formación profesional (FP) en la re-
gión desde sus orígenes y ha interveni-
do en su devenir tanto desde el punto
de vista de la asistencia técnica como de
los recursos que proveyó. Se hará en
este capítulo un breve panorama de ese
recorrido, enfatizando en cada etapa, en
especial las más recientes, su impronta
en el financiamiento y en los modelos
de intervención de la FP. Se examinarán
los lineamientos actuales, preguntándo-
se por la medida en que los mismos han
pasado desde las concepciones a las ac-
ciones efectivas. Finalmente, se propon-
drán los dilemas presentes entre los
cooperantes y los actores latinoameri-
canos que intervienen en ese diálogo en
el campo de la formación y sus vincula-
ciones con la cohesión social.

Un primer dato para ubicar el tema, es
mencionar que América Latina es la úni-
ca región en desarrollo que no sigue
una curva ascendente en la cantidad de
fondos recibidos de parte de la CI 1. Va-
rios fenómenos confluyeron en la dismi-
nución de los fondos orientados a la re-

gión. Entre ellos, el descenso de la parti-
cipación de la cooperación de organis-
mos multilaterales, y la reorientación de
la cooperación bilateral europea hacia
otros destinos. Además: ¿revela esta
tendencia una disminución de la impor-
tancia estratégica de la región en el
marco de las tendencias mundiales de
desarrollo? ¿Tiene que ver con el creci-
miento económico importante de la re-
gión entre 2004-2007 y que la crisis de la
deuda externa cerró las puertas a mayor
endeudamiento? ¿Fueron los gobiernos
que, con importantes cambios de orien-
tación política en algunos casos, requi-
rieron menos ayuda? No existen ele-
mentos para aseverar el peso de esos
argumentos, todos seguramente tienen
algo de vigencia.

La cooperación proveniente de Estados
Unidos es la más significativa en la re-
gión (1955 millones en 2006). También
la CI bilateral de origen europeo tiene
una fuerte presencia en la región. En la
mayoría de los casos lo hace a través
de agencias creadas específicamente,
como la Agencia de Cooperación Técni-
ca Alemana (GTZ), la Agencia Suiza
para el Desarrollo y la Cooperación (CO-
SUDE), la Agencia Española de Coope-
ración Internacional para el Desarrollo

3. EL ROL DE LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL 
Y RECOMENDACIONES PARA EL DIÁLOGO DE POLÍTICAS *

Claudia Jacinto

* Este capítulo se basa especialmente en algunos datos y conclusiones de una línea de trabajo que redE-
tis ha desarrollado en los últimos años en alianza con el Working Group in Skills Development y Norrag,
ambas redes de investigadores, funcionarios y cooperantes; www.norrag.org. El rol de redEtis en la alian-
za es justamente recoger las especificidades latinoamericanas en materia de CI vinculada al desarrollo de
la formación para el trabajo.
1 Dentro del genérico «cooperación internacional» se incluyen en este capítulo tanto donaciones como cré-
ditos. Obviamente, la naturaleza de ambos es bien distinta pero a los fines de este capítulo, que son docu-
mentar tendencias y plantear dilemas y desafíos para las orientaciones de las políticas, se tratan en conjunto.
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(AECID) 2 y otras. En el terreno de las do-
naciones y de la asistencia técnica, otros
organismos multilaterales activos a ni-
vel regional son el Fondo Multilateral de
Inversiones (FOMIN) (que es adminis-
trado por el Banco Interamericano de
Desarrollo [BID], pero que tiene objeti-
vos y criterios propios) y organismos in-
ternacionales como la Organización de
Estados Iberoamericanos (OEI), la Orga-
nización Internacional del Trabajo (OIT)
y la Organización de las Naciones Uni-

das para la Educación, la Ciencia y la
Cultura (UNESCO).

En los datos disponibles no es posible
discriminar los fondos específicamente
destinados a la FP. Pero si se toman los
fondos orientados al sector educación
(donde se incluye aquélla) se observa
que son sólo una parte pequeña del to-
tal de las asistencias provenientes del
Development Assistance Committee
(DAC) 7,8% y si se incluyen las asisten-

Claudia Jacinto

3 AECI, la Agencia Española de Cooperación, fue creada en 1988 y a partir de 2007 pasó a denominarse
AECID.
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GRÁFICO 1. Evolución del promedio anual de Ayuda Oficial al Desarrollo recibida por región
(millones de dólares, 1970-2006)

Fuente: OECD (2008): Development Aid at a Glance. Statistics by Region. The Developing World, OECD.
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cias de organismos multilaterales, la
Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD) para
la educación representa un 9,2% del to-
tal (véase gráfico 2) (OECD, 2008).

Los fondos destinados a educación se
concentran en los niveles primario, se-
cundario y postsecundario. La FP en
sentido estricto aparece dentro de un
conjunto menor de fondos destinados a
otros rubros.

Entre las asistencias destinadas especí-
ficamente a educación, la Comisión
Europea y la CI bilateral de los países
europeos tienen un rol preponderante.
La cooperación española tiene fuerte
peso entre la CI (además el porcentaje
de asistencia española destinada a la re-

gión resulta muy significativa: en el pe-
ríodo 2004-2006 43% del total de los fon-
dos aportados por España fueron hacia
América Latina (OECD, 2008) (véase grá-
fico 3).

Con un peso y presencia mucho menor
(e imposible de mensurar) también los
actores privados, incluyendo tanto las igle-
sias (especialmente la católica) como
diverso tipo de fundaciones y empre-
sas, realizan cooperación actuando con
sus propios fondos así como adminis-
trando financiamiento bilateral y multi-
lateral. En el caso de las empresas, en
ocasiones desarrollan sus propios pro-
yectos y otras se articulan con proyec-
tos más amplios con otros financia-
dores.

El rol de la cooperación internacional y recomendaciones para el diálogo de políticas
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GRÁFICO 2. Ayuda Oficial al Desarrollo destinada a educación por subsector en América
(millones de dólares)

Fuente: OECD (2008): Development Aid at a Glance. Statistics by Region. América, OECD.
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Los principales destinatarios de la CI
para la educación, son generalmente los
países más pobres y/o con cantidades
muy importantes de población en situa-
ción de pobreza, como Brasil. También
se destacan Colombia y México proba-
blemente por sus situaciones estraté-
gicas.

En cuanto a la CI dirigida a FP, cuando se
trata de créditos, los receptores suelen
ser los organismos estatales de los paí-
ses de carácter nacional, Ministerios de
Trabajo, de Desarrollo Social y los de
Educación, a los que se agregan otros
organismos públicos como los Institu-

tos de la Juventud o Ministerios de Agri-
cultura. Aunque la CI orientada específi-
camente hacia las Instituciones de For-
mación Profesional (IFP) disminuyó
sustantivamente y fue orientada hacia
otros efectores de la FP 3, una encuesta
llevada adelante por Cinterfor en 2008,
registra la intervención de organismos
multilaterales como el Banco Mundial
(BM), el BID, la Unión Europea (UE), la
Organización Internacional para las Mi-
graciones (OIM) y la OIT.

En una etapa reciente, los gobiernos lo-
cales comenzaron a adquirir protagonis-
mo creciente como destinatarios de la

Claudia Jacinto

3 Véase la caracterización de la formación profesional en el capítulo respectivo.
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GRÁFICO 3. Principales donantes de la Ayuda Oficial al Desarrollo en educación en América
(millones de dólares, 2006)

Fuente: OECD (2008): Development Aid at a Glance. Statistics by Region. América, OECD (cuadro 3. 3.10).
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CI, proceso que también tiene vincu-
lación con las políticas de descentrali-
zación hacia regiones o provincias, e in-
cluso municipios. Algunos de estos
últimos han recibido fondos de enver-
gadura en apoyo de proyectos vincula-
dos a la formación de jóvenes desem-
pleados. Por ejemplo, el Proyecto de
Jóvenes Bachilleres de la Fundación
Autapo en Bolivia, que está financiada
por la cooperación holandesa y danesa,
y es cogestionado y cofinanciado por
cuatro municipios, que lo están incorpo-
rando a los servicios en su territorio.

Las agencias tienden cada vez más a
apoyar proyectos en conjunto, para po-
tenciarlos. Un ejemplo lo aporta el pro-
yecto regional Entra 21 de la Fundación

Internacional de la Juventud (FIJ), con
sede en Estados Unidos. La iniciativa de
carácter regional cuenta con el apoyo
del FOMIN y el financiamiento de em-
presas del hemisferio norte y de los paí-
ses destinatarios, así como el aporte
de agencias de cooperación guberna-
mental, como la Agencia de Estados
Unidos para el Desarrollo Internacional
(USAID).

En el caso de las donaciones, los recep-
tores son más amplios ya que a los
organismos públicos se suman institu-
ciones específicas: desde Organizacio-
nes de la Sociedad Civil (OSC) que se
autodefinen «de desarrollo», institucio-
nes educativas y de FP, empresas, cá-
maras empresariales. Algunas OSC

El rol de la cooperación internacional y recomendaciones para el diálogo de políticas
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GRÁFICO 4. Principales países que reciben Ayuda Oficial al Desarrollo en educación en
América (millones de dólares, 2006)

Fuente: OECD (2008): Development Aid at a Glance. Statistics by Region. América, OECD (cuadro 3. 3.10).
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han alcanzado el nivel del denominado
«segundo piso», o sea, delegan a su
vez la ejecución a otras organizaciones
más pequeñas en el terreno, diseñando
y coordinando el programa general.
Ejemplo de ello es la Fundación SES
que, en Argentina, trabaja en 15 locali-
dades con un programa de formación
de jóvenes. Se evidencia un crecimien-
to en algunos países de OSC de origen
empresarial participando en este terre-
no, vinculadas a lo que se conoce
como «responsabilidad social empre-
saria». Algunos proyectos de este tipo
crearon nuevos actores o reforzaron
significativamente a otros existentes.
Por ejemplo el proyecto desarrollado
en El Salvador sobre Prevención y
Atención de la Violencia y la Delincuen-
cia Juvenil, con la participación de va-
rias organizaciones más, creó las Uni-
dades Locales de Empleo. En tanto el
Programa de Capacitación Laboral (CA-
PLAB) peruano, apoyado inicialmente
por COSUDE, fortaleció a los Centros
de Educación Ocupacional y los articu-
ló con las oficinas de información e in-
termediación laboral.

II. EVOLUCIÓN DE LA COOPERACIÓN
DESTINADA A FORMACIÓN
PROFESIONAL

En América Latina y el Caribe la presen-
cia de la CI fue decisiva en el origen,
desarrollo y consolidación de las IFP
que recibieron fuerte respaldo financie-
ro y técnico de los organismos interna-

cionales multilaterales (el Programa de
las Naciones Unidas para el Desarrollo
[PNUD] y OIT principalmente), los ban-
cos multilaterales y las cooperaciones
bilaterales, sobre todo europeas (Weim-
berg, 2008). Desde equipamientos hasta
modelos de aprendizaje, pasando por la
formación de docentes y técnicos y, en
general de los recursos humanos de las
IFP, ha sido favorecida por los diversos
programas de cooperación (Cinterfor,
2008).

Los años noventa del siglo pasado fue-
ron escenario de un profundo viraje res-
pecto a la presencia de la CI en la FP en
la región. La CI dirigida hacia los IFP no
sólo vio mermados sus fondos por el es-
tancamiento general de la cooperación
en la región, sino también porque los
fondos se orientaron hacia otro tipo de
programas de FP (Jacinto, 2008).

Las IFP vieron limitada la asistencia téc-
nica de la OIT debido a que ésta descan-
saba sobre los fondos de PNUD, cuyos
recursos financieros disminuyeron
sensiblemente. Simultáneamente, han
comenzado a intervenir, cada vez de
manera más intensa, la cooperación ja-
ponesa (Japan Internacional Coopera-
tion Agency [JICA]) y coreana (Korea
International Cooperation Agency [KOI-
KA]); este fenómeno se advierte princi-
palmente en los países del istmo centro-
americano y República Dominicana.
También estuvo en constante crecimien-
to la cooperación sur-sur (Weimberg,
2008).

Claudia Jacinto
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En particular, los créditos de organis-
mos multilaterales, en los años noventa,
alcanzaron un nivel inédito en cobertura
y magnitud, se concentraron en algunos
otros ejes tales como la educación bási-
ca (Ministerios de Educación) y los pro-
gramas de lucha contra la pobreza (Mi-
nisterios de Asuntos Sociales y/o de
Trabajo). Entre estos últimos, fueron
muy importantes los orientados a la ca-
pacitación de jóvenes desempleados
(BID). Estos créditos por su envergadura
tuvieron la característica de influir fuer-
temente en la agenda y formatos de las
políticas públicas del período al mismo
tiempo que se vinculaban al marcado
endeudamiento de los países latino-
americanos 4. Asimismo, el mecanismo
de otorgamiento de créditos internacio-
nales funcionó como un instrumento de
transferencia de modelos de políticas
públicas de FP.

El traslado del apoyo desde las IFP hacia
otros agentes de la FP no sólo se debió
al énfasis dirigido hacia programas de
lucha contra la pobreza sino que tam-
bién se promovió un modelo de finan-
ciamiento a FP al margen de las IFP y
una diversificación de actores de la for-
mación.

Un ejemplo claro de estos nuevos énfa-
sis y operatorias fue la adopción de un
modelo de FP denominado «orientado
por la demanda» (demand driven). Esto
se refiere a que los cursos se deben di-

señar a partir de demandas concretas
de ocupaciones en el mercado de tra-
bajo. Se opuso este modelo a aquel
«orientado por la oferta», que alude a
cursos que se brindan regularmente sin
mayores ajustes a demandas concretas
del mercado de trabajo, que se sostenía,
era la orientación de muchas de las ac-
ciones de las IFP. Justamente, los gran-
des créditos vinculados a los programas
de capacitación de jóvenes financiados
por el BID en los años noventa, instala-
ron la licitación de cursos a diferentes
proveedores, para seleccionar a las enti-
dades ejecutoras. Los estados, a través
de los Ministerios de Trabajo o directa-
mente desde Unidades ad hoc depen-
dientes de la Presidencia, intervinieron
en el diseño global de los programas, la
selección de las entidades capacitado-
ras, la supervisión, y la evaluación. Pero
se descentralizó la ejecución de los cur-
sos, subcontratando a una diversidad
de instituciones y organizaciones públi-
cas y privadas, tales como sindicatos,
OSC técnicas (algunas con una larga tra-
yectoria en el terreno y otras de reciente
creación), y entidades privadas de capa-
citación. En el capítulo sobre FP, se refle-
xiona sobre las debilidades de este mo-
delo, que tendió a diversificar la oferta
pero también a fragmentarla.

En paralelo, el fuerte peso dado a los
programas sociales de lucha contra la
pobreza (para aliviar los costos sociales
del llamado «ajuste estructural») dio ori-

El rol de la cooperación internacional y recomendaciones para el diálogo de políticas

4 En prácticamente todos los países de la región, los pagos anuales del servicio de la deuda son equiva-
lentes o mayores a todo el presupuesto educativo y de salud consolidados (Croce, 2009).
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gen a la emergencia de otras alternati-
vas de FP. En el marco de los Ministerios
de Asuntos Sociales, y contando tam-
bién con el financiamiento de agencias
multilaterales de cooperación, se ha
desarrollado otro modelo de financia-
miento, a través del cual, tanto OSC,
como fundaciones, congregaciones reli-
giosas (especialmente la Iglesia católi-
ca), instituciones nacionales de forma-
ción, gobiernos locales, etc., reciben
subsidios del Estado para desarrollar
programas de FP destinados a desem-
pleados, poblaciones rurales, jóvenes,
etc. En estos casos, la capacitación se
concentra en el sector informal, el auto-
empleo y/o la generación de microem-
prendimientos. Estas instancias pueden
proveer espacios de participación social
a los pobres pero frecuentemente se ha
cuestionado la baja calidad técnica de
sus cursos y su escasa claridad en cuan-
to a los resultados esperados en térmi-
nos de empleos concretos (Jacinto,
2002). Algunos de estos cursos de for-
mación estuvieron dirigidos al desarro-
llo de capacidades emprendedoras ge-
nerales, sin un verdadero anclaje en la
capacitación en oficios específicos. Asi-
mismo, en reiteradas oportunidades se
observa que no se ha tenido en cuenta
si la población meta tiene experiencia o
características personales afines a la
conducción de un emprendimiento pro-
pio (Jacinto, 2002b). En este tipo de polí-
ticas de «lucha contra la pobreza» y de
promoción de microemprendimientos,
las estrategias suelen orientarse a la
creación de fuentes de ingresos para los
pobres, en lugar de hacia el desarrollo

de microemprendimientos formales
perdurables.

De este modo, puede argumentarse que
importantes programas de la CI no con-
tribuyeron al fortalecimiento de la insti-
tucionalidad tradicional de la FP durante
esos años sino a la conformación de
una FP en paralelo.

En estos mismos terrenos, otros coope-
rantes, en particular europeos comenza-
ron a intervenir en la escena regional
con fondos de envergadura por esos
años, como COSUDE y AECID. Al mis-
mo tiempo, otros ya venían intervinien-
do, lo hacían de manera más acotada,
apoyando proyectos piloto, desarrollo
institucional y asistencia técnica a go-
biernos, como GTZ (Jacinto y Lasida,
2008). Hacia los años 2000, nuevos vira-
jes tendieron a cambiar los ejes y las
modalidades de cooperación, como se
verá a continuación.

III. LOS LINEAMIENTOS ESTRATÉGICOS
EN LA DÉCADA 2000-2009

El panorama regional a principios de los
años 2000 seguía mostrando indicado-
res sociales críticos. Bajas tasas de creci-
miento, gran dependencia de los flujos
de capitales, aumento del desempleo y
de la informalidad, y deterioro de las
condiciones del empleo formal. En con-
secuencia, aumento de la pobreza y de
las desigualdades, crecientes tensiones
sociales y problemas de gobernabilidad.

Claudia Jacinto
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Al mismo tiempo, un fuerte movimiento
internacional, con participación de los
países desarrollados, los organismos
multilaterales, agencias y algunos paí-
ses «en desarrollo» comenzaron a cues-
tionarse la «efectividad de la ayuda» in-
ternacional. Tanto las Naciones Unidas
como los organismos multilaterales, y
las OSC, comenzaron a impulsar distin-
to tipo de acciones globales en este sen-
tido. La Campaña Global contra la
Pobreza (GCAP) o los Objetivos de De-
sarrollo del Milenio (ODM) son expre-
siones claras de esta mirada que, funda-
mentalmente, llama a invertir más
dinero por parte de los países y las em-
presas, para «aliviar» la pobreza. Las ac-
ciones de cooperación se comenzaron a
ubicar en el enfoque de influir global-
mente sobre el desarrollo sostenible y a
reforzar la orientación sobre la reduc-
ción de la pobreza. La UE en particular
propuso una superación de esa concep-
tualización a partir del concepto de co-
hesión social. Más tarde el BID adoptó la
misma terminología. Nos hemos referi-
do a ese proceso en la introducción.

Respecto a la CI orientada a la FP en sí,
se produce un fuerte viraje que tiende a
enfatizar las perspectivas de «sistema
de formación», aprendizaje para toda la
vida, y calidad institucional. Se promue-
ven enfoques holísticos o globales de la
formación para el trabajo, apoyo a un
sector, y/o al sistema de formación
como un todo. La diversificación de ins-
tituciones de FP, promoviendo el de-
sarrollo de efectores privados, que ha-
bía caracterizado los años noventa, vira

hacia el fortalecimiento de la institucio-
nalidad permanente. El modelo de
«ajustarse a la demanda del mercado la-
boral» sigue vigente, pero también
toma en cuenta el desarrollo local como
un eje desde donde planificar la forma-
ción. Los gobiernos municipales cobran
nueva fuerza como agentes de desarro-
llo de los programas. La FP asociada a
los proyectos sociales comienza a vin-
cularse a la institucionalidad permanen-
te, al menos en algunos países, como se
verá posteriormente (Jacinto, 2008).

Una revisión de los documentos propo-
sitivos de las agencias de CI, revela de
un modo general, la preocupación por
la eficacia de las acciones que ha lleva-
do a cambios en las maneras de conce-
bir y operar la CI, hacia enfoques más
articulados con las políticas nacionales
y con las agendas nacionales de desa-
rrollo y coordinación entre ellas a nivel
de los países. Se propone superar el
proyecto puntual, adoptando enfoques
sectoriales y/o de desarrollo sustenta-
ble. Obviamente, existen diferencias en-
tre los marcos referenciales de las dis-
tintas agencias, pero de algún modo
estos lineamientos se repiten a tono con
la Declaración de París. Los matices o
diferencias se refieren al mayor énfasis
en la lucha contra la pobreza, o en el
desarrollo, o más recientemente, en la
cohesión social (Jacinto, 2008).

Los bancos multilaterales aparecen en
los últimos años privilegiando enfoques
sectoriales y de apoyo a formación para
el trabajo como sistema. Así, han reapa-
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recido los proyectos vinculados a forta-
lecer un sistema de educación técnica y
FP, tales como Chilecalifica, apoyado
por el BM, el Proyecto de Modernización
de la Educación Técnica y la Capacita-
ción mexicano (PMETYC) y el Programa
de Fortalecimiento de la Formación Téc-
nica y Tecnológica (PFFTT) de Bolivia,
con financiamiento del BID.

Un rasgo saliente de la presente década
como se adelantó, es el renovado apo-
yo a la institucionalidad permanente de
la FP pero también al diálogo multiacto-
ral. En efecto, en la actualidad, los pro-
gramas dan un lugar central al diálogo
entre actores públicos y privados, y a
las aproximaciones más holísticas, no
sólo en la formación para el empleo
sino también en la inclusión de inter-
venciones o articulaciones complemen-
tarias (salud, desarrollo local, etc.), y/o
a los marcos legales de la formación
para el trabajo. El concepto de cohesión
social aparece como el enfoque con-
ceptual detrás de algunas de estas es-
trategias, en especial en la cooperación
europea. Ejemplos de este tipo de pro-
yectos son COSUDE, AECID y GTZ. En
los últimos años, un proyecto europeo
orientado por el concepto de cohesión
social, EUROsociAL, ha actuado en va-
rios sectores incluyendo educación. En
relación a la educación técnico-profe-
sional y las políticas de empleo, ha faci-
litado el intercambio de experiencias y
buenas prácticas entre Europa y Améri-
ca Latina (véase recuadro en la página
siguiente).

Aunque la temática del desarrollo o re-
forma institucional viene de décadas an-
teriores, ahora cobra nuevo énfasis, en
parte como revisión de los enfoques pa-
sados. Algunos se centran en el mejora-
miento de los centros de formación
sobre un modelo más orientado a la de-
manda. Algunos proyectos recientes es-
tán utilizando distintos modelos y meto-
dologías de calidad institucional, que
tienen como elemento en común apor-
tar criterios y estándares de evaluación
respecto a los cuales cada organización
puede medirse y que sirven de base para
desarrollar procesos de mejora. Desde
esta perspectiva, en Chile y Argentina se
han producido normas de calidad espe-
cíficas para los centros de FP, en el marco
de programas financiados por el BM. Es-
tas herramientas se promueven tanto en
el ámbito público como en el privado. En
general, el fortalecimiento de la institu-
cionalidad de la formación se combina
con otros componentes tales como
terminalidad educativa, certificación de
competencias, capacitación y orienta-
ción de jóvenes desempleados.

El impacto en un determinado sector
productivo es otra de las orientaciones
visibles. En estos casos, se apela a la
participación sectorial de los actores in-
volucrados en las ámbitos de la educa-
ción y el trabajo, empresas, sindicatos,
centros de formación. Se reconocen en
este terreno proyectos como la Red de
Talleres Privados de Capacitación Juve-
nil, llevado adelante por la Asociación
Costarricense de Agentes de Turismo,
con apoyo del BID.

Claudia Jacinto
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En los proyectos globales en general
participan los diversos actores estatales
con competencia en el tema de la for-
mación laboral, comprendiendo tanto
los Ministerios de Educación, como a
los de Trabajo, a los que se agregan
otros organismos del área. En esta eta-
pa reaparecen los proyectos vinculados
a fortalecer un sistema de educación
técnica y FP. Muchas de las reformas en
las políticas de educación y de trabajo
en la región se han producido a través
de la CI. Además de Chilecalifica, otro
ejemplo es el Programa de Formación
Ocupacional e Inserción Laboral (FOIL)

apoyado por AECID en Centroamérica
que procura instalar observatorios de
mercado de trabajo en los países inclui-
dos.

De este modo, aún en programas de
magnitud y alcance diverso, el impacto
en las políticas públicas, ya sea por la
implementación de nuevos modelos de
intervención o por el fortalecimiento o
el mejoramiento de la calidad de los ser-
vicios existentes, se instala como un
propósito central de la cooperación. In-
cluso, algunos programas se plantean
actuar exclusivamente en este nivel. En
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La Comisión Europea, siguiendo el mandato derivado de las Cumbres, incorporó
el tema de la cohesión social en su estrategia general de cooperación con América
Latina.

El Programa Regional para la Cohesión Social en América Latina, conocido como
EUROsociAL. Diseñado en 2003 y lanzado oficialmente en la Cumbre de Guadala-
jara al año siguiente, el programa comenzó sus actividades en el año 2005. Su fina-
lización está prevista para la segunda mitad de 2009. La Comisión Europea ha
comprometido un monto total de 31,3 millones de euros.

Su objetivo es la promoción de la cohesión social a través del impulso a políticas
públicas y el fortalecimiento institucional. EUROsociAL realiza, esencialmente, in-
tercambios de experiencias entre administraciones públicas de las dos regiones
para compartir información y conocimiento acerca de políticas y procedimientos
institucionales exitosos, con repercusiones positivas en cinco sectores esenciales
para la cohesión social: la educación, el empleo, la fiscalidad, la justicia y la salud.

Entre otras actividades, ha promovido la constitución de una red latinoamericana
de educación en contextos de encierro y de formadores en temas de negocios y
microemprendimientos para pueblos indígenas.

Fuente: Alexandra Cas Granje (2009): «Balance y perspectivas de la cooperación UE-AL para la cohe-
sión social», en Fernando Carrillo Flores, Lucha contra la exclusión social en América Latina: una mira-
da desde Europa, La Paz, BID/Eurosocial/Comisión Europea/Plural Editores, pp. 101-112.
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relación a esto, también se enfatiza que
las iniciativas deben prever desde un
comienzo cómo serán sostenibles a fu-
turo, incorporándose a las políticas pú-
blicas, desarrollando otras fuentes de fi-
nanciamiento u otras estrategias. Varios
proyectos de envergadura que se inicia-
ron con financiamiento internacional en
la década pasada han logrado sortear la
etapa de instalación con el apoyo de co-
operación, para constituirse en políticas
de Estado con financiamiento nacional
desde hace varios años. Un ejemplo en
este sentido es el Projoven de Uruguay,
que hace más de 11 años cuenta con
fondos del Fondo Nacional de Empleo.
Más recientemente, dentro del mismo
tipo de proyectos, Jóvenes en Acción en
Colombia sigue el mismo camino, con
la coordinación del organismo nacional
de FP, el Servicio Nacional de Aprendi-
zaje (SENA). Otros proyectos iniciados
en los años noventa, desde su origen tu-
vieron entre sus objetivos impactar en
la política pública. Por ejemplo, CAPLAB
de Perú ha fortalecido a los Centros de
Educación Ocupacional estatales. Pero
en la actualidad, el objetivo de impactar
sobre las políticas se ha extendido hacia
la mayoría de las agencias.

Otro lineamiento visible es el énfasis en
la articulación de esfuerzos entre distin-
tos cooperantes y el diálogo con otros

actores o el establecimiento de alianzas.
Estas articulaciones son consideradas
hoy indispensables para optimizar el
uso de recursos siempre limitados. Un
ejemplo reciente en ese sentido es el
programa Desarrollo de la Juventud de-
pendiente de la Secretaría de Estado de
Trabajo y la Secretaría de Estado de
Educación de República Dominicana, fi-
nanciado por el BID, el Banco Interna-
cional de Reconstrucción y Desarrollo
(BIRD), agencias bilaterales y contrapar-
tes nacionales 5.

La cooperación europea da particular
énfasis a la participación social y a las
estrategias de «empoderamiento» para
salir de la pobreza. Es decir, apoya el
desarrollo de instrumentos para que las
poblaciones más pobres puedan hacer
valer sus intereses y exigir sus dere-
chos. Esta perspectiva es visible por
ejemplo en muchos proyectos dirigidos
a poblaciones rurales o a pequeñas lo-
calidades. La promoción de alternativas
de economía social, cooperativismo,
desarrollo sustentable, se suman en
este terreno y reformulan el tradicional
«apoyo al sector informal». El énfasis en
el desarrollo sustentable suele ser enfa-
tizado también en estas acciones. Por
ejemplo, COSUDE trabaja en varios de
los países de la región que considera
prioritarios como Perú, Ecuador, Bolivia

Claudia Jacinto

5 Lanzado en 2006, está dirigido a jóvenes, entre 16 y 25 años, desempleados y pertenecientes a hogares
pobres, proponiéndose alcanzar a 37.500 jóvenes. Sus objetivos son: proporcionar el acceso a una prime-
ra experiencia profesional a través de cursos de capacitación y emprendedorismo, y fortalecer y expandir
la educación básica para adultos y la educación media para adultos desertores. Los cursos de capacitación
se organizan en cuatro módulos e incluyen una pasantía laboral.
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y Centroamérica. Teniendo como objeti-
vo contribuir a la reducción de la pobre-
za y promover un desarrollo equitativo,
se concentra en tres prioridades temáti-
cas: el desarrollo de las micro, peque-
ñas y medianas empresas, la gobernabi-
lidad local y el acceso a servicios
públicos a nivel local. En el marco de es-
tas acciones, desarrolla componentes
de FP.

Finalmente, un criterio transversal que
aparece en los proyectos es el género,
apuntando a la equidad en ese sentido.
Esto se ha expresado especialmente en
el establecimiento de «cuotas» femeni-
nas y en incipientes avances en la trans-
versalidad del enfoque. Como se verá
en el capítulo sobre FP, los avances en
este sentido son relativos.

Ahora bien, dos interrogantes claves se
abren ante estos nuevos enfoques: ¿cuá-
les son los dilemas que se han abierto
para la CI en su implementación?; ¿hasta
qué punto estos lineamientos se reflejan
en las acciones concretas llevadas ade-
lante? Retomaremos estos interrogantes
más adelante.

IV. COOPERACIÓN HORIZONTAL: UNA
TENDENCIA EN AUMENTO

Una particularidad de la cooperación en
la región parece ser la existencia de coo-
peración horizontal entre países desde
larga data. Ya desde inicios de los años
sesenta, los mecanismos de coopera-

ción horizontal desarrollados por las
instituciones de FP fueron promovidos
en torno a CINTERFOR-OIT (Weimberg,
2008). Según el relevamiento efectuado
por CINTERFOR, en los últimos diez
años se registran varios ejemplos a ni-
vel nacional y regional sobre la articula-
ción de acciones de cooperación entre
IFP. Los principales ámbitos de desarro-
llo de la cooperación horizontal son
(CINTERFOR, 2008):

• Desarrollo de la formación basada en
competencias: a mediados de los
años noventa cuando la primera ex-
periencia a nivel nacional se inició con
el Consejo Nacional de Normalización
y Certificación de Competencias La-
borales (CONOCER) de México, con la
creciente iniciativa de otras IFP se
desarrolló luego el modelo.

• Gestión de calidad y equidad en la for-
mación: el intercambio de experien-
cias ha permitido romper el presu-
puesto del tamaño de la IFP como
determinante de su capacidad para
brindar cooperación. Siendo pionero
el Servicio Nacional de Aprendizaje
Industrial (SENAI), instituciones como
el Servicio Nacional de Adiestramien-
to en Trabajo Industrial (SENATI) brin-
daron apoyo a otras como SENA.

• Uso de las Tecnologías de la Informa-
ción y la Comunicación (TIC) en la for-
mación: impulsado por las primeras
experiencias que iniciaron y mantu-
vieron instituciones como el Servicio
Nacional de Aprendizaje Comercial
(SENAC), SENA, SENAI. En esta área
la cooperación horizontal ha sido fac-
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tor crucial para que varias IFP definan
sus derroteros de acción al iniciar pro-
gramas mediante el uso de TIC. Te-
mas sensibles como la definición de
plataformas, la formación de docen-
tes o el diseño curricular se han veni-
do trabajando, se han desarrollado ta-
lleres de formación y se han
producido publicaciones de estudios
de caso.

• Avances en sectores tecnológicos es-
pecíficos: bajo la demanda de tales
sectores se han organizado reuniones
técnicas e intercambio de experien-
cias y materiales didácticos en secto-
res de importancia para el desarrollo
de varios países como son: hotelería y
turismo, industria gráfica y el sector
rural entre otros. Estos intercambios
específicos han contribuido a generar
nuevos programas de formación o a
mejorar los existentes en varias IFP.

• Capacitación y formación de docen-
tes, directivos y técnicos.

En suma, el citado documento de CIN-
TERFOR sostiene que mientras la CI ha
apoyado acciones de tipo social o con-
tra la pobreza, en la cooperación hori-
zontal se advierte un énfasis mayor en
la propia calidad institucional y en la in-
novación pedagógica de la FP.

Con respecto a la cooperación horizon-
tal de otros actores institucionales, un
ejemplo pionero lo constituye el del Mo-
vimiento Fe y Alegría, cuyos programas
tienen como principales propósitos la
promoción del intercambio y apoyo re-
cíproco entre organizaciones de distin-

tos países que actúan en la formación
de jóvenes para el trabajo. Asimismo, la
cooperación bilateral está promoviendo
las modalidades de cooperación hori-
zontal en varios programas. Por ejem-
plo, el programa FOIL apoyado por
AECID en Centroamérica, acordó una
Norma Técnica Regional de Competen-
cia Laboral referida al formador de FP y
la implementación de un sistema de ob-
servatorios de mercado de trabajo.

Se abren en estos temas algunos inte-
rrogantes tales como: ¿se registra una
cierta competencia entre la cooperación
horizontal y la vertical?; ¿cómo construir
una agenda de articulación entre la coo-
peración horizontal y la multilateral?

V. ENTRE LOS CAMBIOS DE ENFOQUES
Y LOS VIRAJES EN LAS ACCIONES

Como se ha mencionado, aún en pro-
gramas de magnitud y alcance diverso,
la CI está tratando de reformar sus ma-
neras de operar en términos de mejora-
miento y desarrollo de coordinación, de
armonización y alineamiento a las políti-
cas nacionales. Algunas décadas atrás
predominaba la definición de los pro-
yectos como pilotos, sin que incluyeran,
la evaluación rigurosa y el propósito de
impactar en las políticas públicas. To-
mando aquella situación como el punto
de partida, las acciones de CI muestran
cambios relevantes orientados a gene-
rar conocimiento y a aportar a las políti-
cas públicas de educación y trabajo,

Claudia Jacinto
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más allá de los beneficiarios directos de
la intervención y del plazo en el que
transcurren. Se observan varios progra-
mas que partiendo de etapas piloto ini-
ciales, con fuerte apoyo de la CI, se han
consolidado como parte de las políticas
públicas en esta área, ganando tanto en
escala como en permanencia (Jacinto y
Lasida, 2008).

La aparición de agentes de CI nuevos, el
reconocimiento de los gobiernos loca-
les y regionales como actores de la coo-
peración al desarrollo; la creciente coo-
peración entre países del sur, con un rol
importante de países que simultánea-
mente son CI y receptores; o la integra-
ción de la sociedad civil global en la
agenda de coordinación y eficacia de la
ayuda son elementos que caracterizan
este nuevo escenario (AECID, 2009).

Los proyectos se conciben desde el ini-
cio con un fuerte componente de diálo-
go y de «abogacía», que intenta articu-
lar prioridades de políticas de los países
con lineamientos estratégicos de las
agencias. Pero obviamente los alcances
y formas en que se constituye este diá-
logo varían según los países, sus tradi-
ciones, su fortaleza institucional, sus
propias prioridades, las orientaciones
de sus gobiernos (Jacinto y Lasida,
2008).

Al aporte en recursos económicos, se
suma el apoyo al desarrollo de capaci-
dades técnicas y el acceso a la experien-
cia comparada. La simple transferencia
de modelos desarrollados en otros con-

textos sociohistóricos es cada vez más
cuestionada y, los lineamientos estraté-
gicos enfatizan actualmente la relevan-
cia de tomar como punto de partida las
características históricas, culturales, so-
ciales, y económicas de cada contexto y
de desarrollar procesos de aprendizaje
durante la implementación de las accio-
nes.

El creciente peso dado al desarrollo ins-
titucional, y al fortalecimiento de las or-
ganizaciones o servicios públicos va en
el mismo sentido. La preocupación por
la sostenibilidad de las iniciativas, luego
de terminado el apoyo brindado por la
cooperación, es otro indicador de las
perspectivas revisadas. Ello supuso re-
conocer que es necesario destinar re-
cursos a estos componentes, que deben
restarse a las acciones directas sobre
los beneficiarios. También se evidencian
cambios en la evaluación de las accio-
nes, donde se ha ido avanzando desde
el reporte de acciones y recursos ejecu-
tados, para comenzar a preocuparse por
la sistematización de los resultados, y el
análisis de los factores de contexto y de
gestión que los limitaron, e incluso el
estudio del impacto. Estas tendencias
han sido tales que en la actualidad es
cada vez más excepcional encontrar
proyectos que no den cuenta de cómo
resolverán el desafío de la sostenibili-
dad tanto cuando se financian progra-
mas públicos como cuando se trata de
OSC.

Al mismo tiempo, la CI ha aportado a la
construcción de un espacio público no
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estatal, promoviendo el lugar de las
OSC y las alianzas publico-privadas en
las programas. Especialmente en aque-
llos países que sufrieron períodos dicta-
toriales en los años setenta, buena parte
de la cooperación se había dirigido a los
actores no gubernamentales. Una vez
reinstauradas las institucionalidades de-
mocráticas, fue produciéndose, con di-
ferencias entre los países, múltiples
esfuerzos por superar un cierto parale-
lismo de las acciones, un cambio de
perspectiva que va desde «lo alternativo
a lo alterativo» respecto a las políticas
públicas, es decir, alterar desde dentro
la oferta regular. En este proceso, al me-
nos una parte de la CI, promueve un en-
foque de empoderamiento de la socie-
dad civil como estrategia vinculada al
mejoramiento de la equidad. Reconoci-
dos estos aportes de la CI y sus virajes
hacia perspectivas más amplias y com-
plejas, cabría instalar algunos ejes de
reflexión y debate.

A pesar de estas tendencias auspicio-
sas, muchos dilemas deben enfrentarse
a la hora de llevar adelante estas orien-
taciones (Jacinto, 2009c).

Desde el lado de las agencias: a) la difi-
cultad para articularse entre sí; b) la per-
sistencia de algunos enfoques acota-
dos, por «proyecto» a pesar del énfasis
en las perspectivas integrales, y c) la
persistencia de un diálogo complejo en
la negociación respecto a los modelos
de intervención y requisitos impuestos
y su adecuada articulación con las políti-
cas públicas.

A partir de la Declaración de París, las
agendas de las agencias enfatizan la ne-
cesidad de articularse para sumar recur-
sos, know-how, vínculos, componentes
articulados en proyectos de mayor en-
vergadura, etc. Existen varios ejemplos
recientes al respecto en la región tanto
de los bancos multilaterales como de la
cooperación bilateral. Sin embargo,
esta «suma de los esfuerzos» no siem-
pre se observa y varias agencias seña-
lan dificultades para combinar agendas,
prioridades, y acciones aún entre los co-
operantes tradicionales. Además, han
aparecido actores nuevos. La diversidad
de los actores forma un panorama muy
complejo donde se pueden distinguir
distintas estrategias. Además de la CI bi-
lateral tradicional, aparecen otros emer-
gentes tales como los países asiáticos y
Venezuela que tienen agendas muy dife-
rentes. También las empresas son otro
tipo de CI emergente, muchas veces,
fundaciones vinculadas a empresas que
llegan con recursos importantes en el
marco de la responsabilidad social.
También OSC de desarrollo funcionan
como cooperantes. En este contexto he-
terogéneo, colaborar y buscar alianzas
son desafíos.

A pesar de los criterios compartidos, se
evidencian algunas perspectivas y énfa-
sis diferentes entre las agencias, que de-
berían explorarse más ampliamente.
Señalamos en primer lugar algunos de
ellos.

A lo largo de los años, se observa una
tendencia a que los liderazgos fuertes

Claudia Jacinto
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de las agencias de cooperación en la im-
plementación de las acciones, progresi-
vamente son complementados o direc-
tamente asumidos por los receptores de
los fondos. Pero esta tendencia al de-
sarrollo de un modelo de gestión más
participativa o asumido por los actores
nacionales, no alcanza a la generalidad
de los proyectos, y surgen a veces ten-
siones, basadas en la asimetría de la re-
lación, abarcando desde los enfoques
hasta la administración de los fondos y
la evaluación.

Se observan diferencias entre las agen-
cias, respecto a los condicionamientos
iniciales siendo los fondos reembolsa-
bles de los bancos multilaterales los que
colocan mayores lineamientos más pres-
criptivos, especialmente sobre el uso y
la administración de los fondos. Los or-
ganismos multilaterales, tales como
OIT-CINTERFOR, o UNESCO, asumen
esencialmente un rol de asistencia téc-
nica, promoviendo redes y cooperación
horizontal entre países 6. La cooperación
bilateral viene enfocándose en respon-
der a las prioridades señaladas por los
países, para tratar de superar las visio-
nes más unilineales de transmisión de
su propio know-how, como solía ser en
el pasado.

También se ha estado enfatizando el en-
foque sectorial (SWAT) como supera-
ción del apoyo proyecto por proyecto,
pero todavía se observan proyectos ais-

lados o que no logran las articulaciones
pertinentes en parte porque los proce-
sos y tiempos de formulación y ejecu-
ción se complejizan cuanto más actores
están involucrados. Entonces a veces la
tensión entre «ejecutar o articular» se
vuelve crítica.

Un estudio de caso realizado en Perú
muestra que los funcionarios del Estado
peruano resaltaron varias incoherencias
con los lineamientos participativos enun-
ciados por las agencias. En efecto, seña-
lan con respecto a la CI: poca flexibili-
dad, no atención de las prioridades
nacionales, no respeto de plazos y pro-
cedimientos y falta de coordinación de
las entidades entre sí. Como se ve, los
grandes nuevos lineamientos de la CI
parecen no reflejarse en la mirada de es-
tos funcionarios. Por su parte, los testi-
monios de las propias agencias suelen
enfatizar la inestabilidad y fragmenta-
ción institucionales (Jaramillo Baanan-
te, Valdivia y Valenzuela, 2007).

También se observa que en algunos
proyectos persiste el apoyo a acciones
de formación puntual, que no se basan
en adecuados diagnósticos del contexto
ni demandas del mercado ni necesida-
des subjetivas de los formandos. Tam-
poco incluyen módulos de competen-
cias básicas y socioprofesionales, ni
apoyos posteriores al propio curso. Otro
campo no suficientemente explorado es
la utilización de la educación a distancia
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y las modalidades de autoaprendizaje
para dar respuestas masivas y diversifi-
cadas.

La ayuda que se ofrece incluye porcen-
tajes considerable de «asistencia técni-
ca de los donatarios» contratada por la
CI. Esto limita y condiciona el uso de los
recursos que efectivamente se destinan
a las acciones específicas (Croce, 2009).
Aunque desde lo discursivo se ha supe-
rado ya el enfoque de transferir «mode-
los» desarrollados en otros contextos
sociohistóricos y culturales, diversas
voces señalan que persisten estrategias
para imponer rígidamente lineamientos
ajenos a las culturas de los países o los
grupos destinatarios. En cambio, coope-
rar es, cada vez más, sinónimo de gene-
rar en las instituciones las competencias
para adaptar e innovar antes que trans-
ferir o instalar tecnologías tanto duras
como blandas (CINTERFOR, 2008). Tam-
bién se señala que el apoyo a procesos
de empoderamiento de la sociedad civil
es limitado (Croce, 2009).

Por otra parte, la CI enfrenta algunos
desafíos en su intención de articularse
con las políticas nacionales: la coexis-
tencia de perspectivas y acciones dife-
rentes, incluso a veces contrapuestas,
dentro de los países; y las debilidades
institucionales que dificultan la ejecu-
ción de los proyectos.

En efecto, en el enfoque actual de las
agencias de CI en la región, su rol es
«dar impulsos al Estado, o más amplia-
mente, a los actores nacionales». Estos

impulsos pueden ser en forma de inno-
vaciones, iniciando nuevos procesos,
brindando el know-how y/o fondos. Es-
tos actores nacionales no son única-
mente los IFP, los Ministerios de Educa-
ción o de Trabajo sino también los de
Finanzas, Economía, los sectores pro-
ductivos y la sociedad civil. La modali-
dad esencial del trabajo para la CI son
las alianzas con los actores nacionales
con el propósito de fortalecer las capaci-
dades, y apoyar las estrategias y políti-
cas de desarrollo para evitar una frag-
mentación.

Sin embargo, muchas veces cabe pre-
guntarse si puede esperarse y obser-
varse una coherencia global entre las
políticas estatales, más aún cuando el
federalismo y la descentralización dan
lugar a políticas nacionales, provincia-
les y municipales a veces a cargo de
partidos políticos diferentes o con dis-
tintas orientaciones ideológicas. A ello
se suma, como han detectado estudios
en Perú y Nicaragua (Vijil et al., 2008; Ja-
ramillo Baanante, Valdivia y Valenzuela,
2007), que en ocasiones, entre los pro-
pios organismos públicos que partici-
pan en el terreno de la formación para el
trabajo existe poca coordinación y cola-
boración interinstitucional. Es más, se
registran continuas luchas por controlar
el tema. Cada institución tiene objeti-
vos, intereses y prioridades diferentes y
no ha existido una visión de largo plazo
en las políticas de FP. Otro obstáculo de-
tectado es la relativa baja prioridad de
las políticas de capacitación dentro del
contexto nacional.
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Más aun, no sólo se trata de organismos
desarticulados sino también de organis-
mos con perspectivas diferentes sobre
la formación para el trabajo. Así, por
ejemplo en temáticas claves como la or-
ganización de sistemas de certificación
de competencias los Ministerios de Tra-
bajo suelen tener enfoques distintos a
los de los Ministerios de Educación, y
además los organismos más de tipo so-
cial, a cargo de los programas de lucha
contra la pobreza, promueven cursos de
formación tradicionales ad hoc donde ni
siquiera se discute ese enfoque. Enton-
ces, la pregunta acerca de las relaciones
entre los Estados y la CI debe contextua-
lizarse ante estas complejidades: si un
país no tiene una perspectiva consen-
suada acerca de algunas de las temá-
ticas impulsadas por la CI, ¿cuál sería
su rol?

Los mismos dilemas se enfrentan res-
pecto a cuestiones más amplias, como
la propia estrategia nacional de desarro-
llo y el compromiso de enmarcar los re-
cursos de la CI dentro de ellas. Como lo
muestran algunos estudios, en la for-
mulación de políticas puede haber esca-
sos procesos de consulta, e intervienen
pocos actores. En éstos, el gobierno se
convierte en el principal actor, tratándo-
se así de un proceso de toma de decisio-
nes de arriba hacia abajo en el que el ni-
vel central ejerce la dirección.

Además del reconocimiento de la falta
de consensos globales en las políticas
públicas, los cooperantes señalan con
frecuencia dificultades vinculadas a las

debilidades institucionales de los paí-
ses, que dificultan la implementación de
los programas. Muchas veces la escasa
capacidad de gestión en algunos países
o regiones o localidades, y la inestabili-
dad de las políticas o de los funcionarios
dificulta el avance de los programas, de-
biendo realizarse muchos esfuerzos de
articulación, reajustes, etc.

Nuevamente, estudios de caso sobre
formación para el trabajo en Perú y en
Nicaragua ilustran esta cuestión. En
Perú, los informantes desde la CI seña-
lan que los organismos públicos son
muy activos en lo que concierne a pro-
puestas, pero no son eficientes en la im-
plementación. Los temas claves, a este
respecto, son los recursos humanos in-
adecuados y una alta tasa de rotación
entre los funcionarios públicos. Esto se
encuentra asociado a la falta de eficien-
cia dentro del Estado en el planteamien-
to de objetivos de desarrollo, así como
también a la alta tasa de rotación del
personal clave en los niveles intermedio
y alto. También se critica la percepción
común de la CI como una especie de
«caja chica» para cubrir urgencias finan-
cieras, así como la tendencia a subesti-
mar la contribución de la CI en términos
de conocimiento. Aunque en teoría el
papel de la CI es de ayudar según las ne-
cesidades del país beneficiario, en la
práctica no existe un plan nacional (Ja-
ramillo Baanante, 2009). La falta de una
clara política nacional lleva a que los es-
fuerzos de la cooperación corresponden
más a su propia agenda que a la agenda
nacional. En Nicaragua, se observan di-
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ficultades en la ejecución de las políti-
cas, sobre todo por las limitaciones pre-
supuestarias y de asignación de recur-
sos a los centros educativos y de FP. En
los últimos quince años los recursos
asignados al sector educación han sido
escasos, sobre todo aquellos dirigidos
al subsistema de educación técnica y ca-
pacitación. Se plantea entonces que se-
ría necesario un liderazgo más efectivo
de las instituciones gubernamentales, a
fin de lograr niveles más adecuados de
coordinación y armonización con la CI,
ya que la variedad de programas y pro-
yectos parece más bien denotar una dis-
persión de esfuerzos en diferentes sec-
tores, derivados de los cambios de
administración, la discontinuidad de po-
líticas y la rotación del personal que da
seguimiento a las mismas. Los procesos
de seguimiento y evaluación consisten
en mecanismos débiles y poco defini-
dos. Existe desconocimiento de los
efectos e impactos de las acciones (Vijil
et al., 2008).

A las desarticulaciones entre las políticas
y las debilidades para implementarlas
debe sumarse la diversidad de contextos
geográficos, políticos y socioeconómi-
cos. Este punto de partida lleva a recono-
cer una cuestión clave para la CI: la nece-
sidad de apoyar la mejora de la calidad
institucional en los niveles macro, meso
y micro.

La CI ha contribuido a instalar cada vez
más una perspectiva de rendición de
cuentas (accountability) y de medición
de resultados e impactos. El enfoque de

Marco Lógico, desarrollado inicialmente
por la GTZ, ha tenido sucesivas versio-
nes y se ha generalizado. En sí misma la
práctica de la evaluación es sin duda
muy valiosa. Sin embargo, muchas ve-
ces predominan enfoques de insumo-
producto que dejan poco espacio a las
complejidades del diseño, e implemen-
tación de la FP y su relación con la in-
serción laboral de los egresados. Una
comprensión en profundidad de los pro-
cesos de implementación y las denomi-
nadas «externalidades» de los progra-
mas requieren un modelo más complejo
de interpretación y de investigación que
incluya estrategias subjetivas, perspec-
tivas institucionales y el macronivel sis-
témico. Para aprender sobre las políti-
cas, es preciso llevar adelante enfoques
de investigación que incluyan dimensio-
nes objetivas y subjetivas, e institucio-
nales. Algunas agencias europeas han
promovido recientemente enfoques in-
novadores al respecto, enfatizando una
participación más intensa de los intere-
sados y un aprendizaje horizontal en
red, orientado a la toma de decisiones
contextualizadas.

Otro cuestionamiento sobre la evalua-
ción viene del lado de las OSC. Un docu-
mento al respecto sostiene que así
como muchas veces se imponen crite-
rios rígidos y descontextualizados para
evaluar a los proyectos, existe una asi-
metría con la CI: no se le pide rendición
de cuentas ni hay «estándares de cali-
dad de ayuda» para evaluar desde el
punto de vista de los receptores a la CI
(Croce, 2009).
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En definitiva, los desafíos son aún mu-
chos en términos del rol que cabe a la CI
en general en la promoción de iniciativas
que sumen a la cohesión social. Los mis-
mos incluyen desde la efectiva articula-

ción con las políticas nacionales y la pro-
moción de la participación democrática
de todos los actores relevantes hasta la
revisión crítica de su propio rol en rela-
ción al desarrollo equitativo e incluyente.
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En estas conclusiones resaltaremos los
principales enunciados formulados en
este volumen y examinaremos, en la
medida de lo posible comparativamen-
te, las tendencias de las relaciones entre
formación profesional (FP) y cohesión
social en América Latina y España.

Como hemos señalado en la introduc-
ción, los focos de la FP dentro de los es-
tudios son distintos, y entonces la mira-
da comparativa será inicial y podría
profundizarse con futuros estudios que
abarquen más niveles y/o tipos de la FP
en ambos contextos. Por otra parte,
debe tenerse en cuenta que América La-
tina es un continente profundamente
heterogéneo y que la realización de es-
tudios nacionales en profundidad po-
dría complejizar y abordar con mayor
nivel analítico diferencias entre ellos
que aquí son señaladas como tenden-
cias generales.

Además, un trasfondo importante que
debe tenerse en cuenta es que la FP
puede contribuir a la cohesión social en
el marco mucho más amplio de accio-
nes en pos del desarrollo, de la genera-
ción de empleo decente y de la expan-
sión de la educación. Como elemento
aislado, la potencialidad de la FP como
elemento de cohesión, es limitada.

Se ha señalado justamente que una de-
bilidad histórica en el desarrollo de los
sistemas educativos con fuerte tono ge-
neralista o academicista ha sido que la
FP no tuvo un lugar central, sino vincu-
lado a la formación de necesidades pun-

tuales de calificación de trabajadores
y/o destinado a aquellos que fracasaban
en la educación general. El círculo vir-
tuoso entre una educación de funda-
mento y una formación especializada
que respondiera a las demandas del
mundo del trabajo y del desarrollo eco-
nómico-social, estuvo lejos de confor-
marse de un modo articulado en térmi-
nos generales en Iberoamérica. Sin
embargo, algunas tendencias recientes
permiten observar mayores consensos
respecto a la necesidad de conformar
sistemas educativos y formativos inte-
grados donde la FP sea valorada dentro
del marco del aprendizaje para toda la
vida. Volveremos sobre este punto.

Seguiremos a lo largo de las conclusio-
nes las dimensiones analíticas propues-
tas en la introducción.

a) Una cuestión inicial examinada res-
pecto de las relaciones entre FP y
cohesión social fue la estructura-
ción general del sistema de FP y su
lugar dentro de la oferta educativa
en su conjunto.

El estudio de España considera que los
avances recientes en la reestructura-
ción del sistema de FP han ido en el sen-
tido de conformar un modelo integrado
de FP que incluye la inicial y la vinculada
a la formación para el empleo en un
solo sistema. Tal como se plantea en el
capítulo respectivo, esta formulación
tiende a organizar una FP con objetivos
únicos, teniendo como referentes los
perfiles y las competencias profesiona-
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les que se demandan desde los sectores
productivos. Algunos avances en ese
sentido son un Catálogo de Cualificacio-
nes Profesionales que funciona como
marco de referencia común para ambos
subsistemas de FP; y la creación de al-
gunos Centros Integrados de Formación
Profesional. Muchos avances se han
producido en este sentido, aunque el
proceso de integración de los subsiste-
mas de FP sigue siendo claramente in-
suficiente, según se ha evaluado. Se
volverá más adelante sobre esta cues-
tión.

Por su parte, los Programas de Cualifi-
cación Profesional Inicial (PCPI), antes
denominados de Garantía Social, cons-
tituyen la alternativa para que la FP des-
tinada a quienes no tienen las com-
petencias básicas requeridas para la
especialización, pasen por procesos
educativos compensatorios y puedan
con posterioridad incorporarse a la FPR.
Los PCPI no son paralelos a la Forma-
ción Profesional Reglada (FPR), sino en
todo caso son programas «previos» a la
FPR: se organizan para el alumnado que
no ha conseguido o no cumple los re-
quisitos formativos para acceder a la
FPR; en el caso de superarlos, el alumno
puede proseguir su escolarización en la
FPR o puede intentar ingresar directa-
mente en el mercado laboral con la cua-
lificación básica obtenida en el PCPI. El
modelo es muy interesante porque no
corta la circulación entre FPR y PCPI

sino que habilita el pasaje. Sería intere-
sante contar con datos que muestren si
esa circulación se hace efectiva (cues-
tión compleja por el carácter descentra-
lizado de la FPR) y conocer las estrate-
gias de los centros formativos para
promoverla. Indicativamente, se sabe
que las pasarelas funcionan, en porcen-
tajes muy minoritarios; las más usadas
son las que se producen entre PCPI y
FPR de Grado Medio y entre FPR de Gra-
do Superior y Universidad.

Esta estructuración ha tenido como uno
de sus objetivos superar la llamada «do-
ble vía» y aumentar el prestigio de la
FPR. Se le ha dado así un reconocimien-
to que sin embargo aún no se refleja en
una valorización social acorde. Proba-
blemente ésta solo será posible cuando
las evidencias muestren que efectiva-
mente se haya superado la doble vía.
Señal de ello sería por ejemplo que la
demanda por FPR supere la oferta de
plazas.

En América Latina, el punto de partida es
mucho más complejo y heterogéneo. A
pesar de la expansión educativa, todavía
subsisten amplios grupos poblacionales
que no han terminado la educación bási-
ca y mucho menos la secundaria. Ello ha
llevado a la instalación de acciones de
FP1 que incluyen desde estas poblacio-
nes hasta los trabajadores integrados
en los sectores modernos de la econo-
mía. De hecho, la FP comenzó destinada

Claudia Jacinto
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a la formación de trabajadores en el
marco de los procesos de substitución
de exportaciones y posteriormente, ten-
dió a diversificarse para atender nuevas
demandas y necesidades, incluyendo
tanto fuertes relaciones con empresas y
desarrollo de innovaciones tecnológicas
al sector informal. Pero en ese proceso,
como se ha visto, hubo fuertes indicios
de que también tendió a segmentarse.
La oferta permanente de FP basada en
centros de formación que en algunos
países incluyen FP inicial y continua,
convive con múltiples programas ad
hoc cuya sustentabilidad institucional y
financiera es precaria. La mayoría de la
oferta se presenta en paralelo, desar-
ticulada, y con agendas y enfoques dis-
tintos, una parte considerable de la FP
pública (especialmente la destinada a la
atención de grupos vulnerables) no
está institucionalizada ni cuenta con
certificación; en cuanto a la oferta priva-
da ha sido poco estudiada pero tam-
bién presenta signos de calidad muy di-
versa.

Existen muchas disparidades entre los
países y al interior de ellos respecto a la
magnitud y calidad incluso dentro de la
oferta de FP institucionalizada. En algu-
nos Institutos de Formación Profesional
(IFP), se evidencian circuitos de alta ca-
lidad y exigencia, en los que se requiere
el nivel secundario completo para acce-
der a los cursos, y otros circuitos de
menor calidad y recursos en locales co-
munitarios, destinados a ocupaciones
informales de baja productividad. Pero
no sólo eso: los efectos de la FP son

múltiples y en el marco de programas
de lucha contra la pobreza, se brinda en
muchas ocasiones una formación de
muy baja calidad, destinada a desocu-
pados o trabajadores informales. Si
bien puede ser cierto que brindan algu-
nas competencias útiles para su vida
productiva, la baja calidad formativa así
como su desarticulación respecto de
otras instancias formativas, no contri-
buyen a los objetivos del aprendizaje
para toda la vida y al empleo decente.
Ante tantas deudas sociales y educati-
vas, conformar un sistema integrado de
FP parece un horizonte lejano. Sin em-
bargo, se evidencian algunos indicios
favorables, como por ejemplo, la pre-
sencia cada vez más fuerte de las IFP en
el terreno de la atención a grupos vul-
nerables poniendo a disposición recur-
sos innovadores y de calidad, con un
enfoque de ampliación de las oportuni-
dades y contribución a la cohesión so-
cial. Lo cual nos conduce al segundo
punto.

b) ¿En qué medida y con qué enfoques
la FP permite el acceso a grupos
vulnerables, tales como mujeres
pobres; población rural, y los jóve-
nes de bajo nivel de calificación?

En España, en relación a los jóvenes, los
PCPI se orientan a jóvenes de más de 16
años que terminan o abandonan la etapa
de la Educación Secundaria Obligatoria
sin alcanzar sus objetivos, lo cual inclu-
ye en gran parte a jóvenes con dificulta-
des socioeconómicas familiares. Aun-
que el modelo es bien evaluado por los
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estudios previos, su cobertura es insufi-
ciente.

En América Latina, la cohesión social
plantea exigencias básicas, en parte ya
satisfechas en Europa; de manera que
no es fácil separarla de lo que se conoce
como lucha contra la pobreza, la des-
igualdad y la exclusión social.

En este sentido, todas las evidencias
muestran que las IFP han estado en esta
década fuertemente asociadas por los
gobiernos en programas destinados a la
atención de poblaciones vulnerables.
Esa tendencia se refleja ya sustantiva-
mente en los datos de matrícula que evi-
dencian la inclusión de sectores que tra-
dicionalmente no lograban ingresar a
sus cursos. Sin embargo, caben dudas
acerca de en qué medida estos cursos
compensatorios o complementarios
son equivalentes o articulables con la FP
titulada. En ese sentido, el actual mode-
lo español para permitir el pasaje desde
una FP más vinculada a lo compensato-
rio (PCFI) hacia la FPR, ofrece una alter-
nativa interesante con vistas a no con-
formar circuitos formativos cerrados y
segmentados.

Dentro del terreno de la atención a gru-
pos vulnerables y/o que sufren discrimi-
naciones en el mercado de trabajo,
América Latina viene recorriendo un ca-
mino de desarrollo de enfoques más
amplios e integrales, en algunos casos
impulsados incluso por la cooperación
internacional (CI). Existen muchos ejem-
plos de programas de atención a secto-

res pobres que asumen enfoques holís-
ticos, buscando no sólo vincular la cali-
dad y la equidad, sino también el de-
sarrollo sostenible a nivel local y el
mejoramiento de la calidad de vida de
las personas y comunidades. Estos pro-
gramas combinan desarrollo educativo,
productivo y de FP. Los procesos de des-
centralización que han brindado mayor
autonomía a los municipios han contri-
buido también en ese sentido. En cier-
tos ámbitos, la participación de las
comunidades y de las OSC en la formu-
lación y ejecución de programas en los
que financia el Estado en sus distintos
niveles, avanzan hacia modelos de
«gestión asociada» que aporta a la co-
hesión social. Se incluyen también con
fuerza reciente e incipiente en algunos
países el enfoque de Economía Solida-
ria como alternativo al enfoque de mer-
cado y se desarrollan acciones formati-
vas en este marco. Sin embargo, en
términos de mejoramiento de la cohe-
sión, la estrategia de focalización en
grupos vulnerables es ineludible, aun-
que insuficiente para superar los fuertes
e históricos obstáculos de la inclusión
social global de la región.

Las mujeres, como en otros terrenos,
han sufrido fuertes discriminaciones en
la FP tanto respecto al acceso en general
como respecto a las especialidades a las
que han podido ingresar. En efecto, se
registra históricamente una fuerte aso-
ciación entre ocupaciones típicamente
femeninas y las especialidades que les
son destinadas en la FP. Aunque para
América Latina no se dispone de datos
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al respecto, los indicios permiten soste-
ner que no se diferencian mucho de los
datos de España donde existen signifi-
cativas diferencias entre mujeres y
hombres matriculados en determinadas
familias profesionales.

Estas cuestiones son aún más fuertes y
evidentes en el caso de las mujeres po-
bres, de bajos niveles de cualificación.
Aunque se han registrado avances en el
desarrollo de enfoques en pos de la
equidad de género, la FP en términos
generales sigue mostrando pocas inicia-
tivas que intentan quebrar la segmenta-
ción profesional y la discriminación de
las mujeres en el mercado de empleo.
En el caso latinoamericano, varios pro-
gramas enfatizan la acción afirmativa,
orientada a lograr que las mujeres efec-
tivamente accedan a oportunidades pri-
mero de formación y luego de inserción
laboral, sea asalariada o independiente.
Algunos programas y/o políticas confie-
ren apoyos para el cuidado de niños pe-
queños. Pero no ha podido constatarse
que alguna IFP haya adoptado institu-
cionalmente la perspectiva de transver-
salización de género, aunque sea un
concepto utilizado en los discursos. Es
más: los programas de discriminación
positiva que además brindan apoyos a
las mujeres aparecen ligados más bien
a instituciones específicamente com-
prometidas con la equidad de género.
Aunque algunos programas valiosos se
han desplegado en las IFP, la perspecti-
va de género no forma parte integral de
las políticas de FP. Evidentemente, la
cuestión no es fácil ya que se expresan

pautas culturales arraigadas, que difícil-
mente se pueden modificar en el corto
plazo y desde un único sector. De este
modo, se instalan también tensiones
entre formar a las mujeres para ocupa-
ciones en las que tienen mayores posi-
bilidades de ocuparse o tratar de rom-
per con discriminaciones injustas del
mercado laboral. Al respecto, la trans-
versalización del género brinda un enfo-
que superador que permite en principio
cuestionar esos arquetipos.

Otro grupo que ha sido destinatario pri-
vilegiado de FP en las políticas y pro-
gramas de empleo son los jóvenes des-
empleados o en busca de un empleo
formal de bajos niveles educativos (en
general, menores a la secundaria infe-
rior o superior). Sólo algunos países dis-
ponen de un dispositivo asimilable a los
programas de PCPI. En América Latina
quienes abandonan o fracasan en la
educación obligatoria pueden acceder a
escuelas de jóvenes y adultos, que en
general no incluyen FP, o directamente a
los cursos cortos de FP que no incluyen
la terminalidad de la educación obliga-
toria.

Los programas específicos destinados a
jóvenes de bajo nivel de cualificación
entre los 16 y 25 años han puesto el én-
fasis en acercarlos a un empleo formal,
decente. Para ello, recalcan la pertinen-
cia de la formación en relación a las de-
mandas del mercado y también crear
puentes con un mercado de trabajo de
calidad, en especial para aquellos que
no cuentan con un capital social que se
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los provea. Un elemento clave para con-
tribuir a la cohesión social radica en arti-
cular aquellas acciones conducentes a
la finalización de la educación obligato-
ria, cuestión que se comentará más ade-
lante. Otro componente que ha aumen-
tado la integralidad de estas acciones de
FP ha sido la creciente incorporación y/o
articulación con la orientación laboral y
el apoyo a la inserción en el mercado de
trabajo, en algunos casos a través de
servicios regulares de empleo.

Pero aún así el alcance global de estos
modelos beneficia sólo a una mínima
parte de los jóvenes de bajo nivel de
cualificación. La incorporación de estos
programas dentro de abordajes de
aprendizaje a lo largo de toda la vida,
que faciliten puentes con otros niveles y
tipos de educación formal, no formal e
informal es imprescindible en vistas a la
cohesión social. Pero más allá de ello,
en el marco de sociedades con tenden-
cias excluyentes, con segmentación
social y del mercado de trabajo, y segre-
gación residencial, las barreras estruc-
turales atentan contra las posibilidades
de generar cambios amplios y sustanti-
vos en las condiciones de acceso al em-
pleo de los jóvenes que provienen de
hogares vulnerables.

Límites iguales o incluso más fuertes
aparecen respecto a la población rural
latinoamericana, afectada por la pobreza
y la exclusión educativa. En muchos paí-
ses de la región, población rural es sinó-
nimo de población indígena. La FP para
la población rural ha tendido especial-

mente al mejoramiento de las técnicas
productivas y de la gestión de las unida-
des productivas, y al acceso al micro-
crédito. Muchos programas con enfo-
ques integrales de desarrollo local han
tenido buenos resultados e incluso algu-
nos programas desarrollan procesos de
asistencia técnica, transferencia e inno-
vación tecnológica muy sugestivos e in-
teresantes. Como en otros temas, todas
estas experiencias muestran caminos
prometedores pero si no son acompaña-
dos de otras medidas, sus alcances son
limitados. Entre las dimensiones que
han tenido escaso reconocimiento y son
claves para la cohesión social, se cuenta
la interculturalidad que ha estado prácti-
camente ausente de los debates y accio-
nes en FP, cuando en algunos países de-
bería cobrar evidente centralidad.

En definitiva, es preciso reconocer que
las poblaciones vulnerables no sólo tie-
nen problemas de formación y de em-
pleo: han padecido y padecen una suma
de precariedades, en sus condiciones de
vida, y en el acceso a diferentes bienes y
servicios. Las intervenciones orientadas
a la cohesión social deben por lo tanto
ser integrales y atender ese conjunto de
dimensiones, todo ello reconociendo y
respetando las diversidades, es decir, la
voz de los sujetos.

c) Otra dimensión central bajo análisis
fue la contribución de la FP a la in-
serción laboral de los capacitados.

Abordar este tema lleva a enfrentar en
general a un fuerte obstáculo en Améri-
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ca Latina: la falta de evaluación sistemá-
tica, aunque con honrosas excepciones,
que han sido mencionadas en este estu-
dio. Detrás de las evaluaciones exis-
tentes, están IFP consolidadas o progra-
mas con financiamiento internacional.
Las evaluaciones recientes disponibles,
muestran buenos resultados en térmi-
nos de la inserción laboral y de la inte-
gración social de los participantes. Pero
estas valoraciones sólo se basan en los
escasos datos disponibles.

En España la práctica de seguimientos
de egresados de la FPR parece haberse
instalado dentro de las responsabilida-
des de gestión de las comunidades
autónomas. Los datos recientes de
inserción laboral de los capacitados
muestran también muy buenos resulta-
dos. Cabría preguntarse si estas prácti-
cas alcanzan también los programas de
formación para el empleo.

Por supuesto, los datos de inserción de-
ben leerse en relación a la situación gene-
ral del mercado de trabajo: obviamente
en momentos de generación de empleo
serán mejores. En el caso latinoamerica-
no, los resultados disponibles justamente
muestran esa convergencia tanto en
cuanto a la disminución de la desocupa-
ción como respecto al acceso a empleos
formales. En efecto, las dificultades labo-
rales no sólo se deben a débiles capitales
humanos sino a contextos socioproducti-
vos excluyentes o segmentados.

d) Otro conjunto de dimensiones se
refiere a la calidad de la FP brinda-

da. Para empezar, la vinculación en-
tre FP y cohesión está fuertemente
vinculada a la institucionalidad de
las propuestas. Esto no implica
desconocer la riqueza, que se deri-
va de las demandas productivas,
los contextos y las poblaciones
atendidas, de que participen cen-
tros de formación diversos o servi-
cios complementarios (educativos,
sociales, etc.). Sino que el direccio-
namiento de las políticas hacia un
modelo que vincule el desarrollo so-
cioproductivo y la innovación, con el
desarrollo de los sujetos, implica
instituciones con fuerte apoyo y li-
derazgo público.

En América Latina, el conjunto de las ac-
ciones de FP muestran diversa institu-
cionalidad y calidad. Sin embargo, un
rasgo positivo que viene caracterizando
las políticas de FP en los años 2000 es
un avance hacia una mayor instituciona-
lidad que brinda mayores niveles de
sustentabilidad y calidad. Cada vez más
los programas son amparados dentro
del ámbito de las IFP y/o de los centros
de FP regulares, sin que ello impida que
una diversidad de actores actúe como
implementadores (desde organizacio-
nes especializadas en trabajo con muje-
res, o en formación para la población ru-
ral, hasta escuelas e institutos terciarios,
pasando por otros diversos organismos
públicos), en muchas ocasiones brin-
dando un plus innovador a sus aborda-
jes. Incluso se dan alianzas entre estos
últimos y las IFP u organismos públicos
especializados.
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La fuerte institucionalidad también ca-
racteriza al caso español en cuanto a la
FPR, ya que se asienta en centros per-
manentes de formación. Dentro del sub-
sistema de formación para el empleo,
aunque no ha sido profundizado en este
volumen, también se brinda una forma-
ción profesional que forma parte de la
educación no formal, gestionada por las
administraciones laborales, los agentes
sociales (sindicatos y empresarios), los
municipios, las OSC y otras entidades.
Está constituida por cursos o programas
de corta duración y fundamentalmente
dirigida a la población activa, tanto em-
pleada como desempleada. Cabría pre-
guntarse por el nivel de institucionali-
dad de esta oferta.

Otra dimensión vinculada a la calidad
tiene que ver con la medida y la forma
en que los currículos de FP se acercan a
los perfiles ocupacionales del mercado
de trabajo. La adopción de sistemas ba-
sados en competencias profesionales
identificadas en los sectores producti-
vos, es un camino en el que España se
ha orientado claramente en la última dé-
cada y en América Latina donde ha sido
sujeto de marchas y contramarchas,
tuvo claros avances.

Esta aproximación habilita el aprendizaje
integrado de competencias personales
como técnicas, organizativas e incluso
emprendedoras. En América Latina, va-
rias de las IFP modernizaron sus currícu-
los a partir del enfoque de competencias,
otras han desarrollado mecanismos de
reconocimiento de aprendizajes previos

o certificación y en otros países se han
desarrollado estos dos servicios. La
adopción de una formación basada en
competencias ha llevado a promover
una reingeniería total de la oferta forma-
tiva desde el punto de vista técnico-peda-
gógico. De cualquier modo, es un proce-
so en curso no exento de debates (varios
países no han adoptado el enfoque) que
aun en los países que han seguido esta
vía tiene mucho camino por recorrer.

También respecto al reconocimiento del
valor formativo de las pasantías se acer-
can las experiencias recientes en Espa-
ña y América Latina. En España, se ha
instalado como obligatoria dentro de la
FPR la formación en centros de trabajo,
concibiendo que determinados aprendi-
zajes sólo se adquieren a través de si-
tuaciones de trabajo reales.

En América Latina, cabe mencionar que,
aunque no se ha tratado en profundidad
en este volumen, las prácticas son obli-
gatorias en la educación técnico-profe-
sional de nivel medio en algunos países.
En cuanto a la FP en sentido estricto, los
programas destinados a la inserción en
el empleo formal de jóvenes suelen in-
cluirlas. Se tienden a reconocer no
como un agregado posformación, sino
como parte constitutiva del proceso for-
mativo. Varias leyes las encuadran, se
han desarrollado materiales y compro-
meten una acción articulada de empre-
sas y centros formativos. Han sido criti-
cadas por arbitrariedades cometidas,
pero cuando existe el seguimiento ade-
cuado, brindan competencias comple-
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mentarias a los jóvenes e incluso puen-
tes con el empleo. Lamentablemente las
posibilidades de incorporarlas de mane-
ra generalizada a la FP inicial de jóvenes
son no muchas, una vez más esencial-
mente debido a la escasez de puestos
en unidades productivas registradas y
que brindan empleos formales.

Como tercera dimensión referida a la
calidad de la FP y sus relaciones con la
cohesión social, vale incluir la cuestión
de las titulaciones brindadas por la FP.
En ambos casos, las titulaciones se vin-
culan a la FP reglada o institucionaliza-
da, y por fuera de ese marco (PCPI en
España y FP para el sector informal y/o
ad hoc en América Latina) solo se brin-
dan certificados que no se asimilan a las
titulaciones regulares. Evidentemente,
avanzar hacia una integración que orde-
ne los vínculos entre la FP que puede
considerarse previa o compensatoria y
la FP regular en el marco de un modelo
de aprendizaje permanente es un de-
safío pendiente que contribuiría a la co-
hesión social ya que la actual situación
no se orienta en este sentido.

e) Como se acaba de señalar, un rasgo
central de un sistema de FP vincula-
do a la cohesión social es su ubica-
ción dentro de modelo de educa-
ción y aprendizaje integrado que
habilite la circulación entre niveles
y tipos de educación y formación.
Al respecto, una cuestión fuerte-
mente tratada en los estudios ha
sido los vínculos entre FP y el resto
del Sistema Educativo.

En España, es interesante que el primer
ciclo de la formación profesional básica
es parte de la educación obligatoria al
igual que lo es la ESO (Educación Se-
gundaria Obligatoria). La formación pro-
fesional específica se realiza en Ciclos
Formativos (de Grado Medio y de Grado
Superior), cuya duración oscila entre
uno y dos cursos académicos, que con-
ducen a titulaciones que acreditan cuali-
ficaciones o competencias profesiona-
les con valor y significado en el empleo.
Sin embargo, a pesar de este propósito
legal, se considera en el capítulo respec-
tivo que la planificación de la oferta de
FPR sigue realizándose, por lo general,
atendiendo de modo preferente a la ló-
gica escolar, cuestión que se refleja por
ejemplo en la saturación de ofertas en
algunas titulaciones y en los déficits
en otras.

En América Latina, los vínculos entre FP
en sentido estricto y el resto de la esco-
laridad están en aumento, y son claves
para ampliar las oportunidades que pro-
vee la FP. Los procesos seguidos con la
instauración de normas de competen-
cia, currículos por competencia y el de-
sarrollo en algunos países de catálogos
de ocupaciones profesionales han servi-
do para avanzar en ese sentido. Tam-
bién se ha avanzado en crear puentes
entre la FP en sentido estricto y la edu-
cación media. Esto habilita a acceder a
un título valorado al mismo tiempo que
una calificación profesional específica,
en un contexto donde el título de nivel
secundario aparece como requisito para
salir de la pobreza. Pero más aún, como
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mucha de la población que accede a FP
no cuenta con estudios secundarios o ni
siquiera de estudios básicos, los progra-
mas de FP se ven muchas veces compe-
lidos a incluir conocimientos básicos de
lengua y matemáticas que permitan
abordar lo técnico. La FP ha sido abor-
dada de varias maneras: incluyendo
programas compensatorios dentro de
su misma oferta o incorporando dentro
de las políticas activas de empleo un
componente de «terminalidad educati-
va», para facilitar la finalización del nivel
básico y/o secundario de los jóvenes y
adultos; y/o articulando la FP con la edu-
cación secundaria general. A pesar de
los avances en esta línea en América La-
tina, es todavía un desafío establecer
puentes entre diferentes circuitos for-
mativos (escolaridad formal, FP, lugares
de trabajo). Las distancias y desarticula-
ciones entre el sistema educativo del
mundo laboral y entre la educación for-
mal y la FP son características persisten-
tes a nivel de los países y aun a nivel de
las regiones y localidades.

f) Finalmente, otra dimensión clave
examinada fue el papel de los acto-
res sociales implicados en la FP.

Evidentemente, la relación con los acto-
res del mundo del trabajo es lo que con-
fiere pertinencia a la formación brindada.

Se señalan a lo largo de los estudios,
tanto en referencia a España como a
América Latina avances respecto a la
participación de las empresas, sindica-
tos, cámaras empresariales, etc. en:

• el diseño y actualización de los cur-
sos, identificando en los diferentes
sectores productivos, las competen-
cias profesionales que se requieren
en el empleo;

• la vinculación de planes formativos
con las demandas concretas del de-
sarrollo económico-productivo regio-
nal, o local;

• el diseño e implementación de pasan-
tías en empresas;

• la formación continua del profeso-
rado.

Como se ha mostrado, la intensidad de
estos procesos y sus características va-
ría de país en país y también y sobre
todo, al menos en América Latina, se-
gún qué circuito y qué destinatarios ten-
ga la FP.

Especialmente cuando se trata de FP ini-
cial o destinada a jóvenes o poblaciones
vulnerables o grupos discriminados,
otros actores son también relevantes.
Articulaciones transversales con institu-
ciones especializadas (tales como de
Desarrollo Rural, de Juventud, de temas
de género, etc.) son claves porque pue-
den proveer una conceptualización ade-
cuada y un mayor conocimiento de la
problemática específica. Por su parte,
las OSC frecuentemente aportan tam-
bién pertinencia y conocimiento vincu-
lado a aquellas poblaciones que sufren
diferentes tipos de discriminaciones.
Evidentemente, la fuerte articulación
con los servicios de orientación y em-
pleo son ineludibles. Y asimismo, el en-
foque de la cohesión social implica dar
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un papel importante a la participación y
la voz de los propios sujetos de la FP,
sus necesidades y expectativas.

Dentro de los actores, en América Lati-
na cabría incluir a la CI, que ha tenido
un papel importante en el origen, de-
sarrollo y consolidación de las IFP y que
sigue apoyando, aunque en menor me-
dida, la formación para el trabajo, inclu-
yendo la educación básica, la secunda-
ria técnica y programas de capacitación
para el empleo vinculados a los Minis-
terios de Trabajo y las OSC. En años re-
cientes, la CI orientada a la formación
profesional, tiende a centrarse en las
perspectivas de «sistema de forma-
ción», aprendizaje para toda la vida, y
calidad institucional. Se promueven en-
foques holísticos o globales de la for-
mación para el trabajo, apoyo a un sec-
tor, y/o al sistema de formación como
un todo. Todas estas líneas (como se
discutirá a continuación) apuntan a una
mayor contribución de la FP a la cohe-
sión social. Los desafíos por delante
para la CI van desde la efectiva articula-
ción con las políticas nacionales y la
promoción de la participación demo-
crática de todos los actores relevantes
hasta la revisión crítica de su propio rol
en relación al desarrollo equitativo e in-
cluyente.

A modo de cierre de estas conclusiones
se formularán algunas reflexiones sobre
uno de los temas claves que aparecen
como desafíos tanto en España como en
América Latina: la conformación de un
sistema integrado de educación y traba-

jo que se oriente hacia el aprendizaje
permanente.

Como se sostiene en el capítulo sobre
España, la mejora de la calidad del con-
junto del sistema de FP reforzará, por
definición, su función como mecanismo
de cohesión social: permitirá a sus be-
neficiarios (tanto la población escolar,
como la población activa) disponer de
un sólido marco de referencia a través
del cual podrán construir su identidad
socioprofesional, mejorar sus capacida-
des profesionales en orden al desarrollo
de su carrera profesional y, en último
término, incorporarse a la cultura del
aprendizaje permanente.

Ello implica también, como se ha venido
sosteniendo, que la FP mirada desde su
contribución a la cohesión tiene como
principal desafío la integración dentro
del conjunto de políticas de educación y
de trabajo. Los puentes entre las dife-
rentes formas de educación y de forma-
ción (escolaridad básica, educación me-
dia y formación profesional, lugares de
trabajo, formación para el empleo) de-
ben crearse y/o reforzarse para favo-
recer su pertinencia y significatividad
social. Un sistema más flexible que
permita la diversidad de estudios y op-
ciones (sin constituir circuitos «de
segunda categoría» o de doble vía), pa-
sarelas entre diversos campos de ense-
ñanza o entre una experiencia profesio-
nal y regreso a la formación, y que
contemple la validación de saberes y de
las competencias adquiridos en la ex-
periencia es el horizonte de un sistema
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articulado y orientado hacia la cohesión
social.

Mayor coordinación entre los actores
nacionales, efectiva formulación de en-
foques integrales y sectoriales, fortaleci-
miento de las capacidades de gestión e
implementación de las instituciones for-
mativas, consolidación de alianzas
público-privadas; superación de las
fragmentaciones de las políticas de for-
mación para el trabajo son algunos de
los desafíos. Además de las institucio-
nes y organismos especializados en la
FP, otras dependencias públicas en dis-
tintos niveles; asociaciones empresaria-
les y sindicales, universidades y organi-
zaciones de la sociedad civil deben
definir roles y responsabilidades para
un mejor aprovechamiento de los recur-
sos y del know-how de cada uno. Es pre-
ciso operar en todos los niveles (nacio-
nal, regional, local) promoviendo y

brindando incentivos para la acción
mancomunada.

El fortalecimiento de la calidad institucio-
nal de los actores que participan en todos
los niveles es clave para la coordinación
de objetivos. Asimismo, deben propiciar-
se mecanismos institucionales que esti-
mulen el monitoreo de las acciones (para
revisar resultados parciales y obstáculos,
para mejorar los procesos, y la calidad de
las prestaciones), y evaluaciones de im-
pacto que sean tomadas efectivamente en
cuenta en las formulaciones posteriores.

El enfoque de aprendizaje para toda la
vida que encadena sistémicamente las
oportunidades formativas en ámbitos
formales, no formales e informales,
tiene una gran potencialidad para mejo-
rar las articulaciones y ganar en la cons-
trucción coherente de una educación
para el desarrollo.
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TIC Tecnologías de la Información y de la Comunicación
UE Unión Europea
UNESCO United Nations Educational, Scientific and Cultural Organization
USAID United States Agency for International Development
UTU Universidad del Trabajo de Uruguay
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